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Redacción anterior dada por Ley

Orgánica 8/1981, de 30 de

Diciembre: Artículo 7.

 

1. Los poderes de la

Comunidad Autónoma

de Cantabria se

ejercerán a través de

la Diputación

Regional, la cual está

integrada por la

Asamblea Regional, el

Consejo de Gobierno y

el Presidente.

Redacción vigente dada por Ley

Orgánica 11/1998, de 30 de

Diciembre: Artículo 7.

1. Los poderes de la

Comunidad Autónoma

de Cantabria se

ejercerán a través de

sus instituciones de

autogobierno, que

son el Parlamento, el

Gobierno y el

Presidente.

Estatuto de Autonomía de Cantabria, Artículo 7,

numero 1: Instituciones
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Redacción anterior dada por Ley

Orgánica 8/1981, de 30 de Diciembre:

Artículo 34.

La 

Diputación Regional de

Cantabria

, como ente de

Derecho público, tiene

personalidad jurídica

. Su

responsabilidad, y la de sus

autoridades y 

funcionarios

,

procederá y se exigirá en los

mismos términos y casos que

establezca la legislación del

Estado en la materia.

Redacción vigente dada por Ley

Orgánica 11/1998, de 30 de Diciembre:

Artículo 34.

La 

Comunidad Autónoma

de Cantabria

, como ente

de Derecho público, tiene

personalidad jurídica

. Su

responsabilidad, y la de sus

autoridades y 

personal

funcionario

, procederá y se

exigirá en los mismos

términos y casos que

establezca la legislación del

Estado en la materia.

Estatuto de Autonomía de Cantabria, Artículo 34:

Personalidad
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Relación de Vigencias
· Artículo 3, número 3, derogado por la Ley 6/2002 de 10 de diciembre de régimen jurídico de Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria ( disposición derogatoria única)
· Artículo 13, número 2, modificado por Ley 23-12-1998, núm. 12/1998, artículo 3. 
· Artículo 33, párrafo  2º, modificado por Ley 28-12-1993, núm. 9/1993, artículo 1. Por simple derogación mediante Ley 6-11-1995, número 10/1995, Disposición Derogatoria Unica, queda el precepto sin vigencia no recobrando el mandato original [Artículo XX del Código civil].
· Artículo 36, número 2, modificado por Ley 28-12-1993, núm. 9/1993, artículo 2. Por simple derogación mediante Ley 6-11-1995, número 10/1995, Disposición Derogatoria Unica, queda el precepto sin vigencia no recobrando el mandato original [Artículo XX del Código civil].
· Artículo 37, número 2, párrafo 1º, modificado  por Ley 28-12-1993, núm. 9/1993, artículo 3. Disposición Derogatoria Unica, queda el precepto sin vigencia no recobrando el mandato original [Artículo XX del Código civil].

· Artículo 44, agregado un párrafo final por Ley 28-12-1993, núm. 9/1993, artículo 5. Por simple derogación mediante Ley 6-11-1995, número 10/1995, Disposición Derogatoria Unica, queda el precepto sin vigencia no recobrando el mandato original [Artículo XX del Código civil].
· Artículo 41 derogado por Ley 28-12-1993, núm. 9/1993, Disposición Derogatoria. Por simple derogación mediante Ley 6-11-1995, número 10/1995, Disposición Derogatoria Unica, queda el precepto sin vigencia no recobrando el mandato original [Artículo XX del Código civil]. 

· Artículo 42, derogado por Ley 28-12-1993, núm. 9/1993, Disposición Derogatoria. Por simple derogación mediante Ley 6-11-1995, número 10/1995, Disposición Derogatoria Unica, queda el precepto sin vigencia no recobrando el mandato original [Artículo XX del Código civil].

· Artículo 33, párrafo 2º, derogado por Ley 28-12-1993, núm. 9/1993, Disposición Derogatoria (contradiciendo modificación establecida en el propio articulo 1; esta derogación debe interpretarse como un error y no considerarse). Por simple derogación mediante Ley 6-11-1995, número 10/1995, Disposición Derogatoria Unica, queda el precepto sin vigencia no recobrando el mandato original [Artículo XX del Código civil]. 

· Artículo. 65, número 1, modificado por Ley 2-9-1993, núm. 6/1993, artículo 1.

· Artículo  66, número 2, modificado por Ley 2-9-1993, núm. 6/1993, artículo 2.

· El apartado 3 del artículo 35 de la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, queda derogado por la Ley de Cantabria 5/1991, de 27 de marzo.

· Varios artículos, derogación implícita por Ley 10/1995, de 6 de noviembre, de Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1995.

· Ley 11/ 1995, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1996.

· Ley 5/ 1995, de 13 de marzo, de Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1994.

· Ley 2/ 1997, de 28 de abril, de Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria.

· Ley 6/ 1997, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1998.

· Ley 7/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

· Ley 12/1998, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Diputación Regional para 1999.

· Ley 13/1998, de 23 de diciembre, de Fiscales y Administrativas.

· Ley 10/1999, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales de la C. A. De Cantabria para 2000.

· Ley 11/1999, de 27 de diciembre, de Fiscales y Administrativas.

· Ley 6/2000, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales de la C. A. De Cantabria para 2001.

· Ley 7/2000, de 22 de diciembre, de Fiscales y Administrativas.

· Ley 8/2001,de 22 de diciembre de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2002.

· Ley 9/2001, de 22 de diciembre de Medidas Fiscales y Administrativas

· Ley  9/2002 de 23 de diciembre de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003.

· Ley 10/2002 de 23 de diciembre de Medidas Administrativas y Fiscales.

Exposición de motivos

La presente Ley de Finanzas de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] tiene como base de partida el artículo 55
 del Estatuto de Autonomía, que establece el presupuesto único con inclusión de las entidades autónomas y empresas públicas regionales. La Ley pretende cumplir el Estatuto sin restar agilidad a la actividad económica de sus organismos industriales, comerciales y financieros.

La Ley de Finanzas de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] busca su aplicabilidad y eficacia en torno a dos grandes principios
: respeto y adaptación a las peculiaridades y necesidades económicas y financieras de la Administración Pública cántabra y mantenimiento de las relaciones eficaces con las demás instituciones correlativas del Estado.

La Ley empieza tratando, en el Capítulo primero, de los principios en que deberán basarse las finanzas públicas, que son: unidad de caja, presupuesto anual, contabilidad, control y responsabilidad.

El régimen jurídico de la Hacienda de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional, como titular de los derechos, queda regulado en el Capítulo segundo, enumerando sus elementos constitutivos (artículos 45 y 46
 del Estatuto), manifestando como principio general la no afectación de los ingresos y esta​bleciendo las prerrogativas de que gozarán los derechos de la Hacienda.

El endeudamiento en sus diferentes modalidades, se contempla en el Capítulo tercero, y se regula de acuerdo con lo que dispone el artículo 49
 del Estatuto en lo referente a las emisiones de la deuda pública teniendo en cuenta la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autóno​mas en cuanto al recurso al crédito.

El Capítulo cuarto menciona las obligaciones económicas de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] y señala, en su régimen jurídico, la ade​cuación del cumplimiento de las resoluciones judiciales que determine obligaciones al principio de responsabilidad de la Administración Pública, dado lo dispuesto en el artículo 106-2 de la Constitución.

Se contempla en el Capítulo quinto el presupuesto de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], configurado de acuerdo con el principio de universalidad, motivo por el cual incluye el conjunto de ingresos y gastos, así como los de sus entidades autónomas y empresas públicas regionales.

La gestión presupuestaria se fundamenta en el carácter limitativo de los créditos consignados en el estado de gastos del presupuesto, con las excepciones contempladas en el artículo 35.3 de esta Ley.

Destacan, entre estas excepciones, los créditos presupuestarios relativos a los servicios transferidos del Estado a los cuales se otorga el carácter de ampliables en base a las transferencias que financian el coste de los servicios en Cantabria.

El Capítulo sexto regula la Tesorería, constituida por todos los recursos financieros, tanto de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] como de sus entidades autónomas. El servicio al principio de unidad de caja constituye una de sus funciones básicas.

La función interventora y la concreción del principio de contabilidad se regula en el Capítulo séptimo, que comprende todos los actos, docu​mentos y expedientes de los cuales deriven derechos y obligaciones de carácter económico.

El control financiero de las entidades autónomas de carácter comer​cial, industrial o financiero, y de las empresas públicas regionales se realizará mediante el procedimiento de auditoría, flexibilizando el criterio de intervención previa o crítica establecida por la ley, con motivo de la cualificación mercantil de sus operaciones y manteniendo toda la agilidad necesaria.

Por último, el Capítulo octavo regula las responsabilidades en que puedan incurrir las autoridades y los funcionarios en acciones u omisio​nes que perjudiquen económicamente la Hacienda de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

CAPÍTULO I.   Principios Generales



Las finanzas de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] son reguladas por esta Ley y por las demás normas que la desarrollen. Las normas de la ley de presupuestos complementarán sus preceptos para cada ejercicio presupuestario
.

Integran la Hacienda Regional el conjunto de los derechos y obligaciones económico-financieros cuya titularidad corresponda a la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] y a los organismos y entidades dependien​tes de la misma.

La administración financiera de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] está sometida al régimen de presupuesto anual y de unidad de caja; debe ser intervenida siguiendo las normas de esta Ley y deberá rendir cuentas al Tribunal de Cuentas
, de acuerdo con lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía de Cantabria.

Todos aquellos que manejen los caudales públicos serán respon​sables ante la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], en los términos legales, de los perjuicios que le puedan ocasionar.

Corresponde a la administración financiera de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional el cumplimiento de las obligaciones económicas de sus órganos, entidades autónomas y empresas públicas regionales conforme al ordenamiento jurídico, mediante la gestión y la aplicación de los recursos a aquellas finalidades y a la ordenación de lo que, en materia de política económica y financiera, sea competencia de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional.

Corresponderán, asimismo, a la administración financiera las fun​ciones atribuidas a la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] en materia de ordenación financiera sobre las corporaciones locales
 de Cantabria y de control de las instituciones financieras y de crédito que operen en el territorio de Cantabria.

Este apartado queda expresamente derogado por la Ley de Cantabria 6/2002, de 10 de diciembre de Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria ( disposición derogatoria única ap.2.c))
Las entidades autónomas de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] pueden ser de carácter administrativo o de carácter industrial, comercial o financiero
.

Son empresas públicas regionales a los efectos de esta Ley, las sociedades mercantiles en cuyo capital participe al menos en un 50 por 100 la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional, o sus entidades autónomas y aquellas entida​des de derecho público sometidas a la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional, con personalidad jurídica propia, que por ley hayan de ajustar su actividad al ordenamiento jurídico privado
.

Las empresas públicas regionales se regirán por las normas de derecho mercantil, civil o laboral, excepto en las materias que sea de aplicación la presente Ley.



Serán materia de ley del Parlamento de Cantabria [antes, Asamblea Regional de Cantabria]  las si​guientes cuestiones financieras:

El presupuesto de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] y de sus entidades autónomas y sus modificaciones a través de la concesión de créditos extraordinarios y suplementos de crédito.

El establecimiento, la modificación y la supresión de sus propios tributos.

La emisión y regulación de la deuda pública de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] y de sus entidades autónomas, la concertación de operaciones de crédito y la prestación de avales.

La creación de las empresas a las cuales se refiere el apartado 2 del artículo anterior y los actos de adquisición o pérdida de la posición mayoritaria de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional o de sus entidades autónomas.

El régimen general y especial en materia financiera de las enti​dades autónomas de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

El régimen de patrimonio
 y de la contratación dé la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

Las otras materias que, según la ley se deban regular de esta forma.

La Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] gozará, tanto en aquello que hace referencia a sus prerrogativas
 como a sus beneficios fiscales, del mis​mo tratamiento que la ley establece para el Estado.

Sus entidades autónomas gozarán de las prerrogativas y de los bene​ficios fiscales que las leyes establezcan.

De los Derechos



De conformidad con el apartado 1 del artículo 157 de la Constitución y, sin perjuicio de lo establecido en el resto del articulado, los recursos de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] estarán constituidos por
:

Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho privado.

Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.

Los tributos cedidos, total o parcialmente, por el Estado
.

Los recargos que pudieran establecerse sobre los impuestos del Estado.

Las participaciones en los ingresos del Estado [y en los fondos de la Unión Europea]
.

El producto de las operaciones de crédito.

El producto de las multas y sanciones en el ámbito de su competencia.

En su caso, la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] podrá obtener igualmente ingresos procedentes de:

Las asignaciones que se establezcan en los Presupuestos Genera​les del Estado, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 8/1980 de 22 de sep​tiembre de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Las transferencias del Fondo de Compensación Interterritorial, cuyos recursos tienen el carácter de carga general del Estado, a los efec​tos previstos en los artículos 2 [.º], 138 y 158 de la Constitución.

Los derechos de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] y de sus enti​dades, autónomas y empresas públicas regionales están destinados a satisfacer el conjunto de sus obligaciones  respectivas, excepto que por Ley se establezca la afectación de algunos recursos a finalidades determinadas.

La administración de los recursos de la Hacienda de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], corresponde al Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio]
, y la de sus entidades autónomas a sus presidentes o directo​res, salvo que no tuvieran personalidad jurídica propia, en cuyo caso, la administración corresponderá también al Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio]
.

Las personas o entidades que tengan a su cargo la administración de los recursos de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], dependerán del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], o de la correspondiente entidad autónoma, en cuanto a la gestión, la entrega o la aplicación y a la rendición de las respectivas cuentas.

Estarán obligados a la prestación de fianza los funcionarios, las entidades o los particulares que manejen o custodien valores de natura​leza pública, en la cuantía y la forma que las disposiciones reglamenta​rias determinen.

Los rendimientos y los intereses atribuibles al patrimonio y a los caudales de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional, o de sus entidades autónomas, por cualquier concepto, serán reflejados en una cuenta específica.

La gestión, incluyendo todas las fases del procedimiento, de los tributos propios de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] y de los impues​tos cedidos, se ajustará a las disposiciones del Estatuto de Autonomía, a las leyes del Parlamento de Cantabria [antes, Asamblea Regional de Cantabria], a los reglamentos que apruebe el Consejo de Gobierno y a las normas de desarrollo que sea autorizado a dictar el Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones del Estado en todos los casos que sea procedente. En el caso de los tributos cedidos se tendrá en cuenta, además, lo que disponga la ley de cesión de tributos.

Corresponde al Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], organizar los servicios de gestión, recaudación, liquidación e inspección  tributarias en lo que corresponda a la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

No podrán ser enajenados, gravados ni arrendados los derechos de la Hacienda de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], excepto en los supuestos regulados por las leyes.

Tampoco se concederán exenciones, condonaciones, rebajas ni mora​torias en el pago de los ingresos, excepto en los casos y en la forma que determinen las leyes.

Tan sólo por decreto acordado por el Consejo de Gobierno podrá transigirse o someter a arbitraje, las contiendas que surjan sobre los de​rechos de la Hacienda de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], previa consulta del Consejo de Estado en Pleno.

Para efectuar la recaudación de los tributos y de los demás ingre​sos de derecho público, la administración financiera de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] gozará de las prerrogativas legalmente establecidas y actuará de acuerdo con los procedimientos administrativos correspon​dientes.

Las certificaciones de descubierto acreditativas de las deudas tri​butarias, expedidas por los funcionarios competentes según los reglamen​tos, serán títulos suficientes para iniciar la vía de apremio, y tendrán la misma fuerza ejecutiva que la sentencia judicial para proceder contra los bienes y los derechos de los deudores, ajustándose al vigente Estatuto de Recaudación
.

Las cantidades debidas a la Hacienda de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] por los conceptos contemplados en este capítulo producirán intereses de demora desde el día siguiente de su vencimiento.

El interés aplicable será el tipo básico del Banco de España vi​gente el día del vencimiento de la deuda
.

Si las leyes reguladoras de los diferentes recursos financieros no disponen lo contrario
, los derechos de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] al reconocimiento y liquidación de los créditos a su favor prescribi​rán cuando transcurran cinco años desde la fecha en que pudo ejercerlos.

Quedará sin efecto el tiempo de prescripción transcurrido, y co​menzará su cómputo de nuevo si el deudor reconociese la deuda o la Administración Regional le exigiera su pago por escrito.

Los derechos de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] declarados prescritos serán dados de baja en las respectivas cuentas, previa trami​tación del oportuno expediente.

Del Endeudamiento 
 

El Endeudamiento de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] adoptará, según corresponda, una de las siguientes modalidades:

Operaciones en forma de préstamos concertados con personas fí​sicas o jurídicas.

Emisión de empréstitos en forma de deuda pública.

Emisión de deuda de la Tesorería.

Las operaciones de crédito que la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] concierte con personas físicas o jurídicas por un plazo de reembolso igual o inferior a un año, tendrán por objeto atender necesidades transi​torias de tesorería. Si estas operaciones de crédito exceden del 5 por 100 del estado de gastos del presupuesto del ejercicio correspondiente será preciso dar cuenta de ello al Parlamento de Cantabria [antes, Asamblea Regional de Cantabria].

La ley del presupuesto autorizará el límite máximo de estas ope​raciones para cada ejercicio, pero podrá delegar esta última potestad en el Consejo de Gobierno, el cual lo ejercerá a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio].

Las operaciones de crédito que la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] concierte con personas físicas o jurídicas con un plazo de reembolso su​perior a un año deberán cumplir los siguientes requisitos:

El importe total del préstamo será destinado exclusivamente: a financiar gastos de inversión.

La cuantía de las anualidades, incluyendo los intereses y las amor​tizaciones, no rebasará el 25 por 100 de los ingresos corrientes de la Ha​cienda Pública Regional, previstos en el presupuesto de cada año.

La creación y, en su caso, la conversión de deuda pública de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], así como cualquier otra apelación al crédito público, serán aprobados por ley del Parlamento de Cantabria [antes, Asamblea Regional de Cantabria]  y autorizadas por el Estado
. La Asamblea fijará el importe y el destino a gastos de inversión del empréstito.

El tipo de interés y las demás características serán establecidos por el Consejo de Gobierno a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], a tenor de las normas del Consejo de Política Fiscal y Financiera.

Sin embargo, el Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], podrá acordar la conversión de deuda pública de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] para conseguir exclusi​vamente una mejor administración, y siempre que no se altere ninguna condición esencial de las emisiones, ni se perjudiquen los derechos econó​micos de los tenedores.
La concertación de operaciones de crédito, cuando los acreedores sean personas o entidades residentes en el extranjero, necesitará la autoriza​ción del Estado.

Las entidades autónomas de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional podrán hacer uso de la deuda en cualquier modalidad.

La ley del presupuesto de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional, o en su caso, del suplemento de crédito o crédito extraordinario, fijará el importe del endeudamiento así como su destino, pero podrá delegar estas últimas po​testades en el Consejo de Gobierno, que las ejercerá a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], y previo informe del Conse​jero a quien corresponda por razón de la adscripción administrativa, de la entidad autónoma. El hecho de la delegación será comunicado a la Asamblea Regional.

El producto del endeudamiento de todo tipo se ingresará en la Teso​rería de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] o en la entidad autónoma o empresa pública regional correspondiente.

De las Obligaciones

Las obligaciones económicas de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] y las de sus entidades autónomas nacen de la ley, de los negocios jurídicos y de los actos y hechos que, según derecho, las generen.

El pago de las obligaciones económicas de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] sólo será exigible cuando resulte de la ejecución del presu​puesto, de sentencia judicial firme o de operaciones de tesorería legalmen​te autorizadas.

Cuando las obligaciones económicas deriven de prestaciones o de servicios a la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], su pago no podrá reali​zarse mientras el acreedor no haya cumplido o garantizado las obligacio​nes correlativas.

Las resoluciones judiciales que establezcan obligaciones a cargo de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional o de sus entidades autónomas se cumplirán puntual​mente. Si para el pago fuere necesario un crédito extraordinario o un su​plemento de crédito se solicitará de la Asamblea Regional uno u otro dentro de los tres meses siguientes al día de notificación de la resolución judicial. Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa sobre suspensión o inejecución de sentencias.

Las deudas de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] no podrán exigir​se por el procedimiento de apremio.

Si el pago de las obligaciones de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional no fuera efectivo en el plazo de los tres meses siguientes a su reconocimiento o a la notificación de la resolución judicial, el acreedor tendrá derecho al co​bro de intereses al tipo básico establecido por el Banco de España, vigente ​el día de su reconocimiento, desde que reclame por escrito el cumplimien​to de la obligación hasta la fecha de pago.

Prescribirán a los cinco años, sin perjuicio de lo que se establezca en leyes especiales:

El derecho al reconocimiento y liquidación de toda obligación que no se hubiese solicitado con la presentación de los documentos justificativos, computándose el plazo desde el momento en que aquélla sea exi​gible conforme a derecho.

El derecho a exigir el pago de las obligaciones ya reconocidas o liquidadas, si no fuese reclamado por los acreedores legítimos o sus derechohabientes. El plazo se contará desde la fecha de notificación del reconocimiento o liquidación de la respectiva obligación.

Las obligaciones que hayan prescrito serán dadas de baja en cuentas respectivas, previa tramitación del oportuno expediente.

Del Presupuesto

Sección Primera. Contenido y Aprobación

El presupuesto de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] constituye la expresión cuantificada, conjunta y sistemática de las obligaciones que, como máximo, podrá reconocer la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional y sus entidades autónomas
, y la previsión de los derechos a liquidar durante el ejercicio correspondiente
.

El presupuesto de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] deberá aprobarse equilibrado entre el estado de ingresos y el estado de gastos
.



El ejercicio presupuestario coincidirá con el año natural y a él se imputarán:

Los derechos liquidados durante el mismo, cualquiera que sea el período del que deriven; y

Las obligaciones reconocidas hasta el fin del mes de diciembre del correspondiente ejercicio, siempre que correspondan a adquisiciones, obras, servicios, prestaciones o gastos en general, realizados dentro del mismo y con cargo a los respectivos créditos.

El Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] será único, tendrá carácter anual e incluirá la totalidad de los gastos e ingresos de aquélla y de los organismos y entidades dependientes de la misma
. Igual​mente, se consignará en él el importe de los beneficios fiscales que afec​ten a los tributos atribuidos a la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria]. 

Concretamente, el presupuesto contendrá:

Los estados de gastos de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional y sus entidades autónomas de carácter administrativo, con la debida especificación de los créditos necesarios para atender el cumplimiento de las obligaciones.

Los estados de ingresos de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional y de sus enti​dades autónomas de carácter administrativo, que comprenderán las esti​maciones de los diversos derechos económicos a reconocer y liquidar du​rante el ejercicio.

Al presupuesto de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] se unirá el presupuesto resumen de sus entidades autónomas de carácter comercial, industrial, financiero o análogo.

El presupuesto de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] será ela​borado de forma que sea posible su consolidación con los presupuestos generales del Estado, asumiendo su adecuación la Consejería de Economía y Hacienda [antes, Consejería de Economía, Hacienda y Comercio].

En el estado de gastos se incluirá, cuando proceda, la clasificación por municipios o las agrupaciones que de los mismos se establezcan.

Corresponderá al Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio] el desarrollo de la estructura presupuestaria de las entidades autónomas y de las empresas públicas regionales, previa propuesta de las Consejerías a que estén adscritas.

El procedimiento de elaboración del presupuesto de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] se ajustará a las siguientes normas:

La Asamblea Regional y las Consejerías remitirán al Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], antes del día 1 de agosto de cada año, los anteproyectos de los estados de gastos, debidamente ajustados a las leyes que sean de aplicación y a las directrices aprobadas por el Consejo de Gobierno, a propuesta del mencionado Consejero. Asimismo, entrega​rán los anteproyectos de los estados de ingresos y gastos y, cuando pro​ceda, de recursos y dotaciones de las entidades autónomas, formando un solo anteproyecto para cada uno, que comprenda todas sus actividades.

El estado de ingresos del presupuesto será elaborado por la Consejería de Economía y Hacienda [antes, Consejería de Economía, Hacienda y Comercio].

La Consejería de Economía y Hacienda [antes, Consejería de Economía, Hacienda y Comercio], teniendo en cuenta los mencionados anteproyectos de gastos y la estimación de los ingresos, formulará el proyecto de ley de presupuestos y lo someterá al acuerdo del Consejo de Gobierno.

El proyecto de ley de los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] irá acompañado de la siguiente documentación:

La cuenta consolidada de los presupuestos.

Una memoria explicativa de las finalidades y criterios presupuestarios.

La liquidación de los presupuestos del año anterior y un avance de la situación en que se encuentre la ejecución de los actuales.

Un informe económico y financiero.

El proyecto de ley del presupuesto de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] y la documentación anexa se remitirán al Parlamento de Cantabria [antes, Asamblea Regional de Cantabria]  antes del 31 de octubre de cada año, para su aprobación, en​mienda o devolución.



Si los presupuestos generales de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional no fueran aprobados antes del primer día del ejercicio económico correspondiente, quedará automáticamente prorrogada la vigencia de los anteriores.

El Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], someterá a la apro​bación del Consejo de Gobierno los créditos prorrogados, así como las cuantías respectivas en que lo son y la disposición de los mismos durante el tiempo de vigencia de la prórroga que se extenderá hasta la aproba​ción y publicación de los nuevos en el Boletín Oficial de Cantabria
.



Los ingresos liquidados y las obligaciones reconocidas se aplicarán al presupuesto por su importe íntegro.

A los efectos de este artículo, se entenderá por importe íntegro el que resulte después de aplicar los beneficios tributarios procedentes, que serán objeto de contabilización independiente.

Sección Segunda. Régimen de los créditos presupuestarios de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional y entidades autónomas de carácter administrativo.

Los créditos para gastos se destinarán exclusivamente a la finali​dad específica para la que hayan sido autorizados por la ley de presu​puestos, o por las modificaciones aprobadas conforme a la ley
.

Los créditos consignados en los estados de gastos del presupuesto tienen alcance limitativo y, en consecuencia, no se podrán adquirir com​promisos en cuantía superior a sus importes, siendo nulos de pleno dere​cho los actos administrativos y las disposiciones generales de rango infe​rior a ley que infrinjan la expresada norma
.


 
No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, serán amplia​bles los créditos que con este carácter especifique la ley de presupuestos y, en todo caso, los créditos concernientes a los gastos de deuda pública y clases pasivas, y los que se destinen a cubrir los gastos de los servicios transferidos por la Administración del Estado en función de las transfe​rencias de fondos que se hayan de recibir del Tesoro Público, en cumpli​miento de los acuerdos de valoración aprobados.

El carácter ampliable de un crédito permitirá ampliar su importe, previo cumplimiento de los requisitos que se determinarán por reglamen​to, en función de la recaudación efectiva de los derechos afectados o del reconocimiento de obligaciones específicas del ejercicio respectivo hecho conforme a disposiciones con rango de ley.




Lo dispuesto en los artículos 28, 29 y 35 de esta Ley, no impedirá la adquisición de compromisos para la realización de gastos que hayan de extenderse a ejercicios posteriores a aquél en que se autoricen, siempre que su ejecución se inicie en el propio ejercicio y que, además, tengan como objeto financiar alguna de las siguientes finalidades:

Inversiones reales y transferencias de capital.

Contratos de suministro, de asistencia técnica y científica y de arrendamiento de equipo y servicios, siempre que el plazo de un año no resulte más ventajoso para la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional.

Arrendamiento de bienes inmuebles a utilizar por la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional o por los organismos o entidades dependientes de la misma.

Las cargas que se deriven de las operaciones de endeudamiento.

El número de ejercicios a los cuales podrán aplicarse los gastos referidos en los apartados a) y b) del punto anterior no será superior a cuatro. Asimismo, el gasto que en tales casos se impute a cada uno de los ejercicios futuros y la ampliación, cuando corresponda, del número de anualidades, serán aprobados por el Consejo de Gobierno a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio]
.

Los compromisos mencionados en los puntos anteriores serán obje​to de contabilización independiente.

1.   Los créditos para gastos que en el último día del ejercicio presu​puestario no estén sujetos al cumplimiento de obligaciones ya reconocidas quedarán anulados de pleno derecho.

2.   
No obstante, por acuerdo del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], podrán incorporarse al estado de gastos del presupuesto del ejercicio siguiente inmediato
:

a)  Los créditos extraordinarios y suplementos de crédito, así como las transferencias de crédito otorgadas o autorizadas en el último trimestre del ejercicio presupuestario.

b)  Los créditos que garanticen compromisos de gastos contraídos antes del último mes del ejercicio presupuestario y que, por motivos jus​tificados, no se hayan podido realizar durante el ejercicio.

c)  Los créditos para operaciones de capital.

d)  Los créditos autorizados en función de la recaudación efectiva de los derechos afectados.

e)  Los que se enumeren en el artículo 44 de esta Ley.

1.   A cargo de los créditos consignados en los  presupuestos solamente podrán contraerse obligaciones derivadas de gastos que se efectúen du​rante el año natural del ejercicio presupuestario.

2.   No obstante, se aplicarán a los créditos del presupuesto vigente, en el momento de expedición de sus órdenes de pago, las siguientes obligaciones:

a)  Las que resulten de la liquidación de atrasos a favor del perso​nal al servicio de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional o sus entidades autónomas.

b)  Las derivadas de ejercicios  anteriores  reconocidas durante el pe​ríodo de que se trate y que tendrán que haber estado imputadas a créditos ampliables, según lo dispuesto en el artículo 35.3 de esta Ley.

c)  Las derivadas de ejercicios anteriores que no pudieron ser reco​nocidas en ellos, dentro de los límites establecidos en la ley de presupues​tos de cada año.

3.   Cuando se deba efectuar a cargo del presupuesto de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] algún gasto que no pueda aplazarse hasta el ejerci​cio siguiente, y para el cual no exista el crédito adecuado o bien el con​signado sea insuficiente y no ampliable, el Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], previo informe de la Intervención General, someterá al Consejo de Gobierno el acuerdo de remitir al Parlamento de Cantabria [antes, Asamblea Regional de Cantabria]  el correspondiente proyecto de ley de concesión de un crédito extraordinario en el primer supuesto o de suplemento de crédito en el segundo, y se incluirá en él necesariamente la propuesta de los recursos concretos que deban financiarlo.

4.   Cuando la necesidad de crédito extraordinario o suplementario se produjera en las entidades autónomas de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional y no signifique un aumento en los créditos de ésta, la concesión de uno y del otro corresponderá, previo informe de la Consejería donde estén adscritas, justificando la necesidad y especificando el medio de financiación de ma​yor gasto, al Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], si su importe no rebasa el 5 por 100 de los créditos consignados por la entidad autónoma a que haga referencia, y al Consejo de Gobierno cuando, excediendo el citado porcentaje no llegue al 15 por 100. Los citados porcentajes se apli​carán de forma acumulada en cada ejercicio presupuestario.

5.   El Consejo de Gobierno solamente en los supuestos que se indican y a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], podrá acordar anticipos de tesorería para atender gastos inaplazables con el lí​mite máximo en cada ejercicio del 2 por 100 de los créditos autorizados en el presupuesto de que se trate:

a)  Cuando una vez iniciada la tramitación de expedientes de concesión de créditos se haya emitido informe favorable de la Consejería de Economía y Hacienda [antes, Consejería de Economía, Hacienda y Comercio].

b)  Cuando la promulgación de una ley o notificación de resoluciones judiciales generen obligaciones cuyo cumplimiento exija la concesión de créditos extraordinarios o de suplemento de crédito.

6.   Si el Parlamento de Cantabria [antes, Asamblea Regional de Cantabria]  no aprobase la concesión de crédito, el importe del anticipo de tesorería será cancelado con cargo a los créditos de la respectiva Consejería.

Artículo 39. 
 

El Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], podrá acordar en los supuestos de créditos para ope​raciones de capital, transferencias de créditos globales a los específicos de la misma naturaleza económica. Los estados de gasto del presupuesto in​dicarán los créditos globales a los cuales podrá ser aplicada la norma.

Artículo 40. 

1.   Podrán autorizarse, dentro del estado de gastos de los presupuestos, las siguientes transferencias de créditos:

1st    Por el Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejo de Econo​mía, Hacienda y Comercio:

a) Las que afecten a dos o más secciones referidas a operaciones corrientes.

b) Las que dentro de un mismo servicio transfieran parte de las con​signaciones de capital a operaciones corrientes para financiar la entrada en funcionamiento de nuevas inversiones en el mismo ejercicio en que éstas hayan concluido.

c) Las que afecten a dos o más servicios en operaciones referidas exclusivamente a transferencias de servicios.

d) Las que sean necesarias entre los créditos de las distintas Consejerías que afecten exclusivamente a créditos del Fondo de Compensación Interterritorial.

2nd    Por la Consejería de Economía y Hacienda [antes, Consejería de Economía, Hacienda y Comercio], a propuesta de las respectivas Consejerías:

a) Las que afecten a dos o más servicios, referidas a operaciones corrientes.

b) Las que, dentro de un mismo servicio, transfieran parte de las consignaciones de capital a operaciones corrientes para financiar la en​trada en funcionamiento de las respectivas inversiones, en el mismo ejer​cicio en que éstas hayan concluido.

3rd    Los titulares de las Consejerías podrán autorizar, previo informe de la General, y en relación con el presupuesto de sus sec​ciones respectivas:

a) Las que afecten a todos los conceptos del capítulo 2, dentro de un mismo servicio.

b)  Las que afecten a créditos de los Capítulos 6 y 7, dentro de un mismo servicio.

2.   Las transferencias de créditos estarán sometidas a las siguientes li​mitaciones:

a)  No afectarán a las partidas que tengan la naturaleza de amplia​bles, ni a las dotadas con créditos extraordinarios o suplementos de cré​ditos, concedidos durante el ejercicio.

b)  No minorarán los créditos destinados a subvenciones nominativas, ni los que se hubiesen incrementado mediante otras transferencias.

c)  No provocarán aumentos en los créditos que hayan sido minora​dos como consecuencia de otras transferencias.

d)  No podrán realizarse con cargo a los créditos incorporados pro​cedentes de ejercicios anteriores.

Los distintos Consejeros  y los Presidentes de las entidades autónomas de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] podrán redistribuir los créditos entre las diferentes partidas de un mismo concepto presupuestario, notifi​cándolo al Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], al cual corres​ponderá la aprobación cuando se trate de conceptos de personal.

Artículo 44. 

Podrán generar créditos dentro del estado de gastos del presupuesto de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional los ingresos derivados de las siguientes ope​raciones:

a)  Aportaciones de personas físicas o jurídicas para financiar gastos que, por su naturaleza, estén comprendidos en los fines u objetivos de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] o de sus organismos dependientes.

b)  Enajenaciones de bienes de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] o de sus organismos. 

c)  Prestaciones de servicios. 

d)  Reembolso de préstamos.

e)  Créditos de exterior para inversiones públicas.

(
)

Artículo 45. 

Los ingresos obtenidos por reintegros de pagos realizados de manera indebida a cargo de créditos presupuestarios podrán originar la reposición de estos últimos en las condiciones que se establezcan.

Sección Tercera.  Ejecución y Liquidación

La gestión económica y financiera de los créditos se concretará suce​sivamente en las siguientes fases:

1.   Autorización de gastos: La autorización del gasto es el acto en virtud del cual se acuerda la realización de un gasto calculado en forma cierta o aproximada, reservando a tal fin la totalidad o una parte del crédito presupuestario destinado a garantizar el cumplimiento de las obli​gaciones que pueden ser consecuencia de aquél.

2.   Disposiciones realizadas: La disposición del gasto es el acto por el que se acuerda o concierta, según los casos, tras los trámites que con arreglo a derecho procedan, la realización concreta de obras, suministros o prestación de servicios. Con este acto queda formalizada la reserva de crédito por importe y condiciones exactamente determinados.

3.   Obligaciones contraídas: La obligación es la operación por la cual se contraen en cuenta los créditos exigibles contra la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional reconocidas en documentos suficientes en los que se acredite haberse efectuado la contraprestación derivada de los acuerdos, conciertos o normas resolutorias que determinen la disposición de un crédito. 

4.   Pagos ordenados: El pago ordenado es la operación por la que el ordenador de pagos competente expide, en relación con una obligación contraída, la correspondiente orden contra la Tesorería de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional.

5.   Corresponde a la Asamblea Regional y a los consejeros, dentro de los límites del artículo 35, autorizar los gastos propios de los servicios a su cargo, excepto los casos reservados por la ley a la competencia del Consejo de Gobierno, así como efectuar la disposición y reconocimiento de las obligaciones, solicitando del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio] la ordenación de los pagos correspondientes
.

6.   Con la misma reserva legal corresponde a los Presidentes o Di​rectores de las entidades autónomas, la autorización, la disposición, el reconocimiento de obligaciones y la ordenación de los pagos relativos a las entidades y empresas citadas.

7.   Las facultades a que hacen referencia los números anteriores po​drán delegarse en los términos que se establezcan por reglamento.

8.   Los pagos se ordenarán y librarán a favor de los acreedores de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] mediante las respectivas órdenes.

9.   Corresponde al Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio] la ordenación de pagos que podrá delegar de forma expresa con carácter general o singular.

10.   Sin embargo, con objeto de facilitar el servicio, se crearán las or​denaciones de pago secundarias que se consideren necesarias y sus titu​lares serán nombrados por el Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio]

.

11.   Los servicios de las ordenaciones de pagos se acomodarán al regla​mento que se apruebe a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio].

La expedición de las órdenes de pagos a cargo del presupuesto de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional deberá ajustarse al plan que sobre la disposición de fondos de Tesorería establezca el Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda [antes, Consejería de Economía, Hacienda y Comercio].

Artículo 47. 

1.   Las órdenes de pagos irán acompañadas de los documentos que prueben la realización de la prestación o el derecho del acreedor, confor​me a la respectiva autorización del gasto.

2.   Las órdenes de pago que no puedan ir acompañadas de los docu​mentos que prueben la realización de la prestación o el derecho del acree​dor, conforme a la respectiva autorización del gasto.

3.   Las órdenes de pago que no puedan ir acompañadas de los docu​mentos justificativos en el momento de su expedición tendrán el carácter de "a justificar", sin perjuicio de su aplicación a los correspondientes créditos presupuestarios.

4.   Los perceptores de estas órdenes quedarán obligados a justificar en el plazo de tres meses la aplicación de las cantidades recibidas.

5.   En el curso del mes siguiente a la fecha de aportación de los docu​mentos justificativos a que se refieren los apartados anteriores de este artículo, se producirá la aprobación o rectificación de la cuenta hecha por la autoridad competente.

6.   Las órdenes de pago correspondientes a subvenciones, obligarán a los perceptores a justificar la aplicación de los fondos recibidos a la finalidad que determina su concesión.

7.   El presupuesto de cada ejercicio se liquidará, en cuanto a la re​caudación de derechos y al pago de obligaciones, el día 30 de abril inme​diato siguiente, e irán a cargo de la Tesorería de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional los ingresos y pagos pendientes, según las respectivas contracciones de derechos y obligaciones.

8.   Las operaciones de la Tesorería se aplicarán por años naturales. No obstante, se aplicarán al período corriente los ingresos aplazados, los fraccionados y los demás no incurridos en vía de apremio.

9.   Los ingresos que se efectúen una vez cerrado el presupuesto res​pectivo, quedarán desafectados del destino específico que dado el caso les hubiera correspondido, sin perjuicio del reconocimiento y nueva afec​tación a cargo del Presupuesto del ejercicio en curso.

[Subsección 3.1. Gastos de Personal] 
 

[Subsección 3.2. Contratos] 
 

[Subsección 3.3.1. Subvenciones] 
 

[Subsección 3.3.2. Fondos Comunitarios] 

[Subsección 3.3.2.a. Fondos Estructurales]
 
 
  
  
  
 
 

[Subsección 3.3.2.a.1. Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER)]

[Subsección 3.3.2.a.2. Fondo Social Europeo (FSE)] 

[Subsección 3.3.2.a.3. Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agrícola (FEOGA), Sección de Orientación] 

[Subsección 3.3.2.a.4.  Instrumento Financiero de Orientación de la Pesca (IFOP)] 

[Subsección 3.3.2. Fondo de Cohesión] 
 

[Subsección 3.3.3. Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agrícola (FEOGA), Sección de Garantía]
 
 

[Subsección 3.3.4. Fondos de los Presupuestos Generales del Estado]

[Subsección 3.3.4.a. Subvenciones gestionadas]  

[Subsección 3.3.4.b. Ayudas a las mejoras y a la modernización de explotaciones agrarias]

[Subsección 3.4. Centros Docentes] 
 

[Subsección 3.4. Universidad] 

Sección Cuarta. Normas concernientes a entidades de carácter comercial, industrial, financiero o análogo y a empresas públicas regionales.

10.   La actividad económica y financiera de entidades autónomas a que se refiere la presente sección, quedará reflejada en el presupuesto de explotación y capital, integrado por:

a)  Un estado de recursos, con las correspondientes estimaciones pa​ra el ejercicio.

b)  Un estado de dotaciones, con la evaluación de las necesidades para el desarrollo de sus actividades durante el ejercicio.

11.   Las dotaciones a que se refiere el apartado b) se clasificarán así:

a)  Estimativas, las que recojan variaciones de activo y pasivo y las exigencias de almacén.

b)  Limitativas, las destinadas a remuneraciones de personal al servicio de las entidades autónomas, salvando lo que disponga la ley de creación correspondiente; las subvenciones corrientes y los gastos de capital.

c)  Ampliables, las determinadas en función de los recursos efecti​vamente obtenidos.

12.   No obstante lo dispuesto en el apartado 2.b) de este artículo, el Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio] podrá declarar ampliables las dotaciones para subvenciones corrientes cuando esté previamente es​tablecido que hayan de fijarse en función de los ingresos efectivamente realizados.

13.   A los presupuestos de las entidades a que se refiere este artículo, se unirá una memoria expresiva, tanto de la tarea llevada a cabo, como de los objetivos a alcanzar durante el ejercicio, así como una evaluación económica de los proyectos de inversiones que hayan de iniciarse durante el curso.

El ejercicio presupuestario coincidirá con el año natural, sin perjuicio de los ajustes necesarios cuando las operaciones a efectuar por la entidad o empresa, estén vinculadas a un cielo productivo diferente que no po​drá ser superior a doce meses.

A las entidades autónomas de carácter comercial, industrial, finan​ciero o análogo y, en su caso, a las empresas públicas regionales, les serán de aplicación como normas para la gestión de las situaciones de carácter limitativo las recogidas en las Secciones segunda y tercera de este capítulo que hacen referencia al régimen de los créditos y ejecución y liquidación de los presupuestos, debiendo sujetarse las que tengan la consideración de ampliables al régimen establecido para cada organismo, teniendo en cuenta en todo momento la obligación de justificar la inversión o apli​cación de las cantidades satisfechas dentro del plazo reglamentario.

14.   Las empresas públicas regionales elaborarán anualmente un pro​grama de actuación, inversiones y financiación que, respondiendo a las previsiones plurianuales establecidas oportunamente, tendrá el siguiente contenido:

a)  Un estado que detallará las inversiones reales y financieras a efectuar durante el ejercicio.

b)  Un estado que especificará las aportaciones de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional, de las entidades autónomas o de otras empresas dependientes de aquélla que participen en el capital social, así como de las otras fuentes de financiación de las inversiones.

c)  La expresión de los objetivos a alcanzar durante el ejercicio, en​tre los cuales figurarán las rentas que se espere generar.

d)  Una memoria concerniente a la evaluación económica de las in​versiones a comenzar durante el ejercicio.

15.   Cuando las empresas públicas regionales perciban subvenciones corrientes con cargo a los presupuestos de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], elaborarán anualmente, además del programa descrito en el pun​to 1 de este artículo, un presupuesto de explotación que detallará los re​cursos y dotación anual correspondientes. También formarán un presu​puesto de capital, sí la subvención fuera de esta clase.

La estructura formal básica del programa de actuación de las empre​sas públicas regionales será establecida por el Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], y la desarro​llará cada empresa de acuerdo con las características y necesidades propias.

16.   Las empresas públicas regionales remitirán al Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], antes del 1 de agosto de cada año, el ante​proyecto del programa de actuación, inversiones y financiación corres​pondiente al ejercicio siguiente, complementado con una memoria expli​cativa del contenido del programa y de las principales modificaciones que presente con relación al vigente, según prevé el artículo 54 de esta Ley.

17.   Los programas de actuación se someterán a acuerdo del Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio].

Los convenios que la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] establezca con sus empresas públicas regionales o con otras empresas que no de​pendan de ella, pero que disfruten de avales de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional o reciban subvenciones a cargo de sus presupuestos, incluirán, en cualquier caso, las cláusulas siguientes.

a)  Hipótesis macroeconómicas y sectoriales que sirvan de base al convenio, indicando aquéllas cuya modificación pueda dar lugar a la can​celación del convenio.

b)  Objetivos de la política de personal, rentabilidad, productividad o reestructuración técnica de la explotación económica, así como métodos de evaluación de aquéllos.

c)  Aportaciones o avales de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional.

d)  Medidas a utilizar para adaptar los objetivos convenidos a las variaciones experimentadas en el entorno económico respectivo.

e)  Control por la Consejería de Economía y Hacienda [antes, Consejería de Economía, Hacienda y Comercio] de la ejecución del convenio y posterior explotación económica, el cual no excluirá los que, en cualquier caso, correspondan a las Consejerías o en​tidades en cuanto a las empresas públicas regionales que hayan suscrito el correspondiente convenio.

CAPÍTULO VII.   De la Tesorería y los avales de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional


1.   Constituyen la Tesorería de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional todos los re​cursos financieros, tanto para operaciones presupuestarias como extrapresupuestarias,  ya sean dinero, valores, créditos o productos del endeu​damiento de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional y de sus entidades autónomas.

2.   Los efectivos de la Tesorería y las variaciones que sufran están sujetos a la intervención y deben ser registrados según las normas de la contabilidad pública.

La Tesorería cumple las siguientes funciones:

a)  Recaudar los ingresos y pagar las obligaciones de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

b)  Servir al principio de unidad de caja, mediante la centralización de todos los caudales y valores generados por operaciones presupuestarias y extrapresupuestarias.

c)  Distribuir en el tiempo y en el territorio las disponibilidades di​nerarias para la satisfacción puntual de las obligaciones de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional.

d)  Responder de los avales contraídos por la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional.

e)  Las demás que se deriven de las citadas en el párrafo anterior o bien se relacionen con las mismas.

3.   La Tesorería de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional situará los caudales de la misma en el Banco de España y en las entidades de crédito y ahorro que operen en Cantabria.

4.   Los servicios que se podrán concertar con las entidades indicadas en el párrafo anterior se determinarán reglamentariamente.

Los fondos de las entidades autónomas y empresas públicas regiona​les dependientes de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] se situarán en entidades de crédito y ahorro que operen en Cantabria, previa autoriza​ción del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio].

5.   Los ingresos a favor de la Tesorería podrán realizarse en el Banco de España, en las Cajas de Tesorería y en las entidades de crédito cola​boradoras de la misma mediante dinero efectivo, giros, transferencias, cheques, talones y cualquier otro medio o documento de pago ya sea bancario o no, autorizado reglamentariamente.

6.   La Tesorería podrá, asimismo, pagar sus obligaciones por cual​quiera de los medios a que hace referencia el párrafo anterior.

Las necesidades de la Tesorería derivadas de la diferencia de vencimiento de sus pagos e ingresos podrán atenderse:

a)  Con anticipos del Banco de España, si así se acordara mediante convenio con el mismo, de entidades de crédito o cajas de ahorro por acuerdo del Consejo de Gobierno a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio] y siempre que la suma total no sea superior al 12 por 100 de los créditos que para gastos autorice el presupuesto de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional del mismo ejercicio; éstos deben cancelarse dentro del ejercicio presupuestario.

b)  Con el producto de la emisión de deuda de la Tesorería, según se prevé en los artículos 17.1 y 19.3 de la presente Ley.

7.   Las garantías que ofrezca la Diputación Regional de Cantabria deberán revestir necesariamente la forma de aval de la Tesorería, que será autorizado por el Consejo de Gobierno a propuesta del Consejero de Economía, Hacienda y Comercio.
.

8.   Los avales prestados a cargo de la Tesorería devengarán a favor de la misma la comisión que para cada operación determine el Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio].

9.   Los avales serán documentados en la forma que reglamentaria​mente se determine y serán firmados por el Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio].

10.   La Tesorería de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] responderá de las obligaciones de amortización y pago de intereses derivados de las operaciones avaladas en la forma que se establezca y sólo en el caso de que resulten imposibles de cumplir por el deudor principal. Pudiendo concurrir la renuncia al beneficio de exclusión que se establece en el artículo 1.830 del Código Civil, sólo en el supuesto de que los beneficiarios​ de los avales sean sus entidades autónomas o corporaciones locales exis​tentes en su territorio.

11.   La [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional podrá avalar operaciones de crédito que concedan las entidades de crédito legalmente establecidas, a corporacio​nes locales, entidades autónomas, empresas públicas regionales y prestar un segundo aval sobre las empresas privadas que, avaladas por las socie​dades de garantía recíproca, sean socios partícipes de las mismas. Igual​mente, podrá avalar operaciones de crédito que concedan las entidades de crédito a empresas privadas en aquellos casos en que la incidencia econó​mica y social de la actividad de dicha empresa sea notable.

12.   Los créditos a avalar de empresas privadas tendrán como única finalidad la de financiar inversiones productivas de pequeñas y medianas empresas que tengan fijado su domicilio social y desarrollen su actividad principalmente en Cantabria. Ningún aval individualizado podrá signifi​car una cuantía superior al 20 por 100 de la cantidad total autorizada para avalar en cada ejercicio
.

13.   Del importe total de los avales consignados en la correspondiente ley de presupuestos, solamente se computará el 50 por 100 a los efectos previstos en el artículo 18, b) de la presente Ley.

14.   El importe total de los avales a prestar en cada ejercicio se fijará en la correspondiente ley del presupuesto de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

15.   La Consejería de Economía y Hacienda [antes, Consejería de Economía, Hacienda y Comercio], tramitará los expedientes, informará sobre la conveniencia de la concesión de los avales y practicará las liquidaciones que en todo caso procedan.

16.   La Intervención General de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] controlará las actividades que se desarrollen en orden a la aplicación de los créditos avalados, comunicando la situación al Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], quien informará al Con​sejo de Gobierno y, trimestralmente, dará cuenta a la Comisión de Eco​nomía, Hacienda, Comercio y Presupuesto de la Asamblea Regional de todas las incidencias que se hayan producido en la concesión, reducción y cancelación de los avales y, en su caso, de los riesgos efectivos a los que la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional haya debido hacer frente directamente, en el ejercicio de la función avalista.

Las entidades autónomas y las empresas públicas regionales podrán prestar avales dentro del límite máximo fijado con esta finalidad para cada ejercicio y entidad o sociedad por la ley del presupuesto, siempre que la respectiva norma de creación les autorice a efectuar este tipo de operaciones y se trate de sociedades mercantiles en cuyo capital partici​pen. Deberán rendir cuenta a la Consejería de Economía y Hacienda [antes, Consejería de Economía, Hacienda y Comercio].

CAPÍTULO VII.   De la intervención y contabilidad

Sección Primera. La Intervención

Todos los actos, documentos y expedientes de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], de los que se deriven o puedan de​rivarse derechos y obligaciones de contenido económico o movimiento de fondos o de valores, serán intervenidos y contabilizados de acuerdo con esta Ley y sus disposiciones complementarias o supletorias
.

La Intervención General de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] con plena autonomía respecto a los órganos y enti​dades sujetos a fiscalización tendrá las siguientes facultades:

a)  Ser centro de control interno.

b)  Ser el centro directivo de la contabilidad pública atribuida a la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

c)  Ser el centro de control financiero.

2.   La función interventora tiene como objeto la fiscalización de to​dos los actos, documentos y expedientes de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] que den lugar al reconocimiento de dere​chos y obligaciones de contenido económico, así como de los ingresos y pagos que de ellos se deriven, y de la recaudación, inversión o aplicación en general de los caudales públicos regionales.

3.   El ejercicio de la función interventora comprenderá:

a)  La intervención previa o crítica de todos los actos, documentos y expedientes susceptibles de producir derechos u obligaciones de conteni​do económico o movimiento de fondos y valores.

b)  La intervención formal de la ordenación de pagos.

c)  La intervención y comprobación material de las inversiones y de la aplicación de las subvenciones y ayudas concedidas con cargo a los pre​supuestos generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

4.   Son inherentes a la función interventora las siguientes compe​tencias:

a)  Intervenir, en su caso, la liquidación de los presupuestos a que se refiere el artículo 52 de esta Ley.

b)  Interponer los recursos y reclamaciones que autoricen las disposiciones vigentes.

c)  Recabar del órgano u órganos competentes, cuando la naturaleza del acto, documento o expediente que deba ser intervenido lo requiera, los asesoramientos jurídicos y los informes técnicos que considere nece​sarios, así como cuantos antecedentes y documentos sean precisos para el ejercicio de su función.

5.   Por vía reglamentaria se establecerá la competencia de los inter​ventores delegados de la Intervención General de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

No quedarán sometidos a intervención previa los gastos de material no inventariable, así como los de carácter periódico y otros de tracto su​cesivo, una vez intervenido el gasto inicial del acto o contrato del cual deriven, o sus modificaciones.

En el caso de que la Intervención discrepase con el fondo o con la forma de los actos, expedientes o documentos examinados, formulará sus objeciones por escrito. Si la disconformidad se refiere al reconocimiento o a la liquidación de derechos a favor de la Hacienda de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional, se hará en nota de objeción y si subsiste la discrepancia, me​diante el recurso o la reclamación que sea procedente.

Si la objeción afecta a la disposición de gastos, al reconocimiento de obligaciones o a la ordenación de pagos, la Intervención suspenderá, mien​tras no se resuelva, la tramitación del expediente en los siguientes casos:

a)  Si hay insuficiencia o inadecuación del crédito.

b)  Si halla irregularidades no inmediatamente subsanables en la do​cumentación justificativa de las órdenes de pago o cuando el derecho del perceptor no quede suficientemente justificado.

c)  Si faltan requisitos esenciales en el expediente o cuando estime la posibilidad de quebrantos económicos a la Hacienda de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] si el expediente sigue gestionándose.

d)  Si la objeción deriva de comprobaciones materiales de obras, su​ministros, adquisiciones o servicios.

6.   Si el órgano afectado por la objeción no estuviera de acuerdo con la misma, se procederá de la siguiente manera:

a)  Si la discrepancia corresponde a una intervención delegada, la Intervención General resolverá.

b)  Si se mantiene la discrepancia o ésta corresponde a la propia In​tervención General, resolverá el Consejo de Gobierno.

7.   La Intervención podrá emitir informe favorable aunque observe defectos en el expediente respectivo, siempre que los requisitos o trámi​tes incumplidos no sean esenciales, pero la eficacia del acto quedará con​dicionada a la subsanación de aquéllos y de la que se dará cuenta a dicha oficina.

8.   Las disposiciones de los artículos 68 y siguientes de esta sección ​serán de aplicación a la intervención en las entidades autónomas de ca​rácter administrativo dependientes de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

9.   Si se trata de entidades autónomas de carácter comercial, indus​trial, financiero o análogos, así como de empresas públicas regionales, será de aplicación lo dispuesto en el núm. 1 de este artículo, respecto de las dotaciones de su presupuesto de explotación y capital. Las operaciones no comprendidas en dicho presupuesto serán objeto de comprobación periódica o procedimiento de auditoría, que sustituirán a la intervención previa.

10.   Las comprobaciones o procedimientos de auditoría a que se refiere el punto anterior consistirán en:

a)  La comprobación de los ingresos y pagos realizados.

b)  La comprobación de los documentos justificativos de los asientos contables.

c)  La comprobación material de las existencias.

d)  La verificación de los libros de contabilidad, balances, cuentas de resultados, y demás estados y cuentas que reglamentariamente tenga que formalizar o rendir el organismo.

e)  La comprobación de la eficaz organización y funcionamiento de los organismos o empresas públicas regionales en orden a determinar las garantías que se ofrecen al administrado, a los intereses de la Hacienda de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] y al cumplimiento de sus objetivos.

11.   Las comprobaciones y auditorías a que se refiere el artículo ante​rior se llevarán a cabo bajo la dirección de interventores de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] y con la periodicidad que, dadas las características del organismo o empresa, determine la Intervención General y como mí​nimo, una vez al año, en el período comprendido entre el 1 de febrero y el 31 de marzo, con referencia al ejercicio anterior. El funcionario o fun​cionarios que realicen aquéllas deberán emitir informe escrito en el que hagan constar cuantas observaciones y conclusiones se deduzcan de la actuación realizada.

12.   No obstante, las entidades y empresas a que se refiere el artículo anterior podrán solicitar otras auditorías complementarias, las cuales se llevarán a cabo si el Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], previo informe de la Intervención General, lo considera oportuno.

13.   Las sociedades mercantiles, empresas, entidades y particulares que gocen de subvenciones, préstamos, avales y otras ayudas de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], o, en su caso, de las entidades autónomas y empresas públicas regionales que dependan de la misma, podrán ser objeto de control financiero bajo la dirección de la Intervención General. Dicho control tendrá por objeto determinar la situación económica y  fi​nanciera del ente a que vaya destinada la subvención, crédito,  aval o ayuda.

14.   Las disposiciones de fondos que libre el funcionario que en cada entidad a que se refiere el apartado 2 del artículo anterior, tenga facul​tades para realizarlas, serán intervenidas en todo caso, por el interventor adscrito a las mismas, excepto cuando se trate de entidades que por ley rija sus actividades el derecho privado, en cuyo caso la función interven​tora se ejercerá en base a las respectivas cuentas justificativas.

Sección Segunda. La Contabilidad

[Euro]

La administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] y de sus entidades autónomas y empresas públicas regionales queda sometida al régimen de contabilidad pública en los términos previstos en esta Ley.

La sujeción al régimen de contabilidad pública comporta la obliga​ción de rendir cuenta de las operaciones respectivas, cualquiera que sea su naturaleza, al Tribunal de Cuentas por conducto de la Intervención General de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], en los términos previstos en la legislación vigente.

Es competencia del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio], la organización de la contabilidad pública al servicio de las siguientes fina​lidades:

a)  Registrar la ejecución del presupuesto de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional.

b)  Conocer el movimiento y la situación de la Tesorería.

c)  Reflejar las variaciones, la composición y situación del patrimo​nio de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional, de sus entidades autónomas y de las em​presas públicas regionales.

d)  Proporcionar los datos necesarios para la formación y el rendi​miento de la Cuenta General de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional, así como de las otras cuentas, estados y documentos que deban ser elaborados o enviados al Tribunal de Cuentas.

e)  Facilitar los datos y otros antecedentes necesarios para la con​fección de las cuentas económicas del sector público de Cantabria y su posterior consolidación en las cuentas económicas del sector público de España.

f)  Rendir la información económica y financiera, para la toma de decisiones a nivel de gobierno y administración.

La Intervención General de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] es el centro directivo de la contabilidad pública de Cantabria, al que corresponde:

g)  Someter a la decisión del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio] el Plan General de Contabilidad Pública, al que se adaptará el registro de las transacciones y operaciones de todas las entidades depen​dientes de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], en coordinación con el vigente Plan General de Contabilidad Pública de España
.

h)  Promover el ejercicio de la potestad reglamentaria en orden a la determinación de la estructura, justificación, tramitación y rendición de las cuentas y demás documentos relativos a la Contabilidad Pública, pu​diendo dictar las circulares e instrucciones que le permitan las disposi​ciones vigentes.

i)  Aprobar los planes parciales o especiales de contabilidad pública que se elaboren conforme al plan general.

j)  Inspeccionar la contabilidad de las entidades y empresas depen​dientes de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

Como centro gestor de la Contabilidad Pública corresponde a la In​tervención General de la Administración de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional:

k)  Formar la Cuenta General de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional.

l)  Preparar y examinar, formulando las observaciones que sean ne​cesarias, las cuentas que deban rendirse al Tribunal de Cuentas.

m)  Recabar la presentación de las cuentas, estados y otros documen​tos sujetos a un examen crítico.

n)  Centralizar la información deducida de la contabilidad de las cor​poraciones, organismos y entidades que integran el sector público en Can​tabria.

o)  Elaborar las cuentas económicas del sector público en Cantabria, de acuerdo con el sistema de cuentas nacionales seguido por el Estado, con distinción de los mismos subsectores que aquél.

p)  Vigilar e impulsar la actividad de las oficinas de contabilidad existentes en la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] y en las entidades y empresas dependientes de la misma.

Las cuentas y la documentación que deban rendirse al Tribunal de Cuentas se formarán y cerrarán anualmente, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 84.

La contabilidad pública queda sometida a verificación ordinaria o extraordinaria a cargo de funcionarios dependientes del Interventor Ge​neral de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional y de los que, dado el caso, designe el Tribunal de Cuentas.

El Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio] enviará a la Asam​blea Regional, a título informativo y de estudio por la Comisión de Eco​nomía, Hacienda, Comercio y Presupuesto y publicará en el Boletín Ofi​cial de Cantabria, trimestralmente, y dentro del trimestre siguiente, el estado de ejecución de los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], de las modificaciones a los mismos, así como de los mo​vimientos y situación de la Tesorería.

15.   La Cuenta General de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] com​prenderá todas las operaciones presupuestarias, patrimoniales y de teso​rería llevadas a cabo durante el ejercicio por la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] y sus entidades autónomas y empresas públicas regionales y constará de los siguientes documentos:

a)  Cuenta de la Administración de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional.

b)  Cuenta de las entidades autónomas de carácter administrativo.

c)  Cuenta de las entidades autónomas de carácter comercial, indus​trial, financiero o análogo.

d)  Cuenta de las empresas públicas regionales.

16.   También se acompañará cualquier otro estado que se determine reglamentariamente, así como los que reflejen el movimiento y situación de los avales concedidos por la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

La Cuenta General de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] deberá aprobarse por la Asamblea Regional, de acuerdo con lo previsto en el artículo 9º  punto 1, apartado f)
, del Estatuto de Autonomía para Can​tabria.

La Cuenta de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] constará de las siguientes partes:

1st.  La liquidación de los presupuestos
.

2nd.  Un estado demostrativo de la evolución y situación de los valores a cobrar y de las obligaciones a pagar procedentes de ejercicios anteriores.

3rd.  Cuenta General de Tesorería que ponga de manifiesto la situa​ción de la misma y las operaciones realizadas durante el ejercicio.

4th.  Un estado de los compromisos adquiridos con cargo a ejercicios futuros.

5th.  La Cuenta General de la Deuda Pública de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

6th.  El resultado del ejercicio económico
.

7th.  Un estado relativo a la evolución y situación de los anticipos de Tesorería.

Mediante orden de la Consejería de Economía y Hacienda [antes, Consejería de Economía, Hacienda y Comercio] se determinarán la estructura y desarrollo de cada una de las partes de la Cuenta. Los documentos que pongan de manifiesto los puntos anterio​res podrán ser confeccionados por procedimientos informáticos
.

A los efectos previstos en el artículo anterior la Cuenta General de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] de cada año se formará antes del 31 de agosto del siguiente
.

Las cuentas a que se refiere el Art. 87 serán formadas por la Inter​vención General de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], con las de cada una de las entidades autónomas y empresas públi​cas regionales y demás documentos que deban presentarse al Tribunal de Cuentas.

La contabilidad pública se llevará según los procedimientos informáticos más convenientes de acuerdo con la índole de las operaciones que deban anotarse
, sin perjuicio de que las empresas públicas regionales se ajusten a las que se dicten en su desarrollo y al Plan General de Contabilidad vigente para las empresas españolas.

CAPÍTULO VIII.   De las responsabilidades de las autoridades y funcionarios

17.   Las autoridades y funcionarios al servicio de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] o de sus entidades autónomas o empresas públicas regionales, que por dolo, culpa o negligencia adopten resoluciones, reali​cen acciones o incurran en omisiones que ocasionen perjuicio a la Hacien​da Regional, quedarán sometidos a la responsabilidad civil, penal o disci​plinaria que corresponda, de acuerdo con las leyes, así como a la obligación de indemnizar los daños causados como consecuencia de aquello.

18.   La responsabilidad, en los supuestos de concurrencia de responsa​bles, será mancomunada, excepto cuando concurra dolo, en cuyo caso será solidaria.

19.   Cuando los superiores de los presuntos responsables o los ordena​dores de pagos tengan noticia de un alcance, malversación, daño o per​juicio a la Hacienda Regional, o hubiera transcurrido el plazo señalado en el artículo 50.3 de esta Ley, sin haberse justificado las órdenes de pago a que el mismo se refiere, instruirán las oportunas diligencias previas y adoptarán con igual carácter las medidas precisas para asegurar los de​rechos de la Hacienda Regional, dando cuenta inmediatamente al Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio] para que proceda de acuerdo con sus competencias y conforme a los procedimientos que están establecidos
.

Constituyen acciones y omisiones de las cuales resultará la obligación de indemnización a la Hacienda de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] :

a)  Incurrir en alcance o malversación afectando al haber de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional.

b)  Administrar los derechos económicos de la Hacienda de la [Comunidad Autónoma, antes] Diputación Regional incumpliendo las disposiciones reguladoras de su ges​tión, liquidación, inspección y recaudación e ingresos del Tesoro.

c)  Autorizar gastos y ordenar pagos sin créditos o con crédito insu​ficiente o infringiendo de otra manera las disposiciones vigentes sobre la materia.

d)  Provocar pagos indebidos al liquidar las obligaciones, o al expedir documentos en virtud de funciones encomendadas.

e)  No rendir las cuentas exigidas reglamentariamente o presentarlas con graves defectos.

f)  No justificar la aplicación de los fondos a que hace referencia el artículo 50 de esta Ley.

g)  Cualesquiera otros actos o resoluciones adoptados con infracción de las disposiciones de esta Ley o de la normativa aplicable a la gestión del patrimonio y a la administración y contabilidad de la Hacienda Re​gional.
20.   Con relación a las acciones y omisiones tipificadas en el artículo anterior, y sin perjuicio de las competencias del Tribunal de Cuentas, la responsabilidad se dilucidará o aclarará mediante expediente administra​tivo instruido al interesado.

21.   El acuerdo de incoación, el nombramiento de juez instructor y la resolución del expediente corresponderá al Consejo de Gobierno cuan​do se trate de personas que, de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente, tenga la condición de autoridades, y al Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio] en los demás casos.

22.   La resolución que, previo informe de la Dirección Jurídica de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], ponga fin al expediente tramitado con audiencia de los interesados, deberá pronunciarse sobre los daños y per​juicios causados a los derechos de la Hacienda Regional y los responsa​bles tendrán la obligación de indemnizar en la cuantía y en el plazo que se señale.

Serán cuentadantes en las que hayan de rendirse al Tribunal de Cuentas:

a)  Los funcionarios y las autoridades que tengan a su cargo la ges​tión de los ingresos y la realización de gastos.

b)  Los presidentes o directores de las entidades autónomas y em​presas públicas regionales dependientes de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

c)  Los particulares que, excepcionalmente, administren, recauden o custodien fondos o valores de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], sin perjuicio de que las respectivas operaciones sean intervenidas.

d)  Los perceptores de las subvenciones concedidas con cargo a los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] y de los organismos y entidades dependientes de la misma.

23.   Los daños y perjuicios determinados por la resolución del expe​diente a que se refiere el artículo anterior tendrán la consideración de derechos económicos de la Hacienda Regional. En todo caso se procederá a su cobro por vía de apremio.

24.   La Hacienda Regional tiene derecho al interés previsto en el ar​tículo 14 de esta Ley sobre el importe de los daños y perjuicios desde el día que éstos se hayan producido.

25.   Cuando por insolvencia del deudor directo se derive la acción a  los responsables subsidiarios, el interés se contará desde la fecha en que éstos sean requeridos al pago.

Disposiciones Transitorias

Primera. Mientras  el Parlamento de Cantabria [antes, Asamblea Regional de Cantabria]  no promulgue las normas correspondientes, regirán las normas y disposiciones análogas del Estado, de acuerdo con la disposición transitoria octava del Estatuto de autonomía para Cantabria.

Segunda. Las transferencias de fondos afectados a los servicios transferidos a la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] podrán ser objeto de redistribución en los términos previstos en los artículos 42 y 43 de la presente Ley.

Tercera. La presente Ley será de aplicación a las finanzas del Parlamento de Cantabria [antes, Asamblea Regional de Cantabria], con carácter subsidiario de las normas del Reglamen​to del Parlamento de Cantabria [antes, Asamblea Regional de Cantabria]  aprobado el 25 de noviembre de 1983 y publicado en el Boletín Oficial de Cantabria, número extraordinario 8, de 16 de mayo de 1984, y hasta tanto que por la misma se esta​blezca su propia norma de finanzas.

Disposición Final.

La presente Ley entrará en vigor el día 1 de abril de 1985. 

Palacio [del Gobierno de Cantabria] de la Diputación, Santander, 3 de enero de 1985.   ANGEL DIAZ DE ENTRESOTOS Y MIER

LEY de Cantabria 6/1993, de 2 de septiembre, de modificación de la Ley 7/ 1984, de 21 de   diciembre, de Finanzas de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

EL PRESIDENTE DE LA DIPUTACION REGIONAL DE CANTABRIA

Conózcase que el Parlamento de Cantabria [antes, Asamblea Regional de Cantabria]  ha aprobado y yo, en nombre de Su Majestad el Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2 del Estatuto de Autonomía de Cantabria, promulgo la siguiente Ley:

Ley de Cantabria 6/1993, de 2 de septiembre, de modificación de la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria].

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Ley de Finanzas de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], Ley 7/84, de 21 de diciembre, establece en su artículo 65 la posibilidad de ofrecer garan​tías, en forma de aval, mediante acuerdo del Consejo de Gobierno, a propues​ta del Consejero de Economía y Hacienda [antes, Consejero de Economía, Hacienda y Comercio] (hoy Economía, Hacien​da y Presupuesto). El artículo 66 de la misma Ley, en su apartado 1) contem​pla la posibilidad, entre otras, de avalar operaciones de crédito que concedan las entidades de crédito a empresas privadas «en aquellos casos en que la incidencia económica y social de la actividad de dicha empresa sea notable», con los requisitos y en la forma que el propio artículo 66 señala en sus restan​tes apartados.

La historia demuestra que dichas garantías suponen, en muchos casos, auténticas subvenciones efectivas, dado que, con frecuencia, las empresas no hacen frente a sus obligaciones y debe ejecutarse la garantía concedida.

Junto a ello, y considerada la situación económica y financiera de la Co​munidad Autónoma, parece conveniente el control, por parte de la Asamblea Regional, de este tipo de operaciones no singularizadas en los presupuestos, para conseguir una adecuada y correcta aplicación de los recursos escasos.

Asimismo, y por contra, una vez residenciado en la Asamblea Regional el control de estas operaciones no parece procedente mantener la limitación económica de las mismas. 

Todas estas razones aconsejan modificar la vigente Ley de Finanzas de la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria], en el sentido de atribuir al Parlamento de Cantabria [antes, Asamblea Regional de Cantabria], exclusivamente, la concesión de avales a las empre​sas privadas y suprimir el límite establecido, en estos casos, por el artículo 66.

Artículo primero

El número 1) del artículo 65 de la Ley 7/1984, quedará redactado como sigue:

1. Las garantías que ofrezca la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] debe​rán revestir, necesariamente, la forma de aval de la Tesorería. El aval, cuando garantice operaciones de crédito a empresas privadas, además de cumplir las condiciones establecidas por el artículo 66 de esta Ley, requerirá ser aproba​do por Ley del Parlamento de Cantabria [antes, Asamblea Regional de Cantabria]. En los restantes casos auto​rizados por esa Ley, será autorizado por el Consejo de Gobierno, a propuesta del consejero de Economía, Hacienda y Presupuesto».

Artículo segundo

El número 2) del artículo 66 de la Ley 7/1984, quedará redactado como sigue:

“Los créditos a avalar de empresas privadas tendrán como única finali​dad la de financiar inversiones productivas de pequeñas y medianas empresas que tengan fijado su domicilio social y desarrollen su actividad principal​mente en Cantabria”.

DISPOSICION TRANSITORIA

La presente Ley se aplicará a las garantías que conceda la Comunidad Autónoma de Cantabria [antes, Diputación Regional de Cantabria] desde el momento de su aprobación, incluidas las que, en ese momento se hallen en tramitación, si no han sido definitivamente aprobados.

DISPOSICION  DEROGATORIA

Quedan derogadas cuantas disposiciones contravengan lo dispuesto en la presente Ley.

DISPOSICION  ADICIONAL

El Consejo de Gobierno deberá proceder a las modificaciones oportunas del Decreto 18/86, de 4 de abril, sobre la regulación de avales por la Comuni​dad Autónoma de Cantabria para adecuarlo a lo establecido en la presente Ley.

DISPOSICIÓN FINAL
La presente Ley sin perjuicio de lo dispuesto en su disposición transitoria, entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín Oficial de Cantabria».

Santander, 2 de septiembre de 1993, El Presidente del Consejo de Gobierno, Juan Hormaechea Cazón.

***

� En la actualidad artículo 56, Ley Orgánica 13/1998.


�  El artículo 7.1 de la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, General de Estabilidad Presupuestaria, establece: “Los sujetos comprendidos en el ámbito de aplicación de esta ley vendrán obligados a establecer en sus normas reguladoras en materia presupuestaria los instrumentos y procedimientos necesarios para adecuarlas al objeto de cumplimiento del principio de estabilidad presupuestaria”. Asimismo, el artículo 3 de la Ley Orgánica 5/2001, de 13 de diciembre, complementaria a la Ley General de Estabilidad Presupuestaria dice: “….En todo caso, vendrán obligadas (las CCAA) a adecuar su normativa presupuestaria al objetivo de cumplimiento del principio de estabilidad presupuestaria”.


� En la actualidad artículo 46 y 47, Ley Orgánica 13/1998.


� En  la actualidad artículo 50, Ley Orgánica 13/1998.


� La Ley 10/1995 y la 11/1996, regulan un sistema de fuentes; en concreto la Disposición Final Primera de esta última Ley, se denomina Legislación supletoria y establece que en los supuestos no regulados expresamente por la presente Ley [de Presupuestos Generales], se aplicarán:


a) La Ley de Cantabria 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria.


b) La Ley de Cantabria 3/1984, de 26 de abril, de Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria [En la actualidad Ley de Cantabria 2/1997, de 27 de abril].


c) La Ley de Cantabria 4/1993, de 10 de marzo, de la Función Pública.


d) La Ley de Cantabria 7/1986, de 22 de diciembre, de Patrimonio de la Diputación Regional de Cantabria.


e) Las modificaciones que afecten a todas las disposiciones anteriores, así como sus correspondientes Reglamentos.


f) La Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas [R.D.L. 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas].


2. Asimismo, con carácter supletorio a la presente Ley, se aplicarán:


a) El Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre.


b) La Ley General Tributaria, de 28 de diciembre de 1963 [y Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes].


c) La Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas Urgentes para la Reforma de la Función Pública.


d) La Ley 23/1988, de 28 de julio, de modificación de la Ley de Medidas Urgentes para la Reforma de la Función Pública.


e) El Reglamento General de Recaudación, de 20 de diciembre de 1990.


f) Las modificaciones que afecten a todas las disposiciones anteriores, así como sus correspondientes Reglamentos.


Ver la Resolución de la Consejería de Economía y Hacienda, de 29 de diciembre de 2000, por la que se aprueba la Instrucción Provisional de la Administración Financiera de la Comunidad Autónoma de Cantabria.


�  Normativa:


L.O. 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas.


Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.


Normas de 1/3/84 de las mesas del Congreso y del Senado, sobre tramitación de la Cuenta General del Estado.


Orden de 12 de diciembre de 2000 del Ministerio de Economía y Hacienda por la que se establecen las normas para la elaboración de Cuenta General del Estado.





� Normativa:


Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local.


Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales.


�  Los organismos públicos se regulan en la Ley de Cantabria 6/2002 de 10 de diciembre de Régimen Jurídico del      Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria:  Sección 5ª del Capítulo 3º  “De la Administración Institucional de la Comunidad Autónoma de Cantabria. Esta Ley deroga a la Ley 4/1999 de 24 de marzo, reguladora de los Organismos Públicos de la Comunidad Autónoma de Cantabria.


Son organismos autónomos los que a continuación se citan:


Centro de Estudios de la Administración Pública Regional de Cantabria (CEARC), creada por Ley de Cantabria 5/1986 de 7 de julio.


Centro de Investigaciones del Medio Ambiente (CIMA), creado por Ley de Cantabria  6/1991 de 26 de abril.


Oficina de Calidad Alimentaria (ODECA), creada por Ley de Cantabria 3/2000 de 24 de julio.


Servicio Cántabro de la Salud, creado por Ley de Cantabria 10/2001 de 28 de diciembre


Ente del Agua y Medio Ambiente de Cantabria, creado por Ley de Cantabria 2/2002 de 29 de abril de Saneamiento y Depuración de las aguas residuales de la Comunidad Autónoma de Cantabria.





�  Empresas públicas y otras participadas por la C.A. Cantabria.


Sociedad Regional Cántabra de Promoción Turística, S.A. (CANTUR, S.A.).


Sociedad para el Desarrollo Regional de Cantabria, S.A. (SODERCAN).


Empresa de Residuos de Cantabria, S.A. (ERCSA).


Sociedad Regional para la Gestión y Promoción de Actividades Culturales del Palacio de Festivales de Cantabria, S.A.


Gestión de Viviendas en Cantabria, S.A. (GESVICANSA).


Ciudad del Transportista de Santander, S.A. (CITRASA).


Suelo Industrial de Cantabria, S.L. (SICAN).


Sociedad Regional de Turismo de Cantabria, S.A.


Servicio de Emergencias de Cantabria, S.A. (SEMCA).


[Gran Casino Sardinero, S.A.] 


[ABEREKIN, S.A. ]


Sociedad de Garantía Recíproca, SA (SOGARCA)


Estación de Líneas Regulares,SA


Terminal de Autobuses de Laredo ,SA


Terminal de Autobuses de San Vicente de la Varquera, SA


Parque Empresarial de Cantabria,SL








� Ley de Cantabria 9/2002 , de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, De las operaciones financieras de las empresas públicas regionales, Artículo 70. Información a suministrar por Sociedades Públicas.


Uno. Las Empresas Públicas Regionales y demás Entes Públicos de la Comunidad Autónoma de Cantabria deberán comunicar previamente a la Dirección General que ostenta la competencia en materia de Tesorería y ésta lo transmitirá a la Intervención General, la apertura y cierre de cuentas en entidades financieras, así como facilitar trimestralmente sus saldos y movimientos. Remitirán, asimismo, con igual periodicidad, información de las operaciones financieras activas y pasivas realizadas por plazo inferior a un año, así como información relativa a la situación de su endeudamiento, sin perjuicio de la obligatoriedad de remisión de cuanta información dispone la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria. El incumplimiento de las obligaciones descritas podrá conllevar la imposibilidad de percibir cualquier tipo de subvención o aportación con cargo a los Presupuestos Generales.


Dos. Dichas Empresas y Entes comunicarán a la Consejería de Economía y Hacienda la formalización de operaciones de crédito o préstamo a largo plazo, en el plazo de quince días, desde que se produzca la misma, mediante el procedimiento establecido en el párrafo anterior.





�  Normativa:


Ley de Cantabria 7/1986, de 22 de diciembre, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma, antes Diputación Regional, de Cantabria.


Decreto 72/1987, de 26 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento para la ejecución de la Ley de Cantabria 7/1986, de 22 de diciembre, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma, antes Diputación Regional, de Cantabria.


Decreto 121/2002 de 3 de octubre, por el que se modifican y convierten a euros las cuantías establecidas en la Ley 7/1986 de 22 de diciembre del patrimonio de la Diputación Regional de Cantabria y su Reglamento Ejecutivo.


� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 18. Compensaciones y retenciones con cargo al Programa de Cooperación Económica Local.


Uno. El Gobierno de Cantabria podrá compensar las deudas firmes contraídas, a partir del año 1998, por las Entidades Locales con la Comunidad Autónoma, con cargo a las órdenes de pago que se emitan para satisfacer su participación en el Programa de Cooperación Económica Local.


Dos. Las retenciones que deban acordarse para compensar las deudas de las Entidades Locales hasta la cantidad concurrente del crédito a favor de aquéllas, en la forma prevista en el artículo 65, del Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación, que se realicen en el ámbito de aplicación del presente artículo, no podrán superar en su conjunto un importe equivalente al 50 por ciento de la cuantía asignada a la respectiva Corporación.


Dicho límite no operará en los casos en que la deuda nazca como consecuencia del reintegro de anticipos de financiación a cargo de la Dirección General que ostenta la competencia de Tesorería del Gobierno de Cantabria, en cuyo caso habrá que atenerse a las condiciones fijadas para su concesión o a la cancelación total del crédito en forma singular o en retenciones sucesivas hasta la concurrencia del crédito a favor de la respectiva Corporación, en orden a su cuantía.


No obstante, ambos límites globales podrán ser reducidos hasta un 25 por ciento, previa petición razonada de las Corporaciones Locales deudoras, cuando se justifique la existencia de graves desfases transitorios de la Tesorería que afecten al cumplimiento regular de las obligaciones de personal o a la prestación de los servicios públicos obligatorios y mínimos comunes a todos los Municipios y de los de protección civil, prestación de servicios sociales y extinción de incendios, en cuya realización no se exija, en todo caso, contraprestación alguna en forma de precio público o tasa equivalente al coste del servicio realizado.


La petición, con la justificación correspondiente, deberá dirigirse al Consejero de Economía y Hacienda, que dictará, teniendo en cuenta el volumen de las deudas y la reiteración de su exigencia por vía compensación, la resolución correspondiente, fijando el período de tiempo en que el límite general habrá de ser reducido al porcentaje de retención que, en la misma, se señale.


Tres. Los Ayuntamientos de la Comunidad Autónoma podrán presentar un plan específico de amortización de las deudas firmes contraídas en el que se establezca un programa de cancelación de la deuda pendiente. El plan comprenderá, igualmente, un compromiso relativo al pago en período voluntario de las obligaciones corrientes que en el futuro se generen.





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 3. Financiación de los créditos iniciales.


Los créditos aprobados en el Estado de Gastos de los presentes Presupuestos Generales se financiarán:


a) Con los recursos económicos de origen tributario y de Derecho Público que se prevén liquidar durante el ejercicio, comprensivos de los tres primeros Capítulos del Presupuesto de Ingresos (impuestos directos y cotizaciones sociales, impuestos indirectos, y tasas, precios públicos y otros ingresos).


b) Con los ingresos no fiscales a liquidar durante el ejercicio, que comprenden los Capítulos IV a VII del Presupuesto de Ingresos (transferencias corrientes, ingresos patrimoniales, enajenación de inversiones reales y transferencias de capital).


c) Con los recursos detallados en el Capítulo VIII del Estado de Ingresos.


d) Con el producto del endeudamiento, contemplado en el Capítulo IX del Estado de Ingresos, por importe de treinta y siete millones quinientos cuatro mil euros (37.504.000 euros).





�  Régimen jurídico:


Ley 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, (Artículo 10, 11 y 12), modificada por Ley Orgánica 7/2001 de 27 de diciembre de modificación de la Ley Orgánica 8/1980 de 22 de septiembre;


“Artículo 10 LOFCA: 1.-Son tributos cedidos los establecidos y regulados por el Estado, cuyo producto corresponda a la Comunidad Autónoma.


     2.- Se entenderá efectuada la cesión cuando haya tendo lugar en virtud de precepto expreso del Estatuto correspondiente, sin perjuicio de que el alcance y condidiones de la misma se establezcan en una Ley específica.


     3.- La cesión de tributos por el Estado a que se refiere el apartado anterior podrá hacerse total o parcialmente, La cesión será total si se hubiese cedido la recaudación correspondiente a la totalidad de los hechos imponibles en el tributo de que se trate. La cesión será parcial si se hubiese cedido la de alguno o algunos de los mencionados hechos imponibles, o parte de la recaudación correspondient a un tributo. En ambos casos, la cesión podrá comprender comptetencias normativas en los términos que determine la Ley que regule la cesión de tributos.


     4.- Sin perjuicio de los requisitos específicos que establezca la Ley de cesión:


Cuando los tributos cedidos sean de naturaleza personal, su atribución a una Comunidad Autónoma se realizará en función del domicilio fiscal de los sujetos pasivos, slavo en el gravamen de adquisiciones por causa de muerte, en el que se atenderá al del causante.


Cuando los tributos cedidos graven el consumo, atribución a las Comunidades Autónomas se llevará acabo bien en función del lugar de consumo, bien en función del lugar en el que el vendedor realice la operación a través de establecimientos, locales o agencias, bien en función de los consumos calculados sobre una base estadística.


Cuando los tributos cedidos graven operaciones inmoviliarias, su atribución a las Comunidades Autónomas se realizará en función del lugar donde radique el inmueble.”


“Artículo 11 LOFCA: Sólo pueden ser cedios a las Comunidades Autónomas, en las condiciones que establece la presente Ley, los siguientes tritubos:


Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial con el límite máximo del 33 por ciento.


Impuesto sobre el Patrimonio.


Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.


Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.


Impuesto sobre Valor Añadido, con carácter parcial con el límite máximo del 35 por ciento.


Los impuestos Especiales de Fabricación, con excepción del Impuesto sobre la Electricidad, con carácter parcial con el límite máximo del 40 por ciento de cada uno de ellos.


El impuesto sobre la Electricidad.


El impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.


Los Tributos sobre el Juego.


El impuesto sobre Ventas Minoristas de determinados Hidrocarburos.”





Ley 14/1996, de 30 de diciembre, cesión de tributos del Estado a las Comunidades Autónomas y medidas fiscales complementarias. (Esta Ley queda derogada a partir del 1 de enero de 2002, para las Comunidades Autónomas que cumplan los requisitos del nuevo sistema de financiación autonómica, según disposición derogatoria de la Ley 21/2001)


Ley 21/2001 de 27 de diciembre por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía.


Ley 21/2002, de 1 de julio , del régimen de cesión de tributos del Estado a la Comunidad Autónoma de Cantabria y de fijación del alcance y condiciones de dicha cesión ( deroga expresamente, a la Ley 29/1997 de 4 de agosto).


Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del I.R.P.F. y otras normas tributarias.





�Artículo 12 LOFCA (modificado por Ley Orgánica 7/2001).


  “Artículo 12. 1.- Las Comunidades Autónomas podrán establecer recargos sobre los tributos del Estado susceptibles de cesión, excepto en el Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. En el Impuesto sobre el Valor Añadido e Impuestos Especiales únicamente podrán establecer recargos cuando tengan competencias normativas en materia de tipos de gravamen. 2.- Los recargos previstos en el apartado anterior  no podrán configurarse de forma que puedan suponer una minoración en los ingresos del Estado por dichos impuestos, ni desvirtuar la naturaleza o estructura de los mismos.”





�  Régimen jurídico:


Ley 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, modificada por las leyes orgánicas:


Ley orgánica 3/1996, de 27 de diciembre.


Ley orgánica 7/2001, de 27 de diciembre.





Artículo 13 de la LOFCA: “1.- Las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía propio participarán, a través de su Fondo de suficiencia, en los ingresos del Estado. 2.- El Fondo de suficiencia cubrirá la diferencia entre las necesidades de gasto de cada Comunidad Autónoma y Ciudad con Estatuto de Autonomía propio y su capacidad fiscal. 3.- El  valor inicial del Fondo de suficiencia de cada Comunidad Autónoma y Ciudad con Estatuto de Autonomía propio se fijará en Comisión Mixta de transferencias. En los años sucesivos, el Fondo de suficiencia de cada Comunidad Autónoma y Ciudad con Estatuto de Autonomía propio se determinará atendiendo a su valor inicial y a la evolución de la recaudación estatal, excluida la susceptible de cesión, por aquellos impuestos que se determinen por ley. 4.- El valor inicial del Fondo de suficiencia de cada Comunidad y Ciudad con Estatuto de Autonomía propio únicamente podrá ser objeto de revisión en los siguientes supuestos: a) Cuando se produzca el traspaso de nuevos servicios o se amplíen o revisen valoraciones de traspasos anteriores. b) Cuando cobre efectividad la cesión de nuevos tributos”.





Modelo para la aplicación del sistema de financiación de las CC.AA. en el quinquenio 1997-2001, aprobado por Acuerdo 1/1996 del Consejo de Política Fiscal y Financiera, de 23 de septiembre de 1996. [Resolución de 26/3/1997 de la D.G. de Coordinación con las HH.TT.].


Acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Financiera, de 27 de marzo de 1988.


Acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Financiera , de 27 de julio de 2001.


Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía.














�  Ver artículo 16 de LOFCA, modificado por la Ley Orgánica 7/2001 que modifica la LOFCA. La ley 22/2001, de 27 de diciembre, reguladora de los Fondos de Compensanción Interterritorial ha venido a sustituir a la ley 29/1990, de 26 de diciembre, del antiguo Fondo de Compensación Interterritorial. La Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía. El Acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Financiera de 2001. En la última modificación se da entrada a las Ciudades de Ceuta y Melilla, y el antiguo Fondo de Compensación Interterritorial (30% gastos inversión PGE) se desagrega en dos: un fondo de compensación (22´5% gastos inversión PGE) y un Fondo Complementario (33´33% del anterior), por lo que se modifica el art. 16 de la LOFCA (con Ley Orgánica 7/2001) y se promulga la Ley 22/2001 reguladora de los Fondos de Compensación Interterritorial, que anula la anterior ley.





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 15. Disposición de los créditos con financiación afectada.


Uno. El Consejero de Economía y Hacienda podrá determinar las normas de gestión de los créditos consignados inicialmente en el Presupuesto, y de los generados durante el mismo, cuya financiación proceda de transferencias de carácter finalista o predeterminadas, con el fin de adecuar la gestión de dichos créditos a las cuantías efectivamente concedidas.


Dos. De las normas de gestión tributaria se informará, por parte del Consejero a la Comisión de Economía y Hacienda del Parlamento de Cantabria, en un plazo máximo de veinte días a partir de su aprobación.








�  Normativa.


Decreto 22/1999, de 9 de marzo, (BOC de 23 de marzo), que aprueba la estructura orgánica. Decreto 53/2000, de 7 de julio (BOC de 12 de julio), por la que se crea la Dirección General de Tesorería, Presupuestos y Patrimonio. 


Decreto 9/2002, de 21 de febrero (BOC nº 38 de 25/02/2002), y Decreto 11/2001, de 9 de febrero (BOC del 16), de modificación parcial del Decreto 22/1999, por el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de Economía y Hacienda.





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 5. De la administración y gestión de los recursos.


La administración y gestión de los derechos económicos de la Hacienda de la Comunidad Autónoma de Cantabria corresponde a la Consejería de Economía y Hacienda.


� Ley de Cantabria 13/1998, de 23 de diciembre de Medidas Fiscales y Administrativas, artículo 3. Títulos para la ejecución. Se modifica el apartado 2 del artículo 13 de la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, que queda redactado en los términos siguientes: Articulo 13.


2. La providencia de apremio expedida por el órgano competente y notificada al deudor, en la que se identifica�rá la deuda pendiente y se requerirá su pago con el recargo correspondiente, es el título suficiente que inicia el procedimiento de apremio y tiene la misma fuerza ejecutiva que la sentencia judicial para proceder contra los bienes y derechos de los obligados al pago de las deudas correspondien�tes a los derechos referidos en el apartado ante�rior.





� El Tribunal Constitucional (STC 14/1986, Fundamento 11) establece que la Comunidades Autónomas deben aplicar el tipo de interés fijado por el Estado. La Ley 24/1984, de 29 de junio [modificada por L. 13/1994, de 1 de junio, y por L. 65/1997, de 30 de diciembre], dispone que “el interés legal del dinero se determinará en la Ley de Presupuestos Generales del Estado” (Art. 1). Ver: TRLGP (36), LGT (Art. 58) y LRHHLL (Art. 10).





AÑO�
INTERÉS LEGAL�
INTERÉS DE DEMORA�
NORMA�
�
2003�
4,25%�
5,50%�
Ley 52/2002�
�
2002�
4,25 %�
5,50 %�
L. 23/2001�
�
2001�
5,50%�
6,50%�
L. 13/2000�
�
2000�
4,25%�
5,50%�
L. 54/1999�
�
1999�
4,25%�
5,50%�
L. 54/1998�
�
1998�
5,50%�
7,50%�
L. 65/1997�
�
1997�
7,50%�
9,50%�
L. 12/1996�
�
1996�
9,00%�
11,00%�
R.D.-L. 12/1995�
�
1995�
9,00%�
11,00%�
L. 41/1994�
�
1994�
9,00%�
11,00%�
L. 21/1993�
�
1993�
10,00%�
12,00%�
L. 39/1992�
�
1992�
10,00%�
12,00%�
L. 31/1991�
�
1991�
10,00%�
12,00%�
L. 31/1990�
�



� Artículo 64 de la Ley 230/1963 de 28 de diciembre, General Tributaria , con nueva redacción, vigente a partir del 1 de enero de 1999, dada por la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de DERECHOS Y GARANTÍAS DE LOS CONTRIBUYENTES:


Artículo 64:


Prescribirán a los cuatro años los siguientes derechos y acciones:


a) El derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación.


b) La acción para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas.


c) La acción para imponer sanciones tributarias.


	d) El derecho a la devolución de ingresos indebidos.


Ley de Derechos y Garantías de los contribuyentes:


Artículo 1. Objeto y ámbito de  aplicación


1. La presente Ley regula los derechos y garantías básicas de los contribuyentes en sus relaciones con las Administraciones tributarias, y será aplicable a todas ellas.


…


Artículo 24: Prescripción.


	      ( Idem, artículo 64 LGT)





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, TÍTULO VIII, DE LAS OPERACIONES FINANCIERAS, CAPÍTULO I, De las operaciones de endeudamiento a largo plazo.


Artículo 66. Formalización y gestión.


Uno. Se autoriza al Consejero de Economía y Hacienda, para formalizar, en representación del Gobierno de Cantabria, las operaciones de crédito o préstamo que figuran en el Estado de Ingresos, con destino a la financiación general de los Gastos de Capital, en virtud de expediente tramitado por la Dirección General de Comercio y Política Financiera e informado por la Intervención General.


Dos. Se faculta, asimismo, al Consejero de Economía y Hacienda para efectuar la disposición del importe no utilizado de operaciones de crédito, formalizadas en ejercicios anteriores, hasta el límite disponible de dichas operaciones, el cual operará con independencia del señalado en el apartado anterior.


Tres. Se autoriza a la Consejería de Economía y Hacienda para efectuar operaciones de refinanciación, total o parcial, en las operaciones de endeudamiento existentes con anterioridad o concertadas a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, mediante un nuevo contrato, incluso, y con ampliación, en su caso, del plazo inicialmente concertado, para obtener un menor coste o una mejor distribución temporal de las cargas financieras, siempre que estos extremos estén suficientemente acreditados en el expediente tramitado al efecto por la Dirección General de Comercio y Política Financiera e informado por la Intervención General.


Cuatro. Se autoriza al Gobierno de Cantabria para emitir Deuda Pública amortizable de la Comunidad Autónoma, con destino a la financiación general de los Gastos de Capital, y con el límite del importe del Capítulo IX del Estado de Ingresos, así como para la refinanciación de las operaciones señaladas en el apartado anterior del presente artículo.


Cinco. El producto, la amortización y los gastos por intereses y por conceptos conexos, de las operaciones financieras, se aplicarán al presupuesto de la Comunidad Autónoma de Cantabria.


Seis. Sin perjuicio de lo dispuesto en el número anterior de este artículo, el producto y la amortización de las disposiciones a corto plazo, de las líneas de crédito y en general de cualesquiera otros instrumentos de financiación a plazo inferior a un año, se contabilizarán transitoriamente en un concepto no presupuestario, traspasándose al presupuesto de la Comunidad Autónoma de Cantabria, por el importe de su diferencia neta al cierre del ejercicio. Los gastos por intereses y por conceptos conexos de los referidos instrumentos financieros, seguirán el régimen general, previsto en el número anterior de este artículo.


Siete. La contabilización de las distintas operaciones realizadas al amparo del contenido de la presente norma, se realizará de acuerdo con las instrucciones dictadas por el Consejero de Economía y Hacienda, a propuesta de la Intervención General, como superior órgano directivo de la Contabilidad Pública de Cantabria.


Ocho. De las operaciones recogidas en los apartados uno, dos y tres el consejero de Economía y Hacienda remitirá información a la Comisión de Economía y Hacienda del Parlamento de Cantabria.


Artículo 67. Operaciones de permuta financiera.


Uno. Con el fin de prevenir los posibles efectos negativos derivados de las fluctuaciones en las condiciones de mercado, se autoriza a la Consejería de Economía y Hacienda para formalizar operaciones de permuta financiera - SWAPS, FRAS y similares -, previo expediente tramitado por la Dirección General de Comercio y Política Financiera e informado por la Intervención General.


Dos. Dada la peculiaridad de estas operaciones, su contabilización se realizará con cargo al Capítulo III del Estado de Gastos, por el importe neto de las cargas financieras que resulten para el Gobierno de Cantabria, manteniendo como tercero contable a la entidad agente de la operación asegurada.





� Conceptos (Operaciones derivadas del interbancarios, de naturaleza no bursátil):


Contratos de intercambios de intereses, Interest Rate Swaps: Mediante el swap [intercambio] de intereses, las partes contratantes se comprometen a liquidar el diferencial entre los rendimientos calculados, aplicando dos tipos de interés diferentes [fijo para una parte, versus variable para la otra, en el caso más sencillo] a un capital teórico acordado, desde la fecha del contrato hasta la pactada para la liquidación, con nacimiento de la obligación de pago correspondiente a cargo de la parte que optó por el tipo de interés que generó un rendimiento calculado menor.


Contratos de tipos de interés a plazo, Forward rate agreements [FRA´s]: Mediante el FRA las las partes contratantes se comprometen a liquidar el diferencial entre los costes  calculados, en una fecha futura, aplicando dos tipos de interés diferentes [interés contratado e interés del préstamo de referencia] a un capital y por el plazo del préstamo de referencia, con nacimiento de la obligación de pago correspondiente a cargo de la parte que optó por el tipo de interés que generó el menor coste calculado.





� El artículo 9 de la Ley Orgánica 5/2001, de 13 de diciembre, complementaria de la Ley General de Estabilidad Presupuestaria, establece: “La autorización del Estado a las Comunidades Autónomas para realizar operaciones de crédito y emisiones de deuda, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 14.3 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, tendrá en cuenta el cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria fijados en cada caso, así como el resto de las obligaciones establecidas en esta Ley Orgánica”.


� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 1. Aprobación de los créditos.


Se aprueba por la presente Ley los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, que están integrados por: 


a) El presupuesto de la Comunidad Autónoma de Cantabria, que incluye como Sección 11 el Organismo Autónomo Servicio Cántabro de la Salud.


b) El presupuesto del Organismo Autónomo «Centro de Estudios de la Administración Pública Regional de Cantabria», que incluye el de la Escuela Regional de Policía Local y el de la Escuela Regional de Protección Civil.


c) El presupuesto del Organismo Autónomo «Centro de Investigación del Medio Ambiente».


d) El presupuesto del Organismo Autónomo «Oficina de Calidad Alimentaria».


e) El presupuesto del Organismo Autónomo Ente del Agua y Medio Ambiente de Cantabria.


f) El presupuesto de la Entidad Pública «Fundación Pública Marqués de Valdecilla».


g) El presupuesto del Ente de Derecho Público Consejo Económico y Social.


h) El presupuesto del Consejo Asesor de Radiotelevisión Española en Cantabria.


i) La documentación de las Sociedades Públicas de carácter mercantil, que perciban subvenciones de explotación o de capital. 





� La Ley 12/1998, establece en su artículo 2, titulado “Contenido”: Los Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1999 constituyen la expresión cifrada, conjunta y sistemática de:


a) Las obligaciones que, como máximo, pueden reconocer los Entes mencionados en las letras a) a d) del artículo anterior, así como los derechos económicos que se prevea liquidar durante el ejercicio presupuestario.


b) Las estimaciones de gastos e ingresos a realizar por las Sociedades Mercantiles de la letra h) del artículo ante�rior.


c) La totalidad de los Gastos e Ingresos estimados de las restantes Entidades Públicas que conforman la Diputación Regional de Cantabria.





� Artículo 3.2 de la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, General de Estabilidad Presupuestaria: “…, se entenderá por estabilidad presupuestaria la situación de equilibrio o de superávit, computada en términos de capacidad de financiación de acuerdo con la definición contenida en el Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales, y en las condiciones establecidas para cada una delas Administraciones públicas.”.





    Artículo 3.3 de la Ley Orgánica 5/2001, de 13 de diciembre, complementaria a la Ley General de Estabilidad Presupuestaria:  “Las situaciones excepcionales de déficit presupuestario que pudieran afecta ra las Comunidades Autónomas deberán ser justificadas mediante la exposición de las causas que las ocasionan y la identificación de los ingresos y los gastos que las producen, y requerirán la formulación de un plan económico-financiero de saneamiento a medio plazo para su corrección, con el contenido y alcance previstos en esta Ley Orgánica”.





   Artículo 8 de la Ley Orgánica 5/2001, de 13 de diciembre, complementaria a la Ley General de Estabilidad Presupuestaria: “1. Las Comunidades Autónomas que no hayan aprobado sus presupuesto en siguación de equilibrio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6.3 de esta Ley Orgánica, vendrán obligadas a elaborar un plan económico-financiero de saneamiento a medio plazo para la corrección de esta situación. Dicho plan será aprobado, en su caso, por la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma si su normativa propia así lo exige”





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 38. Liquidación de los Presupuestos.


Uno. El Presupuesto del ejercicio 2003 se liquidará, en cuanto a la recaudación de derechos y el pago de obligaciones, el 31 de diciembre de dicho año. Como consecuencia de la liquidación de los Presupuestos deberán determinarse:


a) Los derechos pendientes de cobro, y las obligaciones pendientes de pago.


b) El resultado presupuestario del ejercicio.


c) Los remanentes de crédito.


Dos. La Consejería de Economía y Hacienda someterá a la aprobación del Gobierno de Cantabria la citada liquidación antes del 30 de abril del año 2004.


Tres. Esta liquidación será remitida al Parlamento de Cantabria antes del 15 de mayo del mismo año.





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 2. Créditos iniciales.


Uno. Para la ejecución de los programas integrados en el Estado de Gastos del Presupuesto del párrafo a), del artículo anterior, se aprueban créditos por importe de mil seiscientos veinte millones setecientos sesenta y ocho mil ochocientos setenta y ocho euros (1.620.768.878 euros), cuya distribución por funciones es la siguiente:





FUNCIÓN 							    EUROS


11 ALT DIRECCIÓN DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA 			  7.212.168


12 ADMINISTRACIÓN GENERAL 					37.318.989


13 RELACIONES EXTERIORES 				 	  4.110.032


22 SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIVIL 					  3.392.243


31 SEGURIDAD Y PROTECCIÓN SOCIAL 				35.668.670


32 PROMOCIÓN SOCIAL 						77.546.687


41 SANIDAD 						                576.115.854


42 EDUCACIÓN 						                331.836.291


43 VIVIENDA Y URBANISMO 					13.533.412


44 BIENESTAR COMUNITARIO 				                106.837.095


45 CULTURA 							38.075.038


51 INFRAESTRUCTURAS BÁSICAS Y TRANSPORTES 		                139.312.298


52 COMUNICACIONES 						10.470.045


53 INFRAESTRUCTURAS AGRARIAS 					21.784.720


61 REGULACIÓN ECONÓMICA 					11.733.152


63 REGULACIÓN FINANCIERA 					12.094.623


71 AGRICULTURA,PESCA Y ALIMENTACIÓN 				74.216.434


72 INDUSTRIA 							30.603.869


75 TURISMO 							11.045.404


76 COMERCIO 							  3.509.667


81 DEUDA PÚBLICA 						74.352.187





Dos. En el Estado de Gastos del Presupuesto del Organismo Autónomo «Centro de Estudios de la Administración Pública Regional de Cantabria», se aprueban los créditos necesarios para atender al cumplimiento de sus obligaciones, por un importe de ochocientos cincuenta y nueve mil quinientos trienta y dos euros (859.532 euros), y en cuyo Estado de Ingresos se recogen las estimaciones de los derechos económicos a liquidar durante el ejercicio, por igual importe.


Tres. En el Estado de Gastos del Presupuesto del Organismo Autónomo «Centro de Investigación del Medio Ambiente» se aprueban los créditos para atender el cumplimiento de sus obligaciones, por un importe de dos millones doscientos treinte y tres mil cien euros (2.233.100 euros) y en cuyo Estado de Ingresos se recogen las estimaciones de los derechos económicos a liquidar durante el ejercicio, por igual importe.


Cuatro. En el Estado de Gastos del Presupuesto del Organismo Autónomo «Oficina de Calidad Alimentaria» se aprueban los créditos para atender el cumplimiento de sus obligaciones, por un importe de un millón ciento treinta y cinco mil trescientos sesenta y un euros (1.135.361 euros)y en cuyo Estado de Ingresos se recogen las estimaciones de los derechos económicos a liquidar durante el ejercicio, por igual importe.


Cinco. En el Estado de Gastos del Presupuesto del Organismo Autónomo Ente del Agua y del Medio Ambiente se aprueban los créditos para atender el cumplimiento de sus obligaciones, por un importe de un millón doscientas tres mil trescientos setenta y ocho euros (1.203.378 euros), y en cuyo Estado de Ingresos se recogen las estimaciones de los derechos económicos a liquidar durante el ejercicio, por igual importe.


Seis. La estimación de Gastos aprobada de las restantes Entidades Públicas alcanza un importe de nueve millones noventa y cuatro mil ciento cincuenta euros ( 9.094.150 Euros), cuya distribución es la siguiente:


  EUROS


						


Fundación Pública «Marqués de Valdecilla »		8.792.877


Consejo Económico y Social 				   450.759


Consejo Asesor de Radiotelevisión Española 		     80.514





Seis. Como resultado de las consignaciones de créditos que se han detallado en los apartados anteriores, el Presupuesto consolidado para el año 2003, de la Comunidad Autónoma de Cantabria asciende a mil seiscientos veintiún millones ochocientos sesenta y un mil cuatro euros (1.621.861.004 euros)





Artículo 3. Financiación de los créditos iniciales.


Los créditos aprobados en el Estado de Gastos de los presentes Presupuestos Generales se financiarán:


a) Con los recursos económicos de origen tributario y de Derecho Público que se prevén liquidar durante el ejercicio, comprensivos de los tres primeros Capítulos del Presupuesto de Ingresos (impuestos directos y cotizaciones sociales, impuestos indirectos, y tasas, precios públicos y otros ingresos).


b) Con los ingresos no fiscales a liquidar durante el ejercicio, que comprenden los Capítulos IV a VII del Presupuesto de Ingresos (transferencias corrientes, ingresos patrimoniales, enajenación de inversiones reales y transferencias de capital).


c) Con los recursos detallados en el Capítulo VIII del Estado de Ingresos.


d) Con el producto del endeudamiento, cuya previsión inicial se contempla en el Capítulo IX del Estado de Ingresos, por importe de treinta y siete millones quinientos cuatro mil euros (37.504.000 euros)





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 4. De los beneficios fiscales


Artículo 4. De los beneficios fiscales. Los beneficios fiscales que afectan a los tributos de la Comunidad Autónoma de Cantabria, tanto propios como cedidos, se estiman en veinticuatro millones doscientos ochenta y seis mil doscientos diez euros (24.286.210 euros).


Artículo 5. De la administración y gestión de los recursos. La administración y gestión de los derechos económicos de la Hacienda de la Comunidad Autónoma de Cantabria corresponde a la Consejería de Economía y Hacienda.





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA,  Prórroga de Presupuestos:


En el caso de que el 31 de diciembre del año 2003, no hubieran sido aprobados los Presupuestos Generales para el 2004, tal como prevé el artículo cincuenta y seis, párrafo tercero, de la Ley Orgánica 8/1981, de 30 de diciembre, del Estatuto de Autonomía para Cantabria, reformada por Ley Orgánica 11/1998, de 30 de diciembre, se considerarán automáticamente prorrogados los presentes Presupuestos hasta la aprobación y publicación de los nuevos en el «Boletín Oficial de Cantabria».


La prórroga automática se atendrá a las siguientes normas:


a) De los créditos comprendidos en los Capítulos I y II se dispondrá por doceavas partes del Capítulo I y por cuartas partes del Capítulo II.


En todo caso, las retribuciones del personal en activo al servicio de la Comunidad Autónoma de Cantabria se actualizarán para el ejercicio 2004, en la misma cuantía que determine la Ley de Presupuestos Generales del Estado para dicho ejercicio, respecto a todo el Sector Público, y ello sin perjuicio del que en su día se establezca en la Ley de Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el citado ejercicio.


b) De los créditos para pago de obligaciones con vencimiento en fecha fija y predeterminada, se dispondrá en la cuantía que proceda, mediante la expedición, en la fecha adecuada, de las oportunas órdenes.


c) Cualquier disposición que rebase los límites expresados en los apartados anteriores, así como las correspondientes a los Capítulos IV, VI, VII y VIII, precisará de la aprobación previa de la Consejería de Economía y Hacienda, a cuyos efectos se cursará la oportuna solicitud por las Consejerías a las que estén adscritos los créditos presupuestarios, que se acompañará con informe de la Dirección General que ostenta la competencia en materia de Presupuestos.








� La Ley de Cantabria 9/1993, de 28 de diciembre, en su artículo 1, modifica el párrafo segundo del artículo 33 de la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, que queda redactado como sigue:  El Consejo de Gobierno someterá a la aprobación del Pleno de la Asamblea Regional de Cantabria los créditos prorrogados, así como las cuantías respectivas en que lo son, con excepción del capítulo 1, que lo será por doceavas partes, y la disposición de los mismos durante el tiempo de vigencia de la prórroga que se extenderá hasta la aprobación y publicación de los nuevos en el «Boletín Oficial de Cantabria.» La misma norma en su Disposición Derogatoria deja sin vigencia este mismo precepto, en lo que debe calificarse de error legislativo y no tomarse en consideración.


La Ley de Cantabria 9/1995, de 6 de noviembre, en su Disposición Derogatoria Unica deja sin vigencia los mandatos de la Ley 9/1993, no recobrando su vigencia los preceptos originarios de la Ley de Finanzas, que pasan a regularse en las leyes de presupuestos generales de cada año o mediante la integración de otras normas autonómicas o estatales (Ley General Presupuestaria).





� R.D.L. 1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprueba el T.R. de la Ley General Presupuestaria, Artículo 58. 1. Los derechos liquidados y las obligaciones reconocidas se aplicarán a los presupuestos por su importe íntegro, quedando prohibido atender obligaciones mediante minoración de los derechos a liquidar o ya ingresados, salvo que la Ley lo autorice de modo expreso.


2. Se exceptúan de la anterior disposición las devoluciones de ingresos que se declaren indebidos por el tribunal o autoridad competente y el reembolso del coste de los avales aportados por los contribuyentes como garantía, para obtener la suspensión cautelar del pago de las deudas tributarias impugnadas, en cuanto éstas fueran declaradas improcedentes y dicha declaración adquiera firmeza.


3. A los efectos del presente artículo se entenderá por importe íntegro el resultante después de aplicar las exenciones y bonificaciones que sean procedentes y que serán objeto de contabilización independientes.





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, TÍTULO IV, MODIFICACIONES DE LOS PRESUPUESTOS GENERALES, CAPÍTULO I, Normas generales.


Artículo 27. Principios generales.


Uno. Las modificaciones de los créditos presupuestarios se regularán por lo dispuesto en la presente Ley, por la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, y por cuanto se disponga en leyes especiales.


Dos. Todo acuerdo de modificación presupuestaria deberá indicar expresamente, además de la sección a que se refiera, el programa, servicio u organismo, artículo, concepto y subconcepto, en su caso, afectados por la misma.


Tres. La correspondiente propuesta de modificación deberá expresar, mediante Memoria justificativa, la incidencia en la consecución de los respectivos objetivos de gasto y las razones que la motivan, así como los efectos sobre los objetivos a que se renuncia o se reducen.


Cuatro. Cuando las modificaciones presupuestarias afecten a créditos del Capítulo I, «Gastos de Personal», será preceptivo el informe de la Dirección General de Función Pública .


Cinco. Cuando las modificaciones afecten a fondos de la Unión Europea, será preceptivo informe de la Dirección General de Economía y Asuntos Europeos.


Seis. En todas las modificaciones presupuestarias que afecten a Secciones del Presupuesto que correspondan a Organismos Autónomos, será preceptiva la conformidad del titular de la Consejería de la que sean dependientes.


Siete. Se faculta al Consejero de Economía y Hacienda para la creación de las aplicaciones necesarias en los Estados de Ingresos y Gastos.


Ocho. Todo expediente de modificación de crédito requerirá informe de la Intervención General, sobre los aspectos recogidos en el Capítulo II, de este Título, salvo en los supuestos previstos en el artículo 34 de esta Ley.


Nueve. La contabilización de las modificaciones presupuestarias corresponderá a la Consejería de Economía y Hacienda.





CAPÍTULO II, De las modificaciones de crédito.


Artículo 28. Transferencias de crédito.


…


Artículo 29. Generaciones de crédito.


…


Artículo 30. Reposiciones de crédito.


…


Artículo 31. Incorporaciones de remanentes de crédito.


…


CAPÍTULO III, De las competencias para autorizar modificaciones.


Artículo 32. Competencias del Gobierno de Cantabria.


Uno. Corresponde al Gobierno de Cantabria, a propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda, a iniciativa de la Consejería o Consejerías afectadas:


a) Autorizar transferencias de crédito entre programas correspondientes a distintas funciones .


b) Autorizar las transferencias entre créditos de operaciones corrientes y de capital, excepto cuando afecten a créditos del programa 811.A.” Deuda Pública”.


c) Autorizar transferencias entre programas, correspondientes a distintas funciones y pertenecientes a Servicios de la misma o de diferentes Secciones, siempre que se trate de reorganizaciones administrativas o que se produzcan como consecuencia de la aplicación de los recursos procedentes de la Unión Europea.


Dos. El Gobierno de Cantabria, a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda, podrá autorizar transferencias de crédito de las dotaciones no utilizadas en las distintas Secciones del Presupuesto a los créditos del programa 633A «Imprevistos y funciones no clasificadas», creando los conceptos que sean necesarios, a tal efecto, para su posterior reasignación.


Artículo 33. Competencias del Consejero de Economía y Hacienda.


Uno. Corresponde al Consejero de Economía y Hacienda, además de las competencias genéricas atribuidas a los titulares de las Consejerías, autorizar las siguientes modificaciones presupuestarias:


a) Transferencias de crédito en los supuestos de exclusión de las competencias de los titulares de las Consejerías a que se refiere el artículo 35, de esta Ley.


b) Transferencias de crédito entre programas incluidos en la misma función, y correspondientes a una o varias Consejerías.


c) Transferencias de créditos que afecten al programa 811.A “Deuda Pública”.


d) Transferencias de créditos sujetos a la vinculación señalada en el apartado dos del artículo 7, excepto los créditos del Capítulo I, que será competente para su autorización el Consejero de Presidencia.


e) Las generaciones de crédito que contempla el artículo 29 de esta Ley.


f) Las incorporaciones de crédito que contempla el artículo 31 de esta Ley. 


g) Las ampliaciones de crédito que se contemplan en el artículo 8 de esta Ley.


Dos. Asimismo, podrá autorizar las transferencias que se realicen desde el programa 633A de «Imprevistos y funciones no clasificadas» a los diferentes créditos del Estado de Gastos, cualquiera que sea la función o sección presupuestaria a que corresponda.


La Consejería o centro gestor que solicite una transferencia con cargo al programa 633A «Imprevistos y funciones no clasificadas», deberá justificar la imposibilidad de financiarla mediante reajuste de sus créditos; a tal efecto, procederá a un examen conjunto de revisión de sus programas o actividades del gasto, indicando las desviaciones que la ejecución del Presupuesto pueda revelar en la consecución de los correspondientes objetivos.


Artículo 34. Competencias del Consejero de Presidencia.


Corresponde al Consejero de Presidencia, además de las competencias genéricas atribuidas a los titulares de las Consejerías, autorizar las siguientes modificaciones presupuestarias:


a) Transferencias entre créditos del Capítulo I, a propuesta de las Consejerías afectadas.


b) Transferencias entre créditos del Capítulo I, como consecuencia de insuficiencias en la gestión del citado Capítulo.


La Consejería de Presidencia, una vez aprobada la citada modificación, dará traslado inmediato a la Intervención General para su contabilización, a la Dirección General que ostenta la competencia en materia de Presupuestos y a la Consejería afectada para su conocimiento.


Artículo 35. Competencias de los Consejeros.


Uno. Corresponde a los titulares de las distintas Consejerías, y en relación con el Presupuesto de sus Secciones respectivas, autorizar las transferencias entre créditos de un mismo programa, siempre que no afecten a créditos de personal, subvenciones nominativas o a los créditos vinculados del apartado dos del artículo 7, o que no supongan desviaciones en la consecución de los objetivos del programa.


Dos. Los Presidentes o Directores de los Organismos tendrán las competencias establecidas para los Consejeros con relación a las modificaciones presupuestarias de sus gastos respectivos.


� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 6. Principios de actuación.


Los créditos para gastos que se aprueban por la presente Ley se destinarán exclusivamente a la finalidad orgánica, funcional y económica para la que son autorizados por la misma, o por las modificaciones aprobadas conforme a esta Ley.





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 7. Carácter limitativo de los créditos.


Uno. Los créditos autorizados en los respectivos programas de gasto tienen carácter limitativo y vinculante de acuerdo con su clasificación orgánica, funcional y económica.


En lo referente a la clasificación económica, el nivel vinculante de los créditos será el siguiente:


a) En los Capítulos I y II, a nivel de artículo.


b) En los restantes Capítulos de gasto, a nivel de concepto.


Dos. No obstante, serán vinculantes al nivel de desagregación con que aparecen en los respectivos Estados de Gastos:


En el Capítulo I, los conceptos: 143, otro personal, 150, productividad , 151, gratificaciones,153,  productividad personal estatutario factor variable y 154, productividad personal estatutario factor fijo.


En el Capítulo II, los subconceptos: 226.1, atenciones protocolarias y representativas y 227.6, estudios y trabajos técnicos. 


Tres. A propuesta del Consejero de Economía y Hacienda, el Gobierno de Cantabria podrá establecer vinculaciones con un mayor nivel de desagregación en aquellos supuestos que estime necesario.





� El apartado 3 del artículo 35 de la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, queda derogado por la Ley de Cantabria 5/1991, de 27 de marzo.





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 8. Créditos ampliables.


Con vigencia exclusiva para el año 2003 se consideran créditos ampliables, hasta una suma igual a las obligaciones que sea preciso reconocer, previo cumplimiento de las normas legales oportunas, dando cuenta de ello trimestralmente al Parlamento de Cantabria, los siguientes:


a) Los créditos correspondientes a competencias o servicios transferidos y, en su caso, los necesarios para reconocer obligaciones adicionales a las previstas inicialmente, por el importe de las transferencias de fondos que para compensar estas actuaciones tenga derecho a percibir esta Administración.


b) Los créditos destinados a gastos de servicios por los que se exigen tasas, exacciones parafiscales, cánones o precios, por la diferencia entre la recaudación inicialmente prevista y la efectivamente ingresada.


c) Los créditos cuya cuantía venga determinada en función de ingresos afectados, mediante compromiso firme de ingresos o que hayan de fijarse en función de derechos reconocidos.


d) Los destinados al pago de obligaciones reconocidas por sentencia firme, al pago de valoraciones y peritajes, y a la remuneración de agentes mediadores independientes.


e) Los destinados al pago de intereses, de amortizaciones y de otros gastos derivados de operaciones de endeudamiento.


El mayor gasto autorizado mediante ampliación se financiará con ingresos no previstos inicialmente o declarando no disponibles otros créditos.





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 37. Compromisos de gasto de carácter plurianual.


Uno. No obstante el carácter anual del Presupuesto, podrán adquirirse compromisos de gastos cuya financiación haya de extenderse a ejercicios posteriores, a propuesta de la Consejería afectada, subordinándose el crédito que para cada ejercicio  autorizen los respectivos presupuestos,en los supuestos siguientes:


a) Inversiones y transferencias de capital.


b) Transferencias Corrientes.


c) Convenios y gastos en bienes y servicios cuya contratación, se justifique que no puede ser estipulada o resulte antieconómica por plazo de un año.


d) Arrendamientos de bienes inmuebles a utilizar por Órganos de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria.


e) Cargas financieras de la deuda del Gobierno de Cantabria y de sus Organismos Autónomos.


f) Activos financieros.


La competencia para su autorización corresponderá al Consejero de Economía y Hacienda, previo los informes que estime oportuno, y en todo caso el de la Dirección General que ostenta la competencia en materia de presupuestos.


Dos. El número de ejercicios a que puede extenderse dicha autorización en los supuestos a), b) y c) anteriores no será superior a cuatro. Asimismo, el gasto que en tales casos se impute a cada uno de los ejercicios posteriores no podrá exceder de la cantidad que resulte de aplicar al crédito inicial al que se impute la operación, definido a su nivel de vinculación, los siguientes porcentajes:


a) En el ejercicio inmediato siguiente, el setenta por ciento.


b) En el segundo ejercicio, el sesenta por ciento.


c) En los ejercicios tercero y cuarto, el cincuenta por ciento.


Tres. El Gobierno de Cantabria, a propuesta de la Consejería respectiva, podrá modificar los porcentajes señalados en el apartado dos de este artículo, así como, excepcionalmente, modificar el número de anualidades fijadas en este artículo, en casos especialmente justificados.


Cuatro. Los compromisos a que se refieren los apartados uno y dos del presente artículo, deberán ser objeto de adecuada e independiente contabilización.





� El artículo 4 de la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, General de Estabilidad Presupuestaria, establece el principio de plurianualidad que define como: “La elaboración de los presupuestos en el sector público se enmarcará en un escenario plurianual compatible con el principio de anualidad por el que se rige la aprobación y ejecución presupuestaria”.





� La Ley de Cantabria 9/1993, de 28 de diciembre, en su artículo 2. Se modifica el punto 2 del artículo 36 de la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, que queda redactado como sigue:


 «2. El número de ejercicios a los cuales podrán aplicarse los gastos referidos a los apartados a) y b) del punto anterior no podrá ser superior a cuatro. Asimismo, el gasto que en tales casos se impute a cada uno de los ejercicios futuros y a la ampliación, cuando corresponda, del número de anualidades, será aprobado por el Pleno de la Asamblea Regional de Cantabria a propuesta del Consejo de Gobierno.»


La Ley de Cantabria 9/1995, de 6 de noviembre, en su Disposición Derogatoria Unica deja sin vigencia los mandatos de la Ley 9/1993, no recobrando su vigencia los preceptos originarios de la Ley de Finanzas, que pasan a regularse en las leyes de presupuestos generales de cada año o mediante la integración de otras normas autonómicas o estatales (Ley General Presupuestaria).





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2002, Artículo 31. Incorporaciones de remanentes de crédito.


Uno. Los créditos para gastos que en el último día del ejercicio presupuestario no estén afectados al cumplimiento de obligaciones ya reconocidas, quedarán anulados de pleno derecho.


No obstante, previo expediente que acredite su existencia y financiación, podrán incorporarse a los correspondientes créditos de los Presupuestos de Gastos del ejercicio inmediato siguiente, los que se indican:


a) Los créditos extraordinarios y los suplementos de crédito.


b) Las transferencias de crédito que hayan sido autorizadas en el último trimestre del ejercicio y que, por causas justificadas, no hayan podido realizarse durante el mismo. 


c) Los créditos para operaciones de capital.


d) Los créditos que amparen disposiciones de gastos acordadas durante el ejercicio presupuestario y que, por causas justificadas, no hayan podido realizarse durante el mismo.


e) Los créditos autorizados en función de la efectiva recaudación de los derechos afectados.


f) Los créditos con financiación afectada procedentes de otras Administraciones Públicas, nacionales o extranjeras, cuyo ingreso haya tenido lugar en el último trimestre del ejercicio presupuestario.


g) Los créditos generados por las operaciones que define el artículo 29 de esta Ley.


Dos. Los remanentes incorporados, según lo previsto en el apartado anterior, únicamente podrán ser aplicados dentro del ejercicio presupuestario en que la incorporación se acuerde.


La parte del remanente afectada por una disposición de gasto, que se incorpore al nuevo Presupuesto seguirá sujeta al mismo compromiso, salvo que las obligaciones referentes a la misma hubieran sido atendidas con cargo a los créditos del Presupuesto corriente.


Tres. 


… 


� La Ley de Cantabria 9/1993, de 28 de diciembre, en su artículo 3. Se modifica el párrafo primero del punto 2 del artículo 37 de la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, que queda redactado como sigue:


«2. No obstante, por acuerdo del Pleno de la Asamblea Regional, a propuesta del Consejo de Gobierno, podrán incorporarse al estado de gastos del presupuesto del ejercicio siguiente inmediato.»


La Ley de Cantabria 9/1995, de 6 de noviembre, en su Disposición Derogatoria Unica deja sin vigencia los mandatos de la Ley 9/1993, no recobrando su vigencia los preceptos originarios de la Ley de Finanzas, que pasan a regularse en las leyes de presupuestos generales de cada año o mediante la integración de otras normas autonómicas o estatales (Ley General Presupuestaria).


� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 31. Incorporaciones de remanentes de crédito.


…


Tres. Al objeto de atender el pago de obligaciones derivadas de obras, suministros, servicios y operaciones de endeudamiento, cuyo saldo contable haya sido anulado a fin de ejercicio, se podrá imputar el pago de obligaciones contraídas en ejercicios anteriores a créditos del ejercicio corriente de similar naturaleza y finalidad. Posteriormente, cuando se incorporen los remanentes de créditos afectados, se imputarán a los mismos las obligaciones iniciales previstas para el ejercicio. 


� La Ley de Cantabria 9/1993, de 28 de diciembre, en su Disposición Derogatoria establece que “quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en la presente Ley y, en particular, los artículos 6, 7, 8, 9, 10 y 11 y disposición adicional primera de la Ley 5/1993, de 6 de mayo, de Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1993, y los artículos 41, 42 y 33 párrafo 2.º de la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria”.


La Ley de Cantabria 9/1995, de 6 de noviembre, en su Disposición Derogatoria Unica deja sin vigencia los mandatos de la Ley 9/1993, no recobrando su vigencia los preceptos originarios de la Ley de Finanzas, que pasan a regularse en las leyes de presupuestos generales de cada año o mediante la integración de otras normas autonómicas o estatales (Ley General Presupuestaria).





� Ley de Cantabria 9/2002, de 223 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 28. Transferencias de crédito.


Uno. Teniendo en cuenta el régimen de vinculación cuantitativa y cualitativa de los créditos presupuestarios a que se hace referencia en esta Ley, podrán autorizarse transferencias entre los créditos de gastos, con las siguientes limitaciones:


a) No afectarán a los créditos extraordinarios o suplementos de crédito concedidos durante el ejercicio, ni a los créditos incorporados de ejercicios anteriores.


b) No podrán minorarse los créditos que hayan sido incrementados mediante transferencias, salvo cuando afecten a créditos de personal y a los créditos consignados en el programa 811.A “ Deuda Pública”.


c) No incrementarán créditos que, como consecuencia de otras transferencias, hayan sido objeto de minoración, salvo cuando afecten a créditos de personal  y a los créditos consignados en el programa 811.A” Deuda Pública”.


En los párrafos b) y c) anteriores, las limitaciones se aplicarán al correspondiente nivel de vinculación de los créditos, excepto en los Capítulos I y II que se aplicarán a nivel de concepto.


Dos. Las limitaciones previstas en el apartado anterior no afectarán a las transferencias que se refieran a los créditos del programa 633A «Imprevistos y funciones no clasificadas», ni serán de aplicación cuando se trate de créditos modificados como consecuencia de reorganizaciones administrativas, por aplicación de los recursos procedentes de la Unión Europea, o cuando se trate de créditos ampliables o de créditos destinados a financiar expedientes declarados de emergencia.





� La Ley de Cantabria 9/1993, de 28 de diciembre, en su Disposición Derogatoria establece que “quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en la presente Ley y, en particular, los artículos 6, 7, 8, 9, 10 y 11 y disposición adicional primera de la Ley 5/1993, de 6 de mayo, de Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1993, y los artículos 41, 42 y 33 párrafo 2.º de la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria”.


La Ley de Cantabria 9/1995, de 6 de noviembre, en su Disposición Derogatoria Unica deja sin vigencia los mandatos de la Ley 9/1993, no recobrando su vigencia los preceptos originarios de la Ley de Finanzas, que pasan a regularse en las leyes de presupuestos generales de cada año o mediante la integración de otras normas autonómicas o estatales (Ley General Presupuestaria).





� Art. 7 de la Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, establece: “Carácter limitativo de los créditos. 


Uno. Los créditos autorizados en los respectivos programas de gasto tienen carácter limitativo y vinculante de acuerdo con su clasificación orgánica, funcional y económica. En lo referente a la clasificiación económica, el nivel vinculante de los créditos será el siguiente:


En los Capítulos I y II, a nivel de artículo.


En los restantes Capítulos de gasto, a nivel de concepto.


Dos. No obstante, serán vinculantes al nivel de desagregación con que aparecen en los respectivos Estados de Gastos:


En el Capítulo I, los conceptos: 143, otro personal, 150, productividad y 151, gratificaciones,153 productividad personal estatutario factor variable y 154, productividad personal estatutario factor fijo.


En el Capítulo II, los subconceptos: 226.01, atenciones protocolarias y respresentativas y 227.06, estudios y trabajos técnicos.


Tres. A propuesta del consejero de Economía y Hacienda, el Gobierno de Cantabria podrá establecer vinculaciones con un mayor nivel de desagregación en aquellos supuestos que estime necesario.”





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 29. Generaciones de crédito.


Uno. Podrán generar crédito en los estados de gastos de los presupuestos, los ingresos efectivamente recaudados, los derechos reconocidos y compromisos firmes de aportaciones por el órgano competente, derivados de las siguientes operaciones:


a) Aportaciones de personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, para financiar gastos que, por su naturaleza, estén comprendidos en los fines u objetivos de la Comunidad Autónoma de Cantabria o de sus Organismos dependientes.


b) Enajenaciones de bienes de la Comunidad Autónoma de Cantabria o de sus Organismos. 


c) Prestaciones de servicios. 


d) Reembolso de préstamos. 


e) Créditos del exterior para inversiones públicas.


Dos. Asimismo, podrán generar créditos los ingresos realizados durante el último trimestre del ejercicio anterior en los casos enumerados en el apartado precedente.





� La Ley de Cantabria 9/1993, de 28 de diciembre, en su artículo 5. Se agrega al artículo 44 de la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, un último párrafo redactado como sigue:


«Cualquier generación de crédito deberá ser aprobado por el Pleno de la Asamblea Regional de Cantabria a propuesta del Consejo de Gobierno.»


La Ley de Cantabria 9/1995, de 6 de noviembre, en su Disposición Derogatoria Unica deja sin vigencia los mandatos de la Ley 9/1993, no recobrando su vigencia los preceptos originarios de la Ley de Finanzas, que pasan a regularse en las leyes de presupuestos generales de cada año o mediante la integración de otras normas autonómicas o estatales (Ley General Presupuestaria).


� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 30. Reposiciones de crédito.


“Los ingresos obtenidos por reintegro de pagos realizados indebidamente con cargo a créditos presupuestarios, podrán dar lugar a la reposición de estos últimos”.








� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003:


Artículo 9. Competencias en materia de gestión de gastos presupuestarios.


Sin perjuicio de las competencias establecidas en la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, corresponde al Consejero de Economía y Hacienda, todas las fases de tramitación del gasto en los Capítulos I y VIII del Estado de Gastos.


Artículo 10. Disponibilidad de los créditos.


El Gobierno de Cantabria, a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda, podrá acordar la no disponibilidad de los créditos incluidos en los presentes presupuestos, en función de la evolución de la gestión presupuestaria.





Artículo 36. De las competencias del Parlamento de Cantabria.


Uno. Las dotaciones presupuestarias del Parlamento de Cantabria se librarán en firme y por trimestres anticipados, y no estarán sujetas a ningún tipo de justificación ante el Gobierno de Cantabria.


Dos. A la Mesa del Parlamento de Cantabria le corresponde dirigir y controlar la ejecución y gestión de la Sección 1 de los presentes Presupuestos, según se establece en la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, y en el Reglamento del Parlamento de Cantabria.








�  Ordenaciones secundarias de pagos y proponente de pagos de la P.A.C.


Habilitados de Consejerías (pagos a justificar o anticipo de caja fija)


Habilitados en el extranjero (Oficina de Cantabria en Bruselas)


Habilitado de personal (General)


Habilitado de personal (Educación)


Habilitado de Centros Educativos


Organismo Pagador de la P.A.C.





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 17. Anticipos de caja fija.


Uno. Los gastos periódicos o repetitivos podrán ser satisfechos con anticipos de caja fija u otros libramientos análogos que, en todo caso, puedan tener el carácter de renovables por el importe justificado, de forma que la cantidad librada permanezca fija a lo largo del ejercicio.


Dos. Los Consejeros, previo informe de la Intervención Delegada, fijarán las aplicaciones presupuestarias a cuyo cargo pueden librarse los fondos, dentro del Capítulo destinado a gastos corrientes en bienes y servicios.


� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 16. Justificación del reconocimiento de obligaciones.


Uno. El reconocimiento de las obligaciones con cargo a los Presupuestos Generales se producirá previa acreditación documental ante el órgano competente, de la realización de la prestación o el derecho del acreedor, de conformidad con los acuerdos que, en su momento, aprobaron y comprometieron el gasto.


Dos. Dicha acreditación exigirá la expresa conformidad con la realización de la prestación o derecho del acreedor, en los términos previstos en la normativa vigente, expedida por el Jefe de la Unidad responsable.


Tres. Excepcionalmente, cuando no pueda aportarse la documentación justificativa de la obligación según los apartados anteriores, ni las obligaciones se satisfagan conforme a lo dispuesto en el artículo 17, podrán tramitarse propuestas de pago y librarse los fondos con el carácter de «a justificar», a favor de una caja pagadora.


Cuatro. Los responsables de la caja pagadora como perceptores de estos fondos quedan obligados a rendir cuenta justificativa de la aplicación de las cantidades recibidas en el plazo de tres meses, que podrá ser ampliado por razones excepcionales a propuesta del órgano gestor del crédito, previo informe de la Intervención Delegada.


� Obsérvese el error de redacción de este párrafo en relación con el párrafo anterior.


�  Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, CAPÍTULO VI, Cierre y liquidación de los presupuestos, Artículo 38. Liquidación de los Presupuestos.


Uno. El Presupuesto del ejercicio 2003 se liquidará, en cuanto a la recaudación de derechos y el pago de obligaciones, el 31 de diciembre de dicho año. Como consecuencia de la liquidación de los Presupuestos deberán determinarse:


a) Los derechos pendientes de cobro, y las obligaciones pendientes de pago.


b) El resultado presupuestario del ejercicio.


c) Los remanentes de crédito.


Dos. La Consejería de Economía y Hacienda someterá a la aprobación del Gobierno de Cantabria la citada liquidación antes del 30 de abril del año 2004.


Tres. Esta liquidación será remitida al Parlamento de Cantabria antes del 15 de mayo del mismo año.





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003,


TÍTULO V


NORMAS SOBRE GASTOS DE PERSONAL


CAPÍTULO ÚNICO


De los regímenes retributivos


Artículo 39. Criterios generales de la actividad económica en materia de Gastos de Personal. Uno. Con efectos de 1 de enero de 2003, las retribuciones íntegras del personal al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria no podrán experimentar un aumento global superior al 2 por ciento con respecto a las del año 2002, en términos de homogeneidad para los dos períodos de comparación tanto por lo que respecta a los efectivos de personal como a la antigüedad del mismo. 


Con independencia de lo dispuesto en el párrafo anterior, serán de aplicación otros incrementos retributivos que, con carácter básico, pueda establecer la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2003.


Dos. Lo dispuesto en el párrafo anterior debe entenderse sin perjuicio de las adecuaciones en las retribuciones y en los créditos presupuestarios que, con carácter singular y excepcional, resulten imprescindibles por el contenido de los puestos de trabajo, por la variación del número de efectivos asignados a cada programa o por el grado de consecución de los objetivos fijados al mismo siempre con estricto cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 23 y 24 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública.


Artículo 40. Incremento de retribuciones del personal al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, sometido a régimen administrativo y estatutario. Con efectos de 1 de enero de 2003, la cuantía de los componentes de las retribuciones del personal en activo al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, excepto el sometido a la legislación laboral, serán las derivadas de la aplicación de las siguientes normas:


a) Las retribuciones básicas de dicho personal, así como las complementarias de carácter fijo y periódico asignadas a los puestos de trabajo que desempeñen, sólo podrán experimentar la variación autorizada por el artículo 39.1, de la presente Ley, sin perjuicio, en su caso, de la adecuación de estas últimas cuando sea necesaria para asegurar que las asignadas a cada puesto de trabajo guarden la relación procedente con el contenido de especial dificultad técnica, dedicación, responsabilidad, peligrosidad o penosidad del mismo.


b) El conjunto de las restantes retribuciones complementarias, sólo podrán experimentar la variación autorizada por el artículo 39.1, de la presente Ley, sin perjuicio de las modificaciones que se deriven de la variación del número de efectivos asignados a cada programa, del grado de consecución de los objetivos fijados para el mismo y del resultado individual de su aplicación.


c) Los complementos personales y transitorios y demás retribuciones que tengan análogo carácter, así como las indemnizaciones por razón del servicio, se regirán por su normativa específica y por lo dispuesto en esta Ley, sin que le sea de aplicación el aumento del dos por ciento previsto en la misma.


A los efectos de lo dispuesto en esta Ley los complementos personales y transitorios del personal que se transfiera a la Comunidad Autónoma de Cantabria tendrán la consideración de absorbibles por cualquier mejora que se produzca en las retribuciones de los mismos.


Artículo 41. Retribuciones de los miembros del Gobierno de Cantabria y Altos Cargos de la Administración General y Subdirectores del Servicio Cántabro de Salud.


Uno. Las retribuciones de los miembros del Gobierno de Cantabria para el año 2003, se fijan en las siguientes cuantías en cómputo anual:


EUROS


–Presidente del Gobierno 			54.500


–Vicepresidente del Gobierno 		53.260


–Consejero del Gobierno 			52.020


Los miembros del Gobierno de Cantabria podrán optar por percibir dichas cuantías en doce o catorce mensualidades, devengándose en este último caso dos pagas en los meses de junio y diciembre.


Dos. Los miembros del Gobierno de Cantabria que ostenten la condición de funcionarios de carrera de cualesquiera Administraciones Públicas percibirán los trienios que correspondan al grupo en el que se halle clasificado el cuerpo o escala a que pertenezcan, de acuerdo con las cuantías referidas a catorce mensualidades fijadas en esta Ley para el personal funcionario, siempre que las mismas no se acrediten por la Administración de procedencia.


Tres. El régimen retributivo para el año 2003 de los secretarios generales y directores generales, será el establecido con carácter general para los funcionarios al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria en la Ley de Cantabria 4/1993, de 10 de marzo, de la Función Pública, siendo las retribuciones de los mismos para el año 2003, las siguientes:


a) Sueldo: 12.336,60 euros.


Los secretarios generales o directores generales que ostenten la condición de funcionarios de carrera de cualquiera de las Administraciones Públicas, percibirán los trienios que correspondan al grupo en que se halle clasificado el cuerpo o escala a que pertenezcan.


b) Complemento de destino: 13.599,89 euros.


c) Complemento específico: 20.545,46 euros.


d) Las pagas extraordinarias que serán dos al año, por un importe cada una de ellas de una mensualidad del sueldo y en su caso trienios, que se devengarán de acuerdo con las normas previstas en esta Ley para el personal funcionario.


e) El Interventor General y el Interventor Adjunto, como Órganos Directivos Específicos de la Consejería de Economía y Hacienda, percibirán las mismas retribuciones que los secretarios generales y directores generales, excepto en el complemento específico que tendrán las siguientes cuantías:


–Interventor General: 40.832,18 euros.


–Interventor Adjunto: 27.586,89 euros.


Cuatro. El régimen retributivo de los Subdirectores del Servicio Cántabro de la Salud, como órganos directivos específicos de dicho organismo autónomo, será el establecido con carácter general para los funcionarios al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria en la Ley de Cantabria 4/1993, de 10 de marzo, de la Función Pública, siendo las retribuciones de los mismos, para el año 2003, las siguientes:


Sueldo: 12.336,60 Euros


Los subdirectores que ostenten la condición de funcionarios de carrera de cualquiera de las Administraciones Públicas, percibirán los trienios que correspondan al grupo en que se halle clasificado el Cuerpo o Escala al que pertenezcan.


Complemento de destino: 9.716,88 Euros


Complemento específico: 19.860,93 Euros


Las pagas extraordinarias que serán dos al año, se devengarán de acuerdo con las normas previstas en esta Ley para el personal funcionario.


Cinco. Todos los secretarios generales y directores generales tendrán idéntica categoría y rango, sin perjuicio de que el complemento de productividad que, en su caso, se asigne a los mismos por el titular de la Consejería dentro de los créditos asignados para tal fin, pueda ser diferente, de acuerdo con lo previsto en la presente Ley.


Seis. La Consejería de Presidencia informará periódicamente a la Comisión Institucional, Administraciones Públicas y Desarrollo Estatutario del Parlamento de Cantabria de las personas y cuantía de los complementos de productividad que reciban los Altos Cargos.


Artículo 42. Retribuciones de los funcionarios al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley de Cantabria 4/1993, de 10 de marzo, de la Función Pública.


Uno. De conformidad con lo establecido en la presente Ley, artículo 39.1, las retribuciones a percibir en el año 2003 por los funcionarios incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 4/1993, de 10 de marzo, de la Función Pública que desempeñen puestos de trabajo para los que se ha aprobado la aplicación del régimen retributivo previsto en dicha Ley y disposiciones que la desarrollen, serán las siguientes:


a) El sueldo y los trienios que correspondan al grupo en que se halle clasificado el Cuerpo a que pertenezca el funcionario, de acuerdo con las siguientes cuantías referidas a doce mensualidades:


GRUPO 	SUELDO 	TRIENIOS


EUROS 		EUROS


A 		 12.336,60           474


B 		 10.470,48 	379,20


C                             7.805,04	284,64


D 		   6.381,96 	190,20


E 		   5.826,24	142,68


b) Las pagas extraordinarias, que serán dos al año cuyo importe para cada una de ellas, vendrá establecido en función de lo dispuesto en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2003, y se devengarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 33, de la Ley 33/1987, de Presupuestos Generales del Estado para 1988. Cuando los funcionarios hubieran prestado una jornada de trabajo reducida durante los seis meses inmediatos anteriores a los meses de junio o diciembre, el importe de la paga extraordinaria experimentará la correspondiente reducción proporcional.


Los funcionarios en cualquier situación administrativa en la que, de acuerdo con la normativa vigente aplicable en cada caso, tuvieran reconocido el derecho a la percepción de trienios, percibirán, además, el importe de la parte proporcional que, por dicho concepto, corresponda a las pagas extraordinarias.


c) El complemento de destino correspondiente al nivel del puesto de trabajo que se desempeñe, de acuerdo con las siguientes cuantías referidas a doce mensualidades:


COMPLEMENTO DE DESTINO


NIVEL 						IMPORTE EUROS


30 						10.832,88


29						  9.716,88


28 						  9.308,16


27 						  8.899,44


26 						  7.807,56


25 						  6.927,00


24 						  6.518,40


23 						  6.109,92


22 						  5.700,96


21 						  5.292,96


20						  4.916,76


19 						  4.665,60


18 						  4.414,44


17 						  4.163,28


16 						  3.916,60


15 						  3.661,32


14 						  3.410,40


13 						  3.159,12


12 						  2.907,84


11 						  2.657,04


10 						  2.406,00


9 						  2.280,48


8 						  2.154,60


7 						  2.029,32


6 						  1.903,68


5 						  1.778,04


4 						  1.590,00


3 						  1.402,08


2 						  1.213,64


1 						  1.025,64


d) El complemento específico que, en su caso, esté fijado al puesto que se desempeñe, cuya cuantía experimentará un crecimiento del dos por ciento respecto de la establecida para el ejercicio 2002, sin perjuicio, en su caso, de la adecuación del mismo, cuando sea necesaria para asegurar que la retribución total de cada puesto de trabajo guarde la relación procedente con el contenido de especial dificultad técnica, dedicación, responsabilidad, peligrosidad o penosidad del mismo.


e) El complemento de productividad, que retribuirá el especial rendimiento, la actividad y dedicación extraordinaria, el interés o iniciativa con que se desempeñen los puestos de trabajo, siempre que redunden en mejorar el resultado del mismo. Cada Consejería podrá proponer los criterios de distribución y la cuantía individual del complemento de productividad, que será aprobada por el Gobierno de Cantabria, de acuerdo con las siguientes normas:





Primera. La valoración de la productividad deberá realizarse en función de circunstancias objetivas relacionadas directamente con el desempeño del puesto de trabajo y la consecución de los resultados u objetivos asignados al mismo en el correspondiente programa.


Segunda. En ningún caso las cuantías asignadas por complemento de productividad durante un período de


tiempo originarán derechos individuales respecto de las valoraciones o apreciaciones correspondientes a períodos sucesivos.


Las gratificaciones por servicios extraordinarios tendrán carácter absolutamente excepcional, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 69.1.d de la Ley de Cantabria 4/1993, de 10 de marzo, de la Función Pública. Sólo podrán devengarse gratificaciones por servicios extraordinarios realizados fuera de la jornada normal de trabajo, sin que, en ningún caso, puedan ser fijas en su cuantía ni periódicas en su devengo, ni originar derechos individuales en períodos sucesivos. Las circunstancias excepcionales que den lugar al devengo de gratificaciones por servicios extraordinarios deberán constar explícitamente en expediente que, a tal efecto, se tramite por la correspondiente Consejería y que se resolverá por el Gobierno de Cantabria.





Dos. De acuerdo con lo previsto en esta Ley, el Gobierno de Cantabria podrá modificar la cuantía de los


créditos globales destinados a atender el complemento de productividad y las gratificaciones por servicios extraordinarios y otros incentivos de rendimiento para adecuarlos al número de efectivos asignados a cada programa y al grado de consecución de los objetivos fijados al mismo, mediante expediente debidamente motivado. Las Consejerías darán cuenta de las mencionadas cuantías individuales de productividad y de gratificaciones por servicios extraordinarios a las Consejerías de Presidencia y de Economía y Hacienda a través de las correspondientes Secretarías Generales, así como a la Dirección General de Función Pública, especificando los criterios de concesión aplicados.


Artículo 43. Retribuciones del personal interino y eventual.


Uno. El personal interino incluido en el ámbito de aplicación de la Ley de Cantabria 4/1993, de 10 de marzo, de la Función Pública y de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, percibirá el cien por ciento de las retribuciones básicas, excluidos trienios, correspondientes al grupo en que esté incluido el Cuerpo en el que ocupen vacante y el cien por ciento de las retribuciones complementarias que correspondan al puesto de trabajo que desempeñen, excluidas las que estén vinculadas a la condición de funcionario de carrera.


Dos. El complemento de productividad podrá asignarse, en su caso, al personal interino y a los funcionarios en prácticas cuando las mismas se realicen desempeñando un puesto de trabajo, siempre que esté autorizada su aplicación a los funcionarios de carrera que desempeñen análogos puestos de trabajo, y salvo que dicho complemento esté vinculado a la condición de funcionario de carrera.


Tres. El personal eventual percibirá por el desempeño del puesto de trabajo de naturaleza eventual las retribuciones que para el mismo se hayan establecido mediante Acuerdo del Gobierno de Cantabria.


Artículo 44. Retribuciones de los funcionarios que desempeñen puestos de trabajo de Sanitarios Titulares.


Las retribuciones a percibir en el año 2003 por los funcionarios que desempeñen puestos de trabajo de Sanitarios Titulares serán las siguientes:


a) A los funcionarios que desempeñen puestos de trabajo de Sanitarios Titulares les será aplicable, en cuanto a retribuciones básicas, el sistema retributivo previsto en el artículo 68 de la Ley de Cantabria 4/1993 de 10 de marzo, de la Función Públca y percibirán las mismas en las cuantías que correspondan al grupo en que se halle clasificado el cuerpo a que pertenezcan, conforme a lo previsto en la Ley


En cuanto a las retribuciones complementarias se percibirán en función de la normativa que les sea de aplicación en cada caso.


b) El personal interino que desempeñe puestos adscritos a los funcionarios a los que se hace referencia en el apartado a) del presente artículo, percibirá el cien por ciento de las retribuciones básicas, excluídos trienios correspondientes al grupo en que esté incluido el cuerpo en que ocupe vacante.


c) A medida que se vaya configurando la nueva estructura organizativa destinada al Servicio de Protección de la Salud Comunitaria, el Gobierno de Cantabria adecuará el sistema retributivo de estos funcionarios a lo dispuesto en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública. Las referencias relativas a retribuciones contenidas en la presente Ley se entienden siempre hechas a retribuciones íntegras.


Artículo 45. Retribuciones del personal laboral.


Uno. Las retribuciones íntegras del personal laboral, experimentarán la variación que se establece en el


artículo 39.1 de la presente Ley.


Dos. Las retribuciones de este personal se devengarán de acuerdo con las normas previstas en esta Ley para el personal funcionario.


Tres. Con carácter previo al comienzo de las negociaciones de Convenios o Acuerdos Colectivos que se celebren en el año 2003, deberá solicitarse de la Consejería de Economía y Hacienda la correspondiente autorización, que configure el límite máximo de las obligaciones que puedan contraerse como consecuencia de dichos pactos.


Artículo 46. Retribuciones del personal al servicio de Instituciones Sanitarias del Servicio Cántabro de Salud. Uno. El perosnal al servicio de Instituciones Sanitarias del Servicio Cántabro de Salud incluído en el ámbito de aplicación del Real Decreto-Ley 3/1987, de 11 de septiembre, percibirá las retribuciones básicas y el complemento de destino en la cuantías señaladas para dichos conceptos retributivos en el artículo 42.uno,a)b) y c) de la presente Ley, sin perjuicio de lo establecido en la disposición transitoria segunda,dos, de dicho Real Decreto Ley y de que la cuantía anual del complemento de destino fijado en la letra c) del citado artículo 42.uno, se satisfaga en 14 mensualidades.


Dos. El importe de las retribuciones correspondientes a los complementos específico y de atención continuada que, en su caso, estén fijados al referido personal, experimentará un incremento del 2% respecto del aprobado para el ejercicio 2002, sin perjuicio, en su caso, de lo previsto en el artículo 40 a).


Tres. La cuantía individual del complemento de productividad se determina conforme a los criterios señalados en el artículo 2.tres.c) y la disposición transitoria tercera del Real Decreto-Ley 3/1987, y en las demás normas dictadas en su desarrollo.


Cuatro. Las retribuciones  del personal al servicio de Instituciones Sanitarias del Servicio Cántabro de Salud no incluído en el ámbito de aplicación del Real Decreto-Ley 3/1987, de 11 de septiembre, se regirán por la normativa que, en cada caso resulte de aplicación.





Artículo 47. Retribuciones del personal contratado administrativo.


Las retribuciones del personal contratado administrativo a que se refiere la disposición transitoria sexta de la Ley 30/1984 de ,2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, hasta tanto no concluya el proceso de extinción previsto en esa Ley, sólo podrá experimentar la variación que se establece en la presente Ley, artículo 39.1.





Artículo 48.Complementos personales y transitorios.


Uno. Los complementos personales y transitorios reconocidos como consecuencia de la aplicación de los régimenes retributivos vigentes serán absorbidos por cualquier mejora retributiva que se produzca en el año 2003, incluidas las derivadas del cambio de puesto de trabajo.


Dos. Incluso en el caso de que el cambio de puesto de trabajo determine una disminución de retribuciones, se mantendrá el complemento personal transitorio fijado al producirse la aplicación del nuevo sistema, a cuya absorción se imputarán cualquier mejora retributiva ulterior, incluso las que puedan derivarse del cambio de puesto de trabajo.


Tres. A efectos de la absorción prevista en los párrafos anteriores el incremento de las retribuciones de carácter general que se establece en esta Ley sólo se computará en el 50 por ciento de su importe, entendiendo que tiene este carácter el sueldo, referido a catorce mensualidades, el complemento de destino y el específico y no se considerarán los trienios, el complemento de productividad ni las gratificaciones por servicios extraordinarios.


Cuatro. Los complementos personales transitorios que tengan un régimen o normativa específica así como los aprobados al amparo del Acuerdo del Gobierno de Cantabria de 11 de mayo de 2000 se regirán por su normativa específica y en lo  no dispuesto en ésta por lo regulado en los apartados anteriores.


Artículo 49. Devengo de retribuciones.


Uno. Las retribuciones básicas y complementarias de los funcionarios de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria que se devenguen con carácter fijo y periodicidad mensual, se harán efectivas por mensualidades completas y de acuerdo con la situación y derechos del funcionario referidos al primer día hábil del mes a que correspondan, salvo en los siguientes casos, en que se liquidarán por días:


a) En el mes de toma de posesión del primer destino, en el de reingreso al servicio activo y en el de la incorporación por conclusión de licencias sin derecho a retribución.


b) En el mes de iniciación de licencia sin derecho a retribución.


c) En el mes en que se cese en el servicio activo, salvo que sea por motivos de fallecimiento o jubilación de funcionarios sujetos al régimen de Clases Pasivas del Estado y en general a cualquier régimen de pensiones públicas que se devenguen por mensualidades completas desde el primer día hábil del mes siguiente al del nacimiento del derecho.


En estos casos, y en general en los supuestos de derechos econónicos que normativamente deban liquidarse por días, o con reducción o deducción proporcional de retribuciones, deberán de tomarse en cuenta el cálculo del valor hora tomando como base la totalidad de las retribuciones íntegras mensuales que persiga el funcionario dividida entre el número de días naturales del correspondiente mes, y, a su vez, este resultado por el número de horas que el funcionario tenga obligación de cumplir, de media, cada día.


Dos. Las pagas extraordinarias de los funcionarios al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria se devengarán el primer día hábil de los meses de junio y diciembre y con referencia a la situación y derechos de los funcionarios en dichas fechas, salvo en los siguientes casos:


a) Cuando el tiempo de servicios prestados hasta el día en que se devengue la paga extraordinaria no comprenda la totalidad de los seis meses inmediatos anteriores a los meses de junio o diciembre, el importe de la paga extraordinaria se reducirá proporcionalmente, computando cada día de servicios prestados en el importe resultante de dividir la cuantía de la paga extraordinaria que en la fecha de su devengo hubiera correspondido por un período de seis meses entre ciento ochenta y dos (ciento ochenta y tres en años bisiestos) o ciento ochenta y tres días, respectivamente.


b) Los funcionarios en servicio activo con licencia sin derecho a retribución devengarán pagas extraordinarias en las fechas indicadas, pero su cuantía experimentará la correspondiente reducción proporcional.


c) En el caso de cese en el servicio activo, la última paga extraordinaria se devengará el día del cese y con


referencia a la situación y derechos del funcionario en dicha fecha, pero en cuantía proporcional al tiempo de servicios efectivamente prestados, salvo que el cese sea por jubilación o fallecimiento de los funcionarios a que se refiere la letra c) del apartado dos de este artículo, en cuyo caso los días del mes en que se produce dicho cese se computarán como un mes completo.


A los efectos previstos en el párrafo b), el tiempo de duración de licencias sin derecho a retribución no tendrá la consideración de servicios efectivamente prestados. Si el cese en el servicio activo se produce durante el mes de diciembre, la liquidación de la parte proporcional de la paga extraordinaria, correspondiente a los días transcurridos de dicho mes, se realizará de acuerdo con las cuantías de las retribuciones básicas vigentes en el mismo.


Tres. Los funcionarios al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria que cambien de puesto de trabajo, salvo los casos previstos en la letra a), del apartado uno, de este artículo, tendrán derecho, durante el plazo posesorio, a la totalidad de las retribuciones, tanto básicas como complementarias, de carácter fijo y periodicidad mensual.


Para la aplicación de lo dispuesto en el párrafo anterior, en el caso de que el término de dicho plazo se produzca dentro del mismo mes en que se efectúe el cese, las citadas retribuciones se harán efectivas, de conformidad con lo dispuesto en el referido apartado dos, por mensualidad completa y de acuerdo con la situación y derechos del funcionario referidos al primer día hábil del mes en que se produzca el cese. Si, por el contrario, dicho término recayera en un mes distinto al del cese, las retribuciones del primer mes se harán efectivas de la forma indicada y las del segundo se abonarán asimismo por mensualidadcompleta y en la cuantía correspondiente al puesto en que se haya tomado posesión, sin perjuicio de lo dispuesto en las letras b) y c) del citado apartado uno de este artículo.


Cuatro. Las cuotas de derechos pasivos y de cotización de los mutualistas a las Mutualidades Generales de Funcionarios, correspondientes a las pagas extraordinarias, se reducirán en la misma proporción en que se minoren dichas pagas como consecuencia de abonarse las mismas en cuantía proporcional al tiempo de servicios efectivamente prestados, cualquiera que sea la fecha de su devengo.


Artículo 50. Jornada reducida.


Cuando con sujeción a la normativa vigente, el personal realice una jornada inferior a la normal, experimentará una reducción proporcional sobre la totalidad de sus retribuciones, tanto básicas como complementarias, con inclusión de trienios, desde la fecha de inicio de dicha jornada reducida.


Artículo 51. Retribución de los funcionarios sujetos a régimen retributivo anterior a la Ley de Cantabria 4/1993, de 10 de marzo, de la Función Pública.


Uno. Los funcionarios incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley de Cantabria 4/1993, de 10 de marzo, de la Función Pública que desempeñen puestos de trabajo para los que todavía no se ha aprobado la aplicación de régimen retributivo previsto en dicha Ley y hasta tanto no se disponga lo contrario por Acuerdo del Gobierno de Cantabria que apruebe dicha aplicación, percibirán las retribuciones correspondientes al año 2003, con la misma estructura retributiva y con sujeción a la normativa vigente


en dicho ejercicio.


Dos. Las retribuciones de este personal se devengarán de acuerdo con las prescripciones contenidas en esta Ley.


Artículo 52. Prohibición de ingresos atípicos. Los empleados públicos comprendidos dentro del ámbito de aplicación de la presente Ley no podrán percibir participación alguna de los tributos, comisiones y otros ingresos de cualquier naturaleza que corresponda a la Administración o cualquier servicio o jurisdicción, ni participación o premio en multas impuestas aun cuando estuviesen normativamente atribuidas a los mismos, debiendo percibir únicamente las remuneraciones del correspondiente régimen retributivo y sin perjuicio de lo que resulte de la aplicación del sistema de incompatibilidades, y de lo dispuesto en la normativa específica sobre disfrute de vivienda por razón del trabajo o cargo desempeñado.


Artículo 53. Oferta de Empleo Público.


Uno. El Gobierno de Cantabria, dentro de los límites establecidos con carácter básico en la Ley de Presupuestos Generales del Estado, podrá autorizar la convocatoria de plazas para el ingreso de nuevo personal, que se concentrará fundamentalmente, en los sectores, funciones y categorías profesionales que se consideren prioritarios o que afecten al funcionamiento de los servicios públicos esenciales. En todo caso, el número de plazas de nuevo ingreso deberá ser, como máximo, igual al cien por cien de la tasa de reposición de efectivos.


Dentro de este limite la oferta de empleo público incluirá todos los puestos y plazas desempeñados por personal interino, nombrado o contratado en los dos ejercicios anteriores, excepto aquellos sobre los que exista una reserva de puesto de trabajo o estén inmersos en procesos de provisión.


La limitación contenida en el párrafo primero de este artículo no será de aplicación en relación con la determinación de número de plazas para el acceso a los cuerpos de funcionarios docentes, al ostentar la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, competencias educativas para el desarrollo de la Ley Orgánica1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo.


Dos. Durante el año 2003 no se procederá a la contratación de nuevo personal laboral temporal ni al nombramiento de funcionarios interinos, salvo en los casos excepcionales y para cubrir necesidades urgentes e inaplazables, con autorización de la Consejería de Presidencia. En cualquier caso, estos nombramientos computarán a efectos de cumplir con el límite máximo del cien por cien de la tasa de reposición de efectivos.


Los contratos para cubrir necesidades estacionales finalizará automáticamente al vencer su plazo temporal o por la reincorporación de su titular o por la finalización de la causa que los motivó.


Tres. La convocatoria, así como del desarrollo de la oferta de empleo del Gobierno de Cantabria , informará a la Comisión Institucional, Administraciones Públicas y Desarrollo Estatutario del Parlamento de Cantabria.


Cuatro. Se dará cuenta a la Comisión, igualmente, de todos los contratos temporales y del nombramiento del personal interino.


Artículo 54. Contratación de personal con cargo a los créditos de inversiones.


Uno. El Gobierno de Cantabria podrá formalizar durante el año 2003, con cargo a los respectivos créditos de inversiones, contrataciones de personal de carácter temporal para la realización de obras o servicios, siempre que se dé la concurrencia de los siguientes requisitos:


a) Que la contratación tenga por objeto la ejecución de obras por la propia Administración y con aplicación de la legislación de contratos de las Administraciones Públicas, o la realización de servicios que tengan la naturaleza de inversiones.


b) Que tales obras o servicios correspondan a inversiones previstas y aprobadas en los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria.


c) Que tales obras o servicios no puedan ser ejecutados con el personal fijo de plantilla y no exista disponibilidad suficiente en el crédito presupuestario destinado a la contratación de personal.


Dos. Si excepcionalmente se acudiese a la contratación temporal laboral se deberá justificar debidamente, quedando sujetos dichos contratos a las prescripciones que establecen los artículos 15 y 17, del Estatuto de los Trabajadores, Texto Refundido aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, y el Real Decreto 2.720/1998, de 18 de diciembre, por el que se desarrolla el citado artículo 15, así como a lo dispuesto en la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de la Administración Pública. La preparación de estos contratos exigirá la formación de un expediente por las Consejerías correspondientes, que será remitido al Servicio de Contratación y Compras para su tramitación. En todo caso, los contratos habrán de ser informados, con carácter previo a su formalización, por la Dirección General del Servicio Jurídico que, en especial, se pronunciará sobre la modalidad de contratación utilizada y la observancia en las cláusulas del contrato, de los requisitos y formalidades exigidos por la legislación laboral.


El Servicio de Contratación y Compras, una vez examinado e informado el expediente por la Dirección General del Servicio Jurídico, lo remitirá a la Intervención General para su preceptiva fiscalización que será previa, en todos los casos, a la contratación.


La información a los representantes de los trabajadores se realizará de conformidad con lo establecido en el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. Si por circunstancias no imputables a los otorgantes la obra o servicio no pudiera concluir en el plazo prefijado en el contrato, se prorrogará éste hasta la total terminación de la obra o servicio.


En los casos de suspensión, desistimiento y resolución, estos contratos estarán sujetos a los mismos efectos que la obra o servicio.


Tres. En los expedientes de contratación se especificarán con precisión y claridad el carácter de la misma y su ineludible necesidad por carecer de personal fijo en plantilla suficiente y se identificará suficientemente la obra o servicio que constituya su objeto. Igualmente se hará constar el tiempo de duración, circunscrito estrictamente a la duración de la obra o servicio para los que se contrata así como, en su caso, el resto de las formalidades que impone la legislación sobre contratos laborales temporales. 


Las Consejerías que hayan promovido contratación al amparo de lo dispuesto en este artículo habrán de  evitar el incumplimiento de las citadas obligaciones formales, así como la asignación del personal contratado para funciones distintas de las determinadas en los contratos, de las que pudieran derivar derechos de permanencia para el personal así contratado, actuaciones que en su caso podrán dar lugar a la exigencia de responsabilidades, de conformidad con el artículo 91 de la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria.


Cuatro. En ningún caso estos contratos generarán derechos a favor del personal respectivo, más allá de los límites expresados en los mismos, sin que pueda derivar de ellos fijeza al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria.


Artículo 55. Requisitos para la determinación o modificación de retribuciones del personal no funcionario y laboral.


Uno. Durante el año 2003 será preciso informe favorable conjunto de las Consejerías de Presidencia y de Economía y Hacienda para proceder a determinar o modificar las condiciones retributivas del personal no funcionario o laboral.


El informe a que se refiere este artículo será emitido por el procedimiento y con el alcance previsto en los apartados siguientes.


Dos. Con efectos de 1 de enero del año 2003, la masa salarial del personal laboral sólo podrá experimentar la variación que autorice la Ley de Presupuestos Generales del Estado,comprendido en dicho porcentaje el de todos los conceptos, sin perjuicio del que pudiera derivarse de la consecución de los objetivos asignados a cada Centro mediante el incremento de la productividad o modificación de los sistemas de organización del trabajo o clasificación profesional.


Lo previsto en el párrafo anterior representa el límite máximo de la masa salarial, cuya distribución y aplicación individual se producirá a través de la negociación colectiva.


Tres. Con carácter previo al comienzo de las negociaciones de convenios o acuerdos colectivos que se celebren en el año 2003, deberá solicitarse del Gobierno de Cantabria la correspondiente autorización de masa salarial, que cuantifique el límite máximo de las obligaciones que puedan contraerse como consecuencia de dichos pactos, aportando al efecto la certificación de las retribuciones salariales satisfechas y devengadas en 2002. Se entenderá por masa salarial, a los efectos de esta Ley, el conjunto de las retribuciones salariales y extrasalariales y los gastos de acción social, devengados durante 2002 por el personal laboral afectado, con el límite de las cuantías informadas favorablemente por la Consejería de Economía y Hacienda para dicho ejercicio presupuestario, exceptuándose en todo caso:


a) Las prestaciones o indemnizaciones de la Seguridad Social.


b) Las cotizaciones al sistema de Seguridad Social a cargo del empleador.


c) Las indemnizaciones correspondientes a traslados, suspensiones o despidos.


d) Las indemnizaciones o suplidos por gastos que hubiera de realizar el trabajador.


Las variaciones de la masa salarial bruta se calcularán en términos de homogeneidad para los dos períodos objeto de comparación, tanto en lo que respecta a efectivos de personal laboral y antigüedad del mismo, como al régimen privativo de trabajo, jornada, horas extraordinarias efectuadas y otras condiciones laborales, computándose por separado las cantidades que correspondan a las variaciones en tales conceptos. Con cargo a la masa salarial así obtenida para el año 2003, deberán satisfacerse la totalidad de las retribuciones del personal laboral derivadas del correspondiente acuerdo y todas las que se devenguen a lo largo del expresado año.


Cuatro. A los efectos de los apartados anteriores, se entenderán por determinación o modificación de condiciones retributivas del personal no funcionario o laboral las siguientes actuaciones:


a) Firma de convenio o acuerdos colectivos, así como sus revisiones y las adhesiones o extensiones de los mismos.


b) Otorgamiento de cualquier clase de mejoras salariales de tipo unilateral, con carácter individual o colectivo, aunque se deriven de la aplicación extensiva del régimen retributivo de los funcionarios públicos.


Cinco. Con el fin de emitir el informe señalado en el apartado uno de este artículo, las Secretarías Generales de las diferentes Consejerías remitirán a las Consejerías de Economía y Hacienda y Presidencia el correspondiente proyecto, con carácter previo a su acuerdo o firma en el caso de los convenios o acuerdos colectivos, acompañando la valoración de todos sus aspectos económicos.


Seis. El mencionado informe será evacuado en el plazo máximo de quince días a contar desde la fecha de recepción del proyecto y de su valoración y versará sobre todos aquellos extremos de los que se deriven consecuencias directas o indirectas en materia de gasto público, así como la adecuación de aquél a las necesidades organizativas, funcionales y normativas, tanto para el ejercicio 2003, como para ejercicios futuros y especialmente, en lo que se refiere a la determinación de la masa salarial correspondiente y al control de su crecimiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado dos, del presente artículo.


Siete. Serán nulos de pleno derecho los acuerdos adoptados en esta materia con omisión del trámite de informe o en contra de un informe desfavorable, así como los pactos que impliquen crecimientos salariales para ejercicios sucesivos contrarios a lo que determinen las futuras Leyes de Presupuestos.


Ocho. No podrán autorizarse gastos derivados de la aplicación de las retribuciones para el año 2003, sin el


cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente artículo.





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003.


 TÍTULO VI


DE LA CONTRATACIÓN PÚBLICA


CAPÍTULO ÚNICO


De los contratos


Artículo 56. Regulación y competencia de los contratos.


Uno. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 84, de la Ley de Cantabria 2/1997, de 28 de abril, de Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria (actualmente,  Ley de Cantabria 6/2002 de 10 de diciembre) , se precisará la autorización del Gobierno de Cantabria para la celebración de aquellos contratos de cuantía indeterminada, siempre que no impliquen gastos de carácter periódico o de tracto sucesivo, o los que superen las siguientes cuantías:


a) En contratos de obra, ciento cincuenta mil euros.


b) Gestión de servicios, noventa mil euros.


c) Suministros, noventa mil euros.


d) Los restantes contratos, treinta y seis mil euros.


Dos. A los efectos de lo establecido en el artículo 81.2 de la Ley de Cantabria 2/1997, de 28 de abril (actualmente,  Ley de Cantabria 6/2002 de 10 de diciembre), los procedimientos de responsabilidad patrimonial serán resueltos por el consejero respectivo, cuando la cuantía de la reclamación sea igual o inferior a la prevista para los contratos de obra mencionados en el párrafo a) del apartado uno de este artículo.


Artículo 57. De la comprobación material de la inversión.


Uno. Antes de liquidar el gasto o reconocer la obligación se verificará materialmente la efectiva realización de las obras, servicios y adquisiciones financiadas con fondos públicos y su adecuación al contenido del correspondiente contrato.


Dos. La intervención de la comprobación material se realizará por el delegado designado por el Interventor General, que será asesorado, cuando sea necesaria la posesión de conocimientos técnicos para realizar la comprobación material, por funcionarios de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria de la especialidad a que corresponda la adquisición, obra o servicio. La designación, por el Interventor General, de los funcionarios encargados de intervenir la comprobación de las adquisiciones, obras o servicios, podrá hacerse tanto particularmente para una inversión determinada, como con carácter general y permanente para todas aquellas que afecten a una Consejería, o para la comprobación de un tipo o clase de inversión.


La designación del personal asesor se efectuará por el Interventor General entre funcionarios que no hayan intervenido en el proyecto, dirección, adjudicación, contratación o ejecución del gasto correspondiente y, siempre que sea posible, dependientes de distinta Consejería de aquella a que la comprobación se refiera o, al menos, del centro directivo u organismo que no haya intervenido en su gestión, realización o dirección.


La realización de la labor de asesoramiento en la intervención de la comprobación de la inversión por los funcionarios a que se refiere el párrafo anterior, se considerará parte integrante de las funciones del puesto de trabajo en el que estén destinados, debiendo colaborar los superiores jerárquicos de los mismos en la adecuada prestación de este servicio.


Tres. Los órganos gestores deberán solicitar de la Intervención General la designación de delegado para su asistencia a la comprobación material de la inversión cuando el importe de ésta exceda de treinta mil euros, con una antelación de veinte días a la fecha prevista para la recepción de la inversión de que se trate.


Para la comprobación material de la inversión será preceptiva la presencia de delegado de la Intervención General en los siguientes casos:


a) Contratos de obras de importe superior a trescientos mil euros.


b) Contratos de suministros y de servicios de importe superior a ciento cincuenta mil euros.


Cuatro. La intervención de la comprobación material de la inversión se realizará, en todo caso, concurriendo el delegado del Interventor General al acto de recepción de la obra, servicio o adquisición de que se trate. Cuando se aprecien circunstancias que lo aconsejen, el Interventor General podrá acordar la realización de comprobaciones materiales de la inversión durante la ejecución de las obras, la prestación de servicios y fabricación de bienes adquiridos mediante contratos de suministros.


Cinco. El resultado de la comprobación material de la inversión se reflejará en acta que será suscrita por todos los que concurran al acto de recepción de la obra, servicio o adquisición y en la que se hará constar, en su caso, las deficiencias apreciadas, las medidas a adoptar para subsanarlas y los hechos y circunstancias relevantes del acto de recepción.


En dicha acta o en informe ampliatorio podrán los concurrentes, de forma individual o colectiva, expresar las opiniones que estimen pertinentes. El delegado de la Intervención General remitirá un ejemplar del acta a dicho centro.


Seis. En los casos en que la intervención de la comprobación material de la inversión no sea preceptiva, o no se acuerde por el Interventor General en uso de las facultades que al mismo se le reconocen, la comprobación de la inversión se justificará con el acta de conformidad firmada por quienes participaron en la misma o con una certificación expedida por el Jefe del centro, dependencia u organismo a quien corresponda recibir o aceptar las obras, servicios o adquisiciones, en la que se expresará haberse hecho cargo del material adquirido, especificándolo con el detalle necesario para su identificación, o haberse ejecutado la obra o servicio con arreglo a las condiciones generales y particulares que, en relación con ellos, hubieran sido previamente establecidas.


Cuando se trate de obras de primer establecimiento y en el caso de adquisición de bienes inventariables, se remitirá una copia del acta o de la certificación de recepción a la Dirección General que ostenta la competencia en materia de Patrimonio por la Consejería correspondiente, para su inclusión en el Inventario General de Bienes y Derechos.


En los contratos menores no incluidos en el párrafo anterior, la factura con el conforme del Jefe de la Unidad y el visto bueno del Director General o del Secretario General correspondiente, será documento suficiente a efectos de recepción o conformidad.


Siete. En aquellos contratos señalados en el apartado tres de este artículo, donde no sea posible llevarse a cabo la comprobación material de la inversión, podrá acreditarse su realización mediante certificación expedida por el Jefe de la Unidad responsable.





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003.


TÍTULO VII


DE LAS SUBVENCIONES Y AYUDAS PÚBLICAS


CAPÍTULO ÚNICO


Normas generales


Artículo 58. Concepto de subvención y ayuda.


Uno. Las normas contenidas en este Título son aplicables, en defecto de legislación específica, a las subvenciones y ayudas públicas que se concedan por la Comunidad Autónoma de Cantabria con cargo al Presupuesto del mismo. En ningún caso, las transferencias a Entidades y Empresas Públicas Regionales tendrán la naturaleza de subvenciones.


Las subvenciones o ayudas financiadas en todo o en parte con fondos procedentes de la Unión Europea, se regirán por la normativa especial comunitaria que las establece y regula su obtención, y por cuantas disposiciones se dicten en desarrollo o transposición de aquéllas para instrumentar la concesión y pago de las mismas, su justificación y control.


Dos. Se entiende como subvención o ayuda toda disposición gratuita de fondos realizada a favor de personas o entidades, públicas o privadas, para fomentar una actividad de utilidad o interés social, o para promover la consecución de un fin público, así como cualquier tipo de ayuda que se otorgue con cargo al Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Cantabria o al de sus Entidades Públicas.


Tres. El Gobierno de Cantabria será el órgano competente, previa consignación presupuestaria para este fin, para conceder subvenciones y ayudas derivadas de una convocatoria en la que al menos una ayuda o subvención exceda, individualmente y unitariamente considerada, de treinta y cinco mil euros. En los demás supuestos serán órganos competentes los titulares de las Consejerías y los Presidentes o Directores de los Organismos Autónomos, en sus respectivos ámbitos. Asimismo el Consejo de Gobierno será el órgano competente para la concesión de subvenciones y ayudas que tengan prevista consignación nominativa en el presupuesto.


Cuatro. Todos los acuerdos de concesión de subvenciones y ayudas deberán ser suficientemente motivados, razonándose el otorgamiento en función del mejor cumplimiento de la finalidad que lo justifique.


Cinco. Una vez transcurrido el plazo fijado para la Resolución en la Orden de convocatoria o en la normativa que regule la subvención, sin haber recaído acuerdo expreso, se entenderán denegadas por silencio administrativo todas las solicitudes de subvención que se gestionen por la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria y sus Entidades Públicas.


Artículo 59. Bases reguladoras y procedimiento.


Uno. Las subvenciones y ayudas con cargo a los créditos presupuestarios que no tengan asignación nominativa y que afecten a un colectivo de beneficiarios potenciales, general o indeterminado, deberán concederse de acuerdo con criterios de publicidad, libre concurrencia y objetividad.


Dos. Previamente a la adopción de los acuerdos de concesión, deberán establecerse, en caso de no existir,


las bases reguladoras de las subvenciones y ayudas, que serán sometidas a informe de los servicios jurídicos de cada Consejería y de la Intervención Delegada, y publicadas en el «Boletín Oficial de Cantabria», y deberán fijar, como mínimo:


a) Definición del objeto, condiciones y finalidad de la subvención o ayuda.


b) Requisitos que deberán reunir los beneficiarios para obtener la subvención o ayuda y forma de acreditar los mismos.


c) Condiciones de solvencia y eficacia que hayan de reunir las entidades colaboradoras, cuando se prevea el recurso a este instrumento de gestión.


d) Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario, o de la entidad colaboradora en su caso, del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió la subvención o ayuda y de la aplicación de los fondos percibidos.


e) Criterios que han de regir la concesión de la subvención o ayuda y, en su caso, el sistema de ponderación de los mismos, así como la composición del órgano colegiado, encargado de la instrucción y propuesta de la resolución, cuando haya de realizarse por concurso.


f) Crédito presupuestario al cual se imputa la subvención o ayuda.


g) Plazo de presentación de peticiones, y documentación que debe acompañarse a las mismas, así como plazo de resolución del procedimiento.


h) En el supuesto de que se considere la posibilidad de efectuar anticipos de pago sobre la cuantía concedida, forma y garantías que, si procede, deben aportar los beneficiarios. No se podrá adelantar al beneficiario más de un 65 por ciento de la subvención sin garantías, salvo las inferiores a cuatro mil quinientos euros. No se producirán nuevos abonos sin haber sido justificados previamente los pagos anteriores, salvo circunstancias excepcionales suficientemente motivadas.


No obstante lo anterior, podrán realizarse pagos hasta el límite de la cuantía concedida, cuando el beneficiario haya justificado al menos el 50 por ciento del importe total de la subvención concedida.


i) Obligación de los beneficiarios de facilitar cuanta información les sea requerida por la Intervención General del Gobierno de Cantabria, el Tribunal de Cuentas u otros Órganos competentes.


Tres. En los supuestos de subvenciones o ayudas de pequeña cuantía y con numerosos beneficiarios, se


podrán abonar a través de Habilitado o Director General de Tesorería, Presupuestos y Patrimonio.


Cuatro. En el caso de subvenciones nominativas, el beneficiario deberá justificar la aplicación de los fondos recibidos y el cumplimiento de la finalidad.


Artículo 60. Límites de concesión.


Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la subvención y, en todo caso, la obtención concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras Administraciones o Entes públicos o privados, nacionales o internacionales, podrá dar lugar a la modificación de la concesión. Esta circunstancia se hará constar en las correspondientes normas reguladoras de la concesión.


Asimismo, el importe de las subvenciones o ayudas en ningún caso podrá ser de tal cuantía que, aisladamente, o en concurrencia con otras subvenciones o ayudas procedentes de otras Administraciones Públicas o de otros Entes, públicos o privados, nacionales o internacionales, supere el coste de la actividad a desarrollar por el beneficiario.


Artículo 61. Seguimiento y control subvencional.


Tiene la consideración de beneficiario de subvenciones y ayudas el destinatario de los fondos públicos que haya de realizar la actividad que fundamentó su otorgamiento o que se encuentre en la situación que legitima su concesión. Son obligaciones del beneficiario:


a) Realizar la actividad o adoptar el comportamiento que fundamente la concesión de la subvención o ayuda, en la forma y plazos establecidos.


b) Justificar ante la entidad concedente, o, en su caso, la entidad colaboradora, la realización de la actividad o la adopción del comportamiento, así como el cumplimiento de los requisitos y condiciones que determinen la concesión o disfrute de la ayuda o subvención. A tal efecto, pueden solicitarse cuantos documentos justificativos sean necesarios para comprobar la aplicación de la subvención o ayuda.


c) El sometimiento a las actuaciones de comprobación, a efectuar por la entidad concedente o la entidad colaboradora, en su caso, y a las de control financiero que corresponden a la Intervención General, y a las previstas en la legislación del Tribunal de Cuentas.


De conformidad con la reglamentación comunitaria, y demás disposiciones aplicables, corresponde en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Cantabria a la Intervención General la elaboración y ejecución de los planes de control sobre beneficiarios de ayudas financiadas total o parcialmente con los fondos comunitarios.


d) Comunicar a la entidad concedente o a la entidad colaboradora, en su caso, la obtención de otras subvenciones o ayudas para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera otras Administraciones o Entes, públicos o privados, nacionales o internacionales, así como las alteraciones a que se refiere el artículo 62 de esta Ley.


e) Acreditar, previamente al cobro, que se encuentra al corriente de sus obligaciones tributarias con la AEAT, obligaciones con el Gobierno de Cantabria y sus Organismos Autónomos y frente a la Tesorería General de la Seguridad Social, salvo que esté exonerado de tal acreditación. 





Artículo 62. Reintegro de cantidades percibidas y régimen sancionador.


Uno. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de demora desde el momento del pago de la subvención, en los siguientes casos:


a) Obtención de la subvención o ayuda sin reunir las condiciones requeridas para ello.


b) Incumplimiento de la finalidad para la que la subvención fue concedida.


c) Incumplimiento de la obligación de justificación.


d) Incumplimiento de las condiciones impuestas a las entidades colaboradoras y beneficiarios con motivo de la concesión.


e) La negativa u obstrucción a las actuaciones de control establecidas en el artículo 60 de esta Ley.


Igualmente, en el supuesto contemplado en el artículo 59, de la misma, procederá el reintegro del exceso obtenido sobre el coste de la actividad desarrollada.


Dos. Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho público.


Tres. El régimen sancionador en materia de subvenciones y ayudas públicas aplicable en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Cantabria, así como en lo no previsto en el presente Título, será el establecido en el Real Decreto Legislativo 1.091/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria.


Cuatro. Si los beneficiarios no cumplen sus obligaciones en los plazos acordados, por causas que les sean directamente imputables, la subvención se reducirá en proporción al citado incumplimiento, sin perjuicio de que el órgano concedente disponga su total revocación, en caso de no poder alcanzar los objetivos de aquélla, previa notificación y audiencia del beneficiario, quien puede justificar las causas del incumplimiento.


Artículo 63. Entidades colaboradoras.


Uno. Las bases reguladoras de las subvenciones o ayudas podrán establecer que la entrega y distribución de los fondos públicos a los beneficiarios se efectúe a través de una entidad colaboradora.


Dos. A estos efectos, podrán ser consideradas entidades colaboradoras las Empresas Públicas y Entes de la Administración, las Entidades Locales de la Comunidad Autónoma, y las demás personas jurídicas que reúnan las condiciones de solvencia y eficacia que se establezcan.


Tres. La entidad colaboradora actuará en nombre y por cuenta del órgano concedente a todos los efectos relacionados con la subvención o ayuda, la cual, en ningún caso se considerará integrante de su patrimonio.


Cuatro. Son obligaciones de la entidad colaboradora:


a) Entregar a los beneficiarios los fondos recibidos de acuerdo con los criterios fijados en las normas reguladoras de las subvenciones y ayudas.


b) Verificar, en su caso, el cumplimiento y efectividad de las condiciones o requisitos determinantes para su otorgamiento.


c) Justificar la aplicación de los fondos percibidos ante la entidad concedente y, en su caso, entregar la justificación presentada por los beneficiarios.


d) Someterse a las actuaciones de comprobación que, respecto a la gestión de dichos fondos, pueda efectuar la entidad concedente, a las de control de la Intervención General, y a las previstas en la legislación del Tribunal de Cuentas.


Cinco. Podrá establecerse, asimismo, que las entidades colaboradoras cooperen en la restitución de las subvenciones otorgadas en los supuestos en que concurra causa de reintegro.


Artículo 64 .- Comprobación de las subvenciones.


La comprobación material de subvenciones y ayudas se realizará a posteriori, mediante los controles financieros incluidos en el Plan Anual de Auditorías, elaborado por la Intervención General. En los supuestos de que el objeto no resultara tangible, se podrá sustituir aquélla por una comprobación documental.


Artículo 65. Ayudas de emergencia.


El Gobierno de Cantabria, a propuesta del consejero de Economía y Hacienda, podrá autorizar la concesión de Ayudas Humanitarias de Emergencia, en el caso de situaciones catastróficas.


Dicha ayuda podrá ser entregada y distribuida directamente o a través de entidades colaboradoras, sin necesidad de ajustarse a los procedimientos y límites establecidos anteriormente para la concesión de subvenciones y ayudas públicas y sin perjuicio de la comprobación que a posteriori realice la Intervención General.





� Artículos 81 y 82 del TRLGP:


Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre, por el se aprueba el Reglamento para la concesión de subvenciones.


Decreto 2784/1964, de 27 de julio, sobre justificación de subvenciones.


� La Unión Europea dispone de cuatro Fondos Estructurales a través de los cuales canaliza su ayuda financiera para la resolución de problemas estructurales de índole económica y social a fin de reducir las desigualdades entre las distintas regiones y grupos sociales.


La normativa comunitaria más significativa, que deberá de tenerse en consideración para este nuevo periodo 2000-2006, es la que a continuación se cita.


Reglamento (CE) 1260/99, del Consejo , de 21 de junio de 1999, por el que se establecen disposiciones generales sobre los Fondos Estructurales.


Reglamento (CE) 1159/2000 de la Comisión de 30 de mayo de 2000, sobre las actividades de información y publicidad que deben de llevar a cabo los Estados Miembros en relación con las intervenciones de los Fondos Estructurales.


Reglamento (CE) 1685/2000 de la Comisión de 28 de julio de 2000 por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) 1260/99 del Consejo, relativo a la financiación de gastos de operaciones financiadas por los Fondos Estructurales.


Reglamento (CE) 438/2001 de la Comisión  de 2 de marzo de 2001 por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) 126071999 del Consejo en relación con los sistemas de gestión y control de las ayudas otorgadas con cargo a los Fondos Estructurales.


Reglamento (CE) 448/2001 de la Comisión de 2 de marzo de 2001, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamenteo (CE) 1260/1999 del Consejo en relación con el procedimiento para las correcciones financieras de las ayudas otorgadas con cargo a los fondos estructurales.


Reglamento (CE) 1605/2002 de 25 de junio de 2002 por el que se aprueba el Reglamento financiero aplicable al presupuesto general de las Comunidades Europeas.


Y los Reglamentos reguladores de cada uno de los Fondos Estructurales.





Los Fondos Estructurales disponen de 213 millardos de euros para el período 2000-2006. Sus ayudas financieras se concentran en tres objetivos prioritarios (93% del presupuesto) y cuatro iniciativas comunitarias (5,35% del presupuesto). 


A) Los objetivos prioritarios de los Fondos Estructurales en 2000-2006. 


Objetivo n° 1:Desarrollo y ajuste estructural de las regiones menos desarrolladas (135,9 millardos de euros) 


Objetivo n° 2: Reconversión económica y social de las zonas con deficiencias estructurales (22,5 millardos de euros) 


Objetivo n° 3: Adaptación y modernización de las políticas y sistemas de educación, formación y empleo (24,05 millardos de euros) 


Por otra parte, las zonas costeras no subvencionables en virtud del objetivo n° 1 reciben igualmente ayudas financieras del IFOP que cofinancia programas nacionales en favor de medidas de adaptación de las estructuras pesqueras (1,106 millardos de euros). 


B) Las iniciativas comunitarias de los Fondos Estructurales en 2000-2006.  (10,44 millardos de euros)


Interreg III: cooperación transfronteriza, transnacional e interregional.


Urban: rehabilitación de zonas urbanas en crisis.


Leader +: desarrollo rural mediante grupos de acción local.


Equal: cooperación transnacional en la lucha contra las discriminaciones y las desigualdades en el acceso al empleo. 





� El FEDER fue creado en 1975 para contribuir a financiar programas de desarrollo regional en favor de las regiones menos favorecidas. Su objetivo es contribuir a reducir los desequilibrios socioeconómicos entre las regiones de la Unión. Durante el período 2000-2006, el FEDER concede ayuda financiera en el marco de los dos objetivos (1º y 2º) prioritarios regionales de los Fondos Estructurales. 


La Dirección General de Política Regional es el servicio de la Comisión Europea encargado de las acciones europeas en favor del desarrollo económico y social de las regiones desfavorecidas de la Unión Europea, de conformidad con los artículos 158 y 160 del Tratado, [a través del FEDER,  el Fondo de Cohesión, y el Instrumento de política estructural de preadhesión (ISPA)].





� Creado en 1960, el FSE es el principal instrumento de la política social comunitaria. Durante el período 2000-2006, proporciona ayuda financiera a proyectos de formación profesional, de reciclaje y de creación de empleo en el marco del objetivo n° 3 y también de los objetivos los 1 y 2 de los Fondos Estructurales. La ayuda del FSE se destina esencialmente a los desempleados jóvenes, los desempleados de larga duración y los grupos y las mujeres socialmente desfavorecidos. 


El FSE está gestionado por la Dirección General de Empleo y Asuntos Sociales de la Comisión. 


� El FEOGA es el instrumento financiero de la política de desarrollo rural que constituye el segundo pilar de la política agrícola común. El FEOGA financia las medidas de desarrollo de las zonas rurales en todo el territorio de la Unión Europea y está compuesto por dos Secciones: la Sección de Orientación apoya las medidas de desarrollo rural en las zonas subvencionables del objetivo n° 1 y la Sección de Garantía interviene en las demás zonas.


El FEOGA es gestionado por la Dirección General de Agricultura de la Comisión. 


� El IFOP interviene en todas las regiones costeras a través de los programas del objetivo n° 1 o de los programas nacionales fuera del objetivo n° 1. Su objetivo es reforzar la competitividad de las estructuras pesqueras y fomentar la creación de empresas comerciales viables, tratando de mantener el equilibrio entre las capacidades de pesca y los recursos disponibles. 


El IFOP está gestionado por la Dirección General Pesca de la Comisión. 


� El Fondo de Cohesión financia proyectos relacionados con el medio ambiente y las redes transeuropeas de transporte en los Estados miembros de la Unión cuyo PIB es inferior al 90% de la media comunitaria. 


Creado por el Tratado de Maastricht en 1993, su propósito es reforzar la cohesión económica y social ayudando a los países menos prósperos a participar en la unión económica y monetaria. Gracias al Fondo de Cohesión, España, Portugal, Irlanda y Grecia han logrado aproximarse a los criterios de convergencia definidos de cara a la unión económica y monetaria, sin dejar de invertir en infraestructuras para acelerar su desarrollo.


Este Fondo está gestionado por la Dirección General de Política Regional de la Comisión. 


En el período 2000-2006, los cuatro países beneficiarios serán, al igual que en el período anterior (1993-1999), España, Portugal, Grecia e Irlanda. Pese a los progresos registrados, estos países siguen teniendo un PIB inferior al 90% de la media comunitaria. No obstante, su condición de beneficiarios se reexaminará a la luz de los datos actualizados sobre el PIB.


La dotación asignada al Fondo de Cohesión para el período 2000-2006 asciende a 18.000 millones de euros. 


Funcionamiento. Los Estados que pueden optar a las ayudas del Fondo presentan solicitudes de financiación a la Comisión, que adopta una decisión, por lo general, en un plazo de tres meses. 


A fin de evitar la dispersión de los proyectos y de garantizar, por tanto, la eficacia de la intervención del Fondo, cuando éstos se presentan a la Comisión, deben precisarse los conceptos de "proyectos" y "fases de proyectos". También en el momento de su presentación, los proyectos deben ir acompañados de una evaluación previa (evaluación ex ante), en la que se expliquen los motivos por los cuales se han descartado las posibles alternativas y el impacto medioambiental del proyecto para el que se solicita cofinanciación.


La ejecución de los proyectos aprobados es responsabilidad de las autoridades nacionales, las cuales han de ajustarse al calendario y a los planes de financiación. Los Estados son los principales responsables de la gestión y el control financiero de los proyectos. La Comisión y los Estados miembros efectúan controles a intervalos regulares y todos los proyectos son objeto de un seguimiento sistemático. La Comisión comprueba el cumplimiento de todas las condiciones aplicables al Fondo de Cohesión, entre las que cabe citar las siguientes:


ventajas económicas y sociales a medio plazo generadas por el proyecto.


evidenciadas por un análisis coste-beneficios y/o coste-eficacia.


contribución del proyecto a la aplicación de las políticas comunitarias en materia de medio ambiente y redes transeuropeas de transporte.


respeto de las prioridades definidas por el Estado miembro y contribución aportada.


compatibilidad del proyecto con las políticas comunitarias y coherencia con las medidas adoptadas al amparo de los Fondos Estructurales comunitarios.





� Proyectos del Fondo de Cohesión.


A)  Proyectos de medio ambiente: Los proyectos medioambientales respaldados por el Fondo de Cohesión deben permitir alcanzar los objetivos de la política de medio ambiente definidos en el Tratado:


conservación, protección y mejora de la calidad del medio ambiente.


protección de la salud de las personas.


utilización prudente y racional de los recursos naturales.


De conformidad con las Directivas vigentes en materia de medio ambiente, el Fondo concede prioridad al abastecimiento de agua potable, al tratamiento de aguas residuales y a la eliminación de los residuos sólidos. También pueden subvencionarse proyectos destinados a la reforestación, la lucha contra la erosión y la conservación de la naturaleza.


Ejemplos de grandes proyectos del Fondo de Cohesión relacionados con el medio ambiente: 


abastecimiento de Atenas con agua potable a partir del Evinos.


instalaciones de depuración de aguas residuales cerca de Tesalónica.


control de la calidad del agua por satélite en España.


medidas de reforestación en España.


suministro y distribución de agua en Dublín, Tuam y Limerick.


evacuación de residuos sólidos en Oporto.


B) Proyectos de infraestructuras de transporte:Los proyectos de infraestructura de transporte deben ser de interés común e ir encaminados a crear o desarrollar infraestructuras de transporte dentro de la red transeuropea de transporte (RTE) o facilitar el acceso a la RTE.


Ejemplos de grandes proyectos del Fondo de Cohesión en el ámbito de las infraestructuras de transporte: 


circunvalación de Madrid.


viaducto "Northern Cross" en Dublín.


puente Vasco Da Gama sobre el Tajo en Lisboa. 





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003. DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA


Ayudas del FEOGA GARANTÍA


Uno. Las ayudas financiadas a través del Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agrícola, sección Garantía, tramitadas al amparo del contenido del Decreto 103/1996, de Cantabria y sus posteriores modificaciones, en cuyas normas se atribuye la competencia para la concesión al Director del Organismo Pagador, serán tratadas como operaciones no presupuestarias.


Dos. Los expedientes tramitados al amparo de esta disposición adicional, quedarán exceptuados de intervención previa, que será sustituida por el control financiero de carácter permanente a que se refiere el artículo 25 de la presente Ley, y que se ejercerá, conforme se determine reglamentariamente, en consonancia con los requisitos exigidos por los Reglamentos Comunitarios que resulten de aplicación.


Tres. La aprobación de estas ayudas y formulación de las correspondientes propuestas de pago, corresponderá al Director del Organismo Pagador. A los efectos de pago de estas ayudas, la Intervención General realizará la intervención formal a que se refiere el artículo 70.2.b) de la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, con carácter prioritario y en un plazo máximo de cuarenta y ocho horas.





� Normativa orgánica:


Real Decreto 2206/1995, de 28 de Diciembre, regula las actuaciones interadministrativas relativas a los gastos de la sección Garantía del FEOGA.


Real Decreto 2205/95, de 28 de diciembre, crea  el Organismo de Coordinación al Fondo Español de Garantía Agraria (FEGA), [refundición del Fondo de Ordenación y Regulación de Producciones y Precios Agrarios (FORPPA) y el Servicio Nacional de Productos Agrarios (SENPA)].


Decreto 103/1996, de 10 de octubre (BOC 11/10/96), ordena la constitución del Organismo Pagador de Cantabria y establece su organización y funcionamiento [Decreto 113/97, de 28 de octubre da nueva redacción al articulo 4, y los Decretos 120/1997, de 20 de noviembre, y  122/1997, de 24 de noviembre, modifican la estructura orgánica y la relación de puestos de trabajo de la Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca; Decreto 18/2000, de 17 de Marzo, de Estructura Orgánica de la Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca, refundición en un único “Servicio de Ayudas del Sector Agrario” (SASA), las distintas Secciones encargadas de la gestión de las  ayudas del FEOGA-G]





�Real Decreto Legislativo 1091/1988 de 23 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de laLey General Presupuestaria. Artículo 153. Subvenciones gestionadas.


1. Los créditos existentes en los Presupuestos Generales del Estado para el cumplimiento de planes y programas conjuntos referidos a competencias de las Comunidades Autónomas, se consignarán en los artículos correspondientes de los Presupuestos Generales del Estado relativos a transferencias corrientes y de capital a Comunidades Autónomas.


2. Estos créditos se gestionarán de acuerdo con las siguientes reglas:


Primera. En aquellos casos en que no sea posible la territorialización de dicho crédito en los propios Presupuestos Generales del Estado, antes del 15 de marzo del ejercicio en curso, la Conferencia Sectorial correspondiente acordará los criterios objetivos de distribución, así como la distribución resultante.


Segunda. Los compromisos financieros para la Administración General del Estado, indicados en al regla anterior, serán formalizados mediante acuerdo del Consejo de Ministros.


Tercera. En aquellos casos en que se estime necesario por las Administraciones representadas, simultáneamente la Conferencia Sectorial podrá aprobar la descripción de los objetivos y actividades propios del plan o programa conjunto.


Cuarta. En los supuestos en que las Comunidades Autónomas aporten medios financieros u otro tipo de recursos propios, la colaboración requerida podrá articularse mediante la suscripción de los correspondientes convenios de colaboración.


Quinta. Sin perjuicio de los dispuesto en la reglas precedentes, se podrán establecer, en los casos en que ello resulte justificado, reservas generales de crédito no distribuido en el origen con el fin de cubrir necesidades o demandas imprevistas a lo largo de la ejecución del presupuesto.


Sexta. Los créditos que corresponda gestionar a cada Comunidad Autónoma se le librarán y harán efectivos por cuartas partes en la segunda quincena natural de cada trimestre, sin que deba producirse más excepción a esta regla que la del pago correspondiente al primer trimestre,con las siguientes excepciones  a esta regla:


El pago correspondiente al primer trimestre, que se hará efectivo tan pronto se haya efectuado el reparto territorial de los créditos.


El pago correspondiente al cuarto trimestre de los programas que hayan de ser justificados antes del 15 de octubre de acuerdo con lo establecido en la normativa presupuestaria comunitaria, que se hará efectivo en la segunda quincena natural del tercer trimestre. 


Cuando las subvenciones tengan por finalidad prestaciones de carácter personal y social se librarán a las Comunidades Autónomas que dozavas partes, al comienzo del mes.





c)     Los pagos correspondientes a la financiaciòn del Programa Operativo de Pesca para las regiones de  objetivo número uno, Regiones en régimen transitorio y del DOCUP ( Documento Unico de Programación)  para las regiones de fuera de objetivo uno, podrán librarse en su totalidad , una vez hayan sido acordados en Conferencia Sectorial los criterios objetivos de distribución y la distribución resultante, así como el refrendo mediante Acuerdo del Consejo de Ministros.





Séptima. Los remanentes de fondos resultantes al finalizar cada ejercicio, que se encuentren en poder de las Comunidades Autónomas, seguirán manteniendo el destino específico para el que fueron transferidos y se utilizarán en el siguiente ejercicio como situación de Tesorería en el origen para la concesión de nuevas subvenciones.


Si la subvención a la que corresponda el remanente resulta suprimida en el presupuesto del ejercicio siguiente se destinará aquél en primer lugar a hacer efectivas las obligaciones pendientes de pago al fin del ejercicio inmediatamente anterior y el sobrante que no estuviese comprometido se reintegrará al Estado.


Octava. Concluido el ejercicio económico, las Comunidades Autónomas deberán remitir al Departamento Ministerial correspondiente un estado comprensivo de las obligaciones reconocidas y los pagos realizados hasta el cierre del ejercicio económico, por la subvención o subvenciones gestionadas.


Novena. Las aportaciones del Estado al Plan Único de Obras y Servicios de Catalunya (PUOSC) con cargo a las diferentes secciones del Programa de Cooperación Económica Local del Estado serán territorializadas anualmente en la correspondiente ley de Presupuestos Generales del Estado.





� Real Decreto 613/2001; Decreto 122/1996; Ley de Cantabria 4/2000.


� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003.


CAPÍTULO II


Normas específicas de la gestión de los presupuestos docentes


Artículo 11. Módulo económico de distribución de fondos públicos para sostenimiento de centros concertados.


Uno. De acuerdo con lo establecido en los apartados segundo y tercero del artículo 49 de la Ley Orgánica


8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la educación, el importe del módulo económico por unidad escolar, a efectos de distribución de la cuantía global de los fondos públicos destinados al sostenimiento de los centros concertados para el año 2002, es el fijado en Anexo de esta Ley. A fin de dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 11.2 de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, y en la Disposición Adicional Segunda número 3 de la Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, de la Participación, la Evaluación y el Gobierno de los Centros Docentes, las unidades que se concierten en las enseñanzas de segundo ciclo de la Educación Infantil, se financiarán conforme a los módulos económicos establecidos en el Anexo de esta Ley.


A partir de 1 de enero de 2003, las unidades concertadas de Ciclos Formativos de Grado Medio y Ciclos Formativos de Grado Superior, se financiarán conforme a los módulos establecidos en el Anexo de la presente Ley.


En la partida correspondiente a otros gastos de aquellas unidades concertadas de formación profesional específica que, al amparo de de lo dispuesto en el Real Decreto 777/1998, de 30 de abril, por el que se desarrollan determinados aspectos de la ordenación de la formación profesional en el ámbito del sistema educativo, cuenten con autorización para una ratio inferior a 30 alumnos por unidad escolar, se aplicará un coefeciente reductor de 0,015 por cada alumno menos autorizado


Las unidades concertadas de Programas de Garantía Social se financiarán conforme al módulo económico establecido en el Anexo de la presente Ley.


Asimismo las unidades concertadas en las que se impartan las enseñanzas de bachillerato establecidas en la Ley Orgánica 1/1990 de 3 de octubre,de Ordenación General del Sistema Educativo, se financiarán conforme al módulo económico establecido en el Anexo de esta Ley.


La Administración Educativa podrá adecuar los módulos establecidos en el citado Anexo a las exigencias derivadas del currículum establecido por cada una de las enseñanzas, siempre que ello no suponga una disminución de las cuantías de dichos módulos, fijadas en la presente Ley.


Las retribuciones del personal docente tendrán efectividad desde el 1 de enero de 2003, sin perjuicio de la fecha en que se firmen los respectivos Convenios Colectivos de la Enseñanza Privada, aplicables a cada nivel educativo en los Centros Concertados, pudiendo la Administración aceptar pagos a cuenta, previa solicitud expresa y coincidente de todas las organizaciones patronales y consulta con las sindicales negociadoras de los citados Convenios Colectivos, hasta el momento en que se produzca la firma del correspondiente Convenio, considerándose que estos pagos a cuenta tendrán efecto desde el 1 de enero de


2003. El componente del módulo destinado a «Otros Gastos» surtirá efecto a partir del 1 de enero de 2003.


Las cuantías señaladas para salarios del personal docente, incluidas cargas sociales, serán abonadas directamente por la Administración, sin perjuicio de la relación laboral entre el profesorado y el titular del Centro respectivo. La distribución de los importes que integran los «Gastos Variables» se efectuará de acuerdo con lo establecido en las disposiciones reguladoras del régimen de conciertos.


La cuantía correspondiente a «Otros Gastos» se abonará mensualmente pudiendo los centros justificar su aplicación al finalizar el correspondiente ejercicio económico de forma conjunta para todas las enseñanzas concertadas del centro.


En los ciclos formativos de grado medio o superior cuya duración sea de 1300 o 1400 horas, la Administración Educativa podrá establecer el abono de la partida de otros gastos del segundo curso, fijada en el módulo contemplado en el Anexo, de forma conjunta con la correspondiente al primer curso, sin que ello suponga en ningún caso un incremento en la cuantía global resultante.


Dos. A los Centros docentes que tengan unidades concertadas en el Primero y Segundo ciclo de la Educación Secundaria Obligatoria, se les dotará de la financiación de los servicios de orientación educativa a que se refiere la Disposición Adicional Tercera punto 3 de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo. Esta dotación se realizará sobre la base de calcular el equivalente a una jornada completa del profesional adecuado a estas funciones, por cada 25 unidades concertadas de Educación Secundaria Obligatoria. Por tanto, los Centros concertados tendrán derecho a la jornada correspondiente del citado profesional, en función del número de unidades de Educación Secundaria Obligatoria que tengan concertadas.


Tres. De conformidad con la Ley Orgánica de Ordenación General del Sistema Educativo, que establece en su artículo 23 la posibilidad de que puedan establecerse diversificaciones del currículum aquellos Centros Concertados de Educación Secundaria Obligatoria que reúnan los requisitos establecidos en el precitado artículo, podrán ser dotados de financiación para incrementar la ratio profesor/unidad que les corresponda con el fin de atender los Programas de Diversificación Curricular.


Cuatro. Los centros acogidos al programa de integración de alumnos con necesidades educativas especiales en los niveles de enseñanza obligatoria, dispondrán de la dotación económica precisa para garantizar una educación de calidad de estos alumnos, según lo establecido en la normativa específica aplicable de ordenación de educación de alumnos con necesidades educativas especiales. Esta dotación , a partir del curso 2003/2004 se calculará en base a una ratio profesor/unidad 1/1, de acuerdo con el modulo económico etablecido en el anexo de estaLey. En el caso de que no se concierte una unidad de integración completa, la dotación se realizará en proporción al porcentaje de unidad concertada.


En los centros en que dispongan de esta dotación se aplicará a las unidades concertadas de los niveles de enseñanza obligatoria la ratio alumno/unidad establecidas con carácter general para cada etapa y no la específica establecida para las unidades con alumnos con necesidades educativas especiales.


Asimismo, los centros docentes que tengan unidades concertadas en los niveles de enseñanza obligatoria podrán ser dotados de financiación para la atención de alumnos con necesidades de compensación educativa, según lo establecido en la normativa especifica sobfre ordenación de actuaciones de compensación educativa. Esta dotación se calculará de la misma forma que la establecida en esta Ley para las unidades de integración.


Cinco. De conformidad con la Ley Orgánica de Ordenación General del Sistema Educativo, que establece en su artículo 36 que la atención a los alumnos con necesidades educativas especiales se regirán por los principios de normalización e integración, los Centros Concertados de educación especial podrán ser dotados de financiación para el desarrollo de los programas de «Transición a la vida adulta» que desarrollan la autonomía personal y la integración social del alumnado, de acuerdo con el módulo económico establecido en el Anexo de esta Ley, para la Formación Profesional-Aprendizaje de Tareas.


Seis. Las cantidades a percibir de los alumnos en concepto de financiación complementaria a la proveniente de los fondos públicos que se asignen al régimen de conciertos singulares, suscritos para enseñanzas de niveles no obligatorios, y en concepto exclusivo de enseñanza reglada, son las que se establecen a continuación:


 Bachillerato LOGSE y Ciclos Formativos de Grado Superior: 18,03 euros alumno/mes durante diez meses, en el período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2003. La financiación obtenida por los centros, consecuencia del cobro a los alumnos de estas cantidades, tendrá el carácter de complementaria a la abonada directamente por la Administración para la financiación de los «Otros Gastos». La cantidad abonada por la Administración no podrá ser inferior a la resultante de minorar en 3.606,07 euros el importe correspondiente al componente de «Otros Gastos» de los módulos económicos establecidos en el Anexo de la presente Ley, pudiendo la Administración Educativa establecer la regulación necesaria al respecto.


Siete. Se faculta a la Administración Educativa para fijar las relaciones profesor/unidad concertada, adecuadas para impartir el plan de estudios vigente en cada nivel objeto del concierto, calculadas en base a jornadas de profesor con veinticinco horas lectivas semanales; por tanto la Administración no asumirá los incrementos retributivos, las reducciones horarias, o cualquier otra circunstancia, como los complementos de cargo directivo o la antigüedad que conduzca a superar lo previsto en los módulos económicos del anexo de esta Ley. 


Asimismo, la Administración Educativa no asumirá los incrementos retributivos, fijados en Convenio Colectivo que supongan un porcentaje superior al incremento establecido con carácter general para el personal al servicio del Gobierno de Cantabria.


En el ejercicio 2003, la Administración Educativa efectuará el abono de las cuantías en concepto de paga extraordinaria por antigüedad en la empresa establecida en el Convenio colectivo del sector en la forma y condiciones previstas en acuerdo con las organizaciones patronales y sindicales.


Ocho. La ratio profesor/unidad de los Centros Concertados podrá ser incrementada en función del número total de profesores afectados por las medidas de recolocación que se hayan venido adoptando hasta la entrada en vigor de esta Ley y se encuentren en este momento incluidos en la nómina de pago delegado, así como de la progresiva potenciación de los equipos docentes. 


Todo ello, sin perjuicio de las modificaciones de unidades que se produzcan en los Centros Concertados, como consecuencia de la normativa vigente en materia de conciertos educativos.





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003


Artículo 12. Autorización de los costes de personal de la Universidad de Cantabria.


De conformidad con lo dispuesto en el artículo 81.4 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades , se autorizan los costes de personal docente (funcionario y contratado) y del personal de adminsitración y servicios ( funcionario y laboral ) de la Universidad de Cantabria para el año 2003, por importe de veintinueve millones ciento tres mil seiscientos veintisiete euros (29.103.627 euros) para el personal docente funcionario y contratado docente, y de once millones doscientos cuarenta y nueve mil seiscientos cincuenta y siete euros( 11.249.657 euros), para el personal de administración y servicios, funcionario y laboral sin incluir trienios, Seguridad Social, ni las partidas que, en aplicación del Real Decreto 1558/1986, de 28 de junio (Boletín Oficial del Estado de 31 de julio) y disposiciones que lo desarrollan vengan a incorporar a su Presupuesto la Universidad de Cantabria, procedentes de las Instituciones Sanitarias correspondientes, para financiar las retribuciones de las plazas vinculadas.





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003.


CAPÍTULO III


Gestión de los presupuestos de Entidades Públicas


Artículo 13. De las Sociedades Mercantiles Públicas.


Las Empresas Públicas de la Comunidad Autónoma de Cantabria remitirán a la Consejería de Economía y Hacienda información sobre actuaciones, inversiones y endeudamiento, así como aquella otra que se determine mediante Orden del consejero de Economía y Hacienda. 


Con objeto de asegurar en las Empresas Públicas determinadas condiciones de eficacia, eficiencia, economía y buena gestión en la asignación de los recursos, la Consejería de Economía y Hacienda podrá concertar convenios o contratos programa con las Sociedades Públicas de carácter mercantil, vinculándolos a la percepción de subvenciones de explotación o capital. Los citados convenios o contratos incluirán, al menos:


a) Hipótesis macroeconómicas y sectoriales que sirvan de base a los acuerdos.


b) Objetivos perseguidos en relación con la rentabilidad y productividad.


c) Política de personal, reestructuración técnica, o cualesquiera otras finalidades.


d) Las actuaciones necesarias para adaptar los objetivos acordados a las variaciones que pudieran producirse en el entorno económico respectivo.


A estos efectos, en cada convenio o contrato, se establecerá una comisión de seguimiento que será copresidida por la Consejería de la cual dependa la sociedad, y la Consejería de Economía y Hacienda.


Artículo 14. Consorcios.


Uno. Las Consejerías y Entidades Públicas de la Comunidad Autónoma de Cantabria pueden participar en consorcios con otras Administraciones Públicas o con empresas privadas, para fines de interés público. La participación se autorizará siempre por el Gobierno de Cantabria.


Dos. En los consorcios en cuya financiación participen en un 50 por ciento o más los Órganos del Sector Público de Cantabria, el régimen de presupuestación y contabilidad de los mismos se ajustará a la normativa de la Comunidad Autónoma de Cantabria, pudiéndose establecer por ésta un control financiero permanente.


Tres. Se entiende que existe una participación de, al menos, un 50 por ciento, cuando en el documento de constitución del consorcio conste que las aportaciones iniciales o la financiación de los gastos anuales a cargo de los Órganos y Entidades del Sector Público de Cantabria, alcanzan o superan el citado porcentaje.


� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003.


CAPÍTULO II


De los avales


Artículo 68. Otorgamiento de avales públicos.


Uno. El Gobierno podrá avalar, en las condiciones establecidas en la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, y disposiciones de desarrollo, las operaciones de crédito que las entidades de crédito concedan a las personas, entidades o empresas, públicas o privadas, previa aprobación del Pleno del Parlamento de Cantabria, a propuesta del Gobierno de Cantabria.


La tramitación correspondiente, ante el Pleno del Parlamento de Cantabria, se realizará de acuerdo con la reglamentación establecida para los proyectos de Ley. El importe de los avales prestados podrá cubrir el principal de las operaciones avaladas, sin que puedan incluirse intereses, comisiones, y otros gastos derivados de la formalización o consecuencia de ésta.


Dos. El importe de los avales a prestar por el Gobierno de Cantabria a empresas privadas no podrá exceder de quince millones de euros.


No se imputará al citado límite el importe de los avales que se presten por motivo de la refinanciación o sustitución de operaciones de crédito, en la medida que impliquen cancelación de avales anteriormente concedidos. 


Los créditos a avalar tendrán como única finalidad financiar inversiones productivas de las empresas que tengan fijado su domicilio social y actividad en Cantabria.


CAPÍTULO III


De las operaciones de Tesorería


Artículo 69. Regulación de las operaciones de tesorería.


Uno. Se autoriza al Gobierno para formalizar, a propuesta del consejero de Economía y Hacienda, operaciones de crédito, por plazo no superior a un año, con el fin de cubrir necesidades transitorias de la Tesorería.


Dos. El producto de estas operaciones financieras, así como sus amortizaciones, se contabilizarán transitoriamente en una cuenta extrapresupuestaria, traspasándose a la contabilidad presupuestaria por su saldo al cierre del ejercicio. Los gastos por intereses y por conceptos conexos de las referidas operaciones, se registrarán en los pertinentes créditos presupuestarios.





�  Ley de Cantabria 6/2000, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2001.


DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA, Concesión de aval


Se concede un aval a favor de la Sociedad Regional, Empresa de Residuos de Cantabria, S.A., ERCSA, que le permita obtener una operación de crédito, por un plazo de hasta cinco años, por importe de mil millones (1.000.000.000) de pesetas, con destino a la refinanciación de operaciones anteriormente concertadas.


Dicho aval se formalizará por el Consejero de Economía y Hacienda mediante el oportuno instrumento jurídico, no quedando afectado por las limitaciones establecidas en el artículo 65 de la presente Ley.








� Modificado por la Ley de Cantabria 6/1991, de 2 de septiembre, artículo primero, por el que el número 1) del artículo 65 de la Ley 7/1984, quedará redactado como sigue:


«1. Las garantías que ofrezca la Diputación Regional de Cantabria deberán revestir, necesariamente, la forma de aval de la Tesorería. El aval, cuando garantice operaciones de crédito a empresas privadas, además de cumplir las condiciones establecidas por el artículo 66 de esta Ley, requerirá ser aprobado por Ley de la Asamblea Regional de Cantabria. En los restantes casos autorizados por esta Ley, será autorizado por el Consejo de Gobierno, a propuesta del consejero de Economía, Hacienda y Presupuesto.»





�. Modificado por la Ley de Cantabria 6/1991, de 2 de septiembre, artículo segundo, que establece que el número 2) del artículo 66 de la Ley 7/1984, quedará redactado como sigue:


«Los créditos a avalar de empresas privadas tendrán como única finalidad la de financiar inversiones productivas de pequeñas y medianas empresas que tengan fijado su domicilio social y desarrollen su actividad principalmente en Cantabria.»








� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, TÍTULO III, DEL CONTROL Y DE LA CONTABILIDAD, CAPÍTULO ÚNICO, Del control interno.


Artículo 19. Competencias.


La Intervención General de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, con plena autonomía respecto a los órganos y entidades sujetos a fiscalización, tendrá las siguientes facultades:


a) Ser el centro de control interno.


b) Ser el centro directivo de la contabilidad pública.


Artículo 20. Formas de ejercicio.


Uno. El control interno de la gestión económica y financiera de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, se realizará por la Intervención General sobre el conjunto de su actividad financiera y sobre los actos de contenido económico que la integran.


Dos. El control interno se llevará a cabo mediante el ejercicio de la función interventora y del control financiero.


Artículo 21. De la función interventora.


La función interventora tiene por objeto controlar todos los actos de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria que den lugar al reconocimiento de derechos y obligaciones de contenido económico, así como los ingresos y pagos que de ellos se deriven y la recaudación, inversión o aplicación en general de los caudales públicos, con el fin de asegurar que su administración se ajuste a las disposiciones existentes en cada caso.


El ejercicio de la función interventora comprenderá:


a) La fiscalización previa de los actos que reconozcan derechos de contenido económico, autoricen gastos o acuerden movimiento de fondos y valores.


b) La intervención de la liquidación del gasto y de la inversión.


c) La intervención formal de la ordenación del pago.


d) La intervención material del pago. 


Artículo 22. Del procedimiento para el ejercicio de la función interventora sobre derechos e ingresos.


Uno. La fiscalización previa de los derechos e ingresos de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria se sustituye por el control inherente a la toma de razón en contabilidad y el control posterior. Este último se efectuará mediante el ejercicio del control financiero permanente.


Dos. El Interventor General podrá establecer específicas comprobaciones posteriores sobre determinados tipos de liquidaciones.


No obstante, los actos de ordenación del pago y pago material derivados de devoluciones de ingresos indebidos están sujetos a la intervención formal de la ordenación del pago y a la intervención material del pago.


Artículo 23. No sujeción a fiscalización previa.


Uno. No estarán sometidos a fiscalización previa los siguientes gastos:


a) Los gastos de carácter periódico y demás de tracto sucesivo, una vez fiscalizado el gasto correspondiente al período inicial del acto o contrato del cual deriven, o sus modificaciones.


b) Los gastos no superiores a tres mil euros.


c) Las subvenciones con consignación nominativa en los Presupuestos. 


Dos. En la Entidad Pública «Fundación Pública Marqués de Valdecilla»,así como en las gerencias, hospitales y demás centros sanitarios dependientes del Servicio Cántabro de la Salud, la función interventora queda sustituida por el control financiero permanente.


Artículo 24. Régimen especial de la fiscalización limitada previa.


Uno. El Gobierno de Cantabria podrá acordar, a iniciativa del Consejero de Economía y Hacienda, previo informe de la Intervención General, que la fiscalización previa se limite a comprobar los extremos siguientes:


a) La existencia de crédito presupuestario y que el propuesto es el adecuado a la naturaleza del gasto u obligación que se proponga contraer.


En los casos en que se trate de contraer compromisos de gastos de carácter plurianual se comprobará, además, si se cumple lo preceptuado en el artículo 37, con carácter previo a la disposición del gasto.


b) Que las obligaciones o gastos se generan por el órgano competente.


c) Aquellos otros extremos que, por su transcendencia en el proceso de gestión, determine el Gobierno de Cantabria.


Dos. Los interventores podrán formular las observaciones complementarias que consideren convenientes, sin que las mismas tengan efecto suspensivo en la tramitación de los expedientes correspondientes.


Tres. Asimismo el Gobierno de Cantabria, podrá acordar, previo informe de la Intervención General, un sistema específico de fiscalización limitada previa de los gastos del personal docente, sanitario y de atención social.


Cuatro. Los mencionados acuerdos, aprobados por el Gobierno de Cantabria, deberán ser publicados en el Boletín Oficial de Cantabria.


Artículo 25. Del control financiero.


Uno. El control financiero, cuyo objeto es verificar que la gestión económico-financiera de la Administración de la Comunidad Autónoma, se adecua a los principios de legalidad, economía, eficiencia y eficacia, será ejercido por la Intervención General, con respecto a los siguientes sujetos:


a) Con carácter permanente, incluyendo, en su caso, el control posterior a la fiscalización esencial o limitada previa, se extenderá a las Consejerías y demás Órganos de la Administración de la Comunidad Autónoma, sus Organismos Autónomos, Entidades Públicas, Sociedades Mercantiles y demás Entidades del Sector Público Regional.


b) Las sociedades mercantiles, empresas, entidades y particulares por razón de las subvenciones, créditos, avales y demás ayudas concedidas por Órganos o Entes del Sector Público Regional, incluyendo las financiadas con cargo a fondos de otras Administraciones, así como a las entidades colaboradoras que participen en el procedimiento para su concesión y gestión.


Dos. El control financiero se ejercerá mediante auditorías u otras técnicas de control, de conformidad con lo que se establezca en las normas de auditoría e instrucciones que dicte el Interventor General.


Tres. El control financiero se realizará por la Intervención General de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, a través de sus propios servicios y, en su caso, a través de las unidades y firmas externas de auditoría designadas para cada caso.


Cuatro. Cuando, por insuficiencia de medios, se contrate con firmas externas la realización de controles financieros, en la dirección de los trabajos participará el Interventor Adjunto o el funcionario que designe el Interventor General. Este criterio se mantendrá en la emisión del informe establecido en el apartado 2 del artículo 76 de la Ley 7/1984, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria, para las auditorías complementarias.


Artículo 26. De la omisión de intervención.


En los supuestos en los que la función interventora fuera preceptiva y se hubiese omitido, no se podrá reconocer la obligación, ni tramitar el pago, ni intervenir favorablemente estas actuaciones, hasta que el Gobierno de Cantabria autorice el pago.














� Ley de Cantabria 10/1999, de 27 de diciembre, DE PRESUPUESTOS GENERALES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANTABRIA PARA EL AÑO 2000, DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA. Plan de Contabilidad Pública.


	


	Uno. Se autoriza al Consejero de Economía y Hacienda para que acuerde la implantación del Plan General de Contabilidad Pública y proceda a realizar las adaptaciones normativas para su plena operatividad.





	Dos. Los saldos acreedores y deudores que por su fecha de origen o por alguna de sus características ofrezcan dudas sobre su efectividad no se incorporarán al nuevo Sistema de Información Contable y serán objeto de contabilización independiente. Realizados los análisis y gestiones pertinentes, se procederá a la incorporación al nuevo Sistema de Información Contable o a su cancelación.








Ley de Cantabria 10/1999, de 27 de diciembre, DE PRESUPUESTOS GENERALES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANTABRIA PARA EL AÑO 2000, DISPOSICIÓN ADICIONAL SEXTA. Rendición de cuentas.





	Uno. La Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria y sus Organismos Autónomos formarán y rendirán sus cuentas de acuerdo con los principios y normas de contabilidad recogidos en el Plan General de Contabilidad Pública de España.





	Dos. Mientras no se aprueben normas de desarrollo propias de la Comunidad Autónoma de Cantabria, serán de aplicación las dictadas para el Estado, en relación con la contabilidad pública. Se autoriza al Consejero de Economía y Hacienda para realizar la adaptación de dichas disposiciones, con facultad de aclarar y armonizar las normas afectadas, así como la de sistematizar y realizar las adaptaciones terminológicas que fueren necesarias, y la de suspender total o parcialmente su aplicación, en casos oportunamente justificados.





Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003,  DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA, Información económico-financiera


Se autoriza a la Consejería de Economía y Hacienda y a la Consejería de Presidencia para que mediante Instrucción conjunta, establezcan los procedimientos y protocolos que garanticen la elaboración y transmisión de la información económica-financiera en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Cantabria mediante técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas. Los documentos y resúmenes contables elaborados y transmitidos conforme a dicha Instrucción podrán ser registrados directamente en el sistema de Información Contable sin requerir otras acreditaciones.





�  Normativa:


Reglamento (CE) 1103/97, del Consejo, de 17 de junio, sobre determinadas disposiciones relativas a la introducción del euro.


Reglamento (CE) 974/98, del Consejo, de 3 de mayo, sobre la introducción del euro.


Reglamento (CE) 2866/98 del Consejo, de 31 de diciembre de 1998, sobre los tipos de conversión entre el euro y las monedas de los Estados miembros que adoptan el euro.


                                         1 € 	 = 	166,38600	Pesetas españolas


Ley 46/1998, de 17 de diciembre, sobre introducción del euro.


Ley Orgánica 10/1998, de 17 de diciembre, complementaria de la Ley sobre introducción del euro.


Real Decreto 2814/1998, de 23 de diciembre, por el que se aprueban normas sobre los aspectos contables de la introducción del euro [LEY 9/2001, de 4 de junio, por la que se modifica la disposición transitoria sexta de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, determinados artículos de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, y determinados artículos de la Ley 46/1998, de 17 de diciembre, sobre introducción del euro ]. 


Real Decreto 2813/1998, de 23 de diciembre, por el que se establece el procedimiento de redenominación a euros de la Deuda del Estado registrada en la Central de Anotaciones. 


ORDEN de 18 de febrero de 1999 por la que se dictan instrucciones de contabilidad pública para el período transitorio de introducción del euro y se modifica el Plan General de Contabilidad Pública.


Segundo. Unidad de cuenta en la que se realizan los registros contables y se expresa la información contable. 1. Durante el período transitorio de introducción del euro, la contabilidad de las entidades integradas en el ámbito de aplicación de esta Orden, deberá llevarse en la unidad de cuenta en la que se aprueben sus respectivos presupuestos.


Acuerdo de intenciones entre el Ministerio de Economía, Banco de España y Asociaciones de Entidades de Credito sobre ciertos aspectos relativos a la introducción del euro, 23/01/2001








�  Normativa:


Orden del 29 de noviembre de 2000, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad Pública para Cantabria. 


Orden de 18 de diciembre de 2000, por la que se aprueban los documentos contables a utilizar por la Administración de la C.A. de Cantabria.


Resolución de 29 de diciembre de 2000, por la que se aprueba la Instrucción Provisional  para la Administración Financiera de la C.A. de Cantabria.


� En la actualidad punto 6,  Ley Orgánica 13/1998.


�  ESTADO DE LIQUIDACIÓN DEL PRESUPUESTO: Es aquel Estado que presenta, con la debida separación, la liquidación del Presupuesto de gastos , la liquidación del Presupuesto de ingresos, el resultado de operaciones comerciales (para entidades cuya normativa presupuestaria así lo exiga) y el resultado presupuestario.


� La liquidación del Presupuesto de gastos, con arreglo a la estructura que presente dicho presupuesto, contendrá la siguiente información:


a) Los créditos totales autorizados, haciendo distinción entre los iniciales, modificaciones y definitivos.


b) Las obligaciones reconocidas netas con cargo a los mismos.


c) Los remanentes de crédito.


d) Los pagos realizados.


e) Las obligaciones reconocidas en el ejercicio y pendientes de pago al finalizar el mismo.


� La liquidación del Presupuesto de ingresos, con arreglo a la clasificación que presente dicho presupuesto, contendrá la siguiente información:


a) Las previsiones definitivas, haciendo distinción entre las previsiones iniciales, modificaciones y definitivas.


b) Los derechos reconocidos netos.


c) La recaudación neta.


d) Los derechos cancelados por insolvencias y otras causas.


e) Los derechos reconocidos en el ejercicio pendientes de cobro al finalizar el mismo.





El resultado de operaciones comerciales, recoge los importes estimados y realizados de la variación de existencias, de las compras y ventas netas, de la variación de la provisión de existencias, de los gastos e ingresos comerciales netos y del propio resultado de operaciones comerciales, positivo o negativo.


El resultado presupuestario recoge en un solo estado. El resultado presupuestario del ejercicio, la variación neta de pasivos financieros, el saldo presupuestario del ejercicio, y el superávit o déficit de financiación del ejercicio.





� Glosario de Términos:


RESULTADO PRESUPUESTARIO: Es la diferencia entre la totalidad de ingresos presupuestarios realizados durante el ejercicio, excluidos los derivados de la emisión y creación de pasivos financieros, y la totalidad de gastos presupuestarios del mismo ejercicio, excluidos los derivados de la amortización y reembolso de pasivos financieros.


SALDO PRESUPUESTARIO: Es la magnitud que se obtiene añadiendo al resultado presupuestario del ejercicio, la variación neta de pasivos financieros presupuestarios. 


CUENTA DEL RESULTADO ECONÓMICO�PATRIMONIAL: Es el Estado que presenta este resultado referido a una entidad y a un ejercicio. Se estructura en dos corrientes  (positiva y negativa),  desarrolladas cada una de ellas en función de la naturaleza económica de cada operación, y recogiendo:


- La positiva:  los ingresos y los beneficios de la entidad.


- La negativa:  los gastos y las pérdidas de la entidad.





�  Orden del 29 de noviembre de 2000, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad Pública para Cantabria. 





� Ley de Cantabria 9/2002, de 223de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003, Artículo 38. Cierre y liquidación de los Presupuestos.


…


Dos. La Consejería de Economía y Hacienda someterá a la aprobación del Gobierno de Cantabria la citada liquidación antes del 30 de abril del año 2004.


Tres. Esta liquidación será remitida al Parlamento de Cantabria antes del 15 de mayo del mismo año.





� Glosario de Términos:


SIC: SISTEMA DE INFORMACION CONTABLE, SIC: En sentido amplio, conjunto estructurado de herramientas para el tratamiento de la información que tiene por objeto registrar todas las operaciones de naturaleza presupuestaria, económica, financiera y patrimonial que se produzcan en su ámbito, reflejar los resultados del ejercicio de la actividad y facilitar la información, tanto agregada como de detalle, que se precise para la toma de decisiones tanto en el ámbito de la gestión como en el político. En sentido estricto, aplicación informática que estructura y agrega la información de las restantes herramientas para el tratamiento de la información financiera de la administración.


SIC: SUBSISTEMA DE TERCEROS: Dentro del Sistema de Información Contable, conjunto de programas que tienen por objeto recoger la información  de los datos identificativos de los terceros, los pagos correspondientes a cada interesado y las incidencias que puedan afectar al cumplimiento de las obligaciones.


SIC: SUBSISTEMA DE TESORERÍA: Dentro del Sistema de Información Contable, conjunto de programas que tienen por objeto principal el control detallado de los ordinales de la Tesorería y  de los pagos en sus distintas fases: propuesta de pago, ordenación formal, señalamiento de medios de pago y pago material.


BAHIA: Aplicación informática para la gestión de los recursos humanos y los gastos de personal de la Comunidad Autónoma de Cantabria.


MOURO, MODERNIZACION Y ORGANIZACIÓN UNIFICADA DE RECURSOS OPERATIVOS: Aplicación informática para la gestión de los derechos e ingresos públicos de la Comunidad Autónoma de Cantabria.


DOCUCONTA: Aplicación informática para la elaboración de documentos contables, desarrollada por la IGAE.


TEIDE,  TECNICA DE INFORMACION DEPARTAMENTAL (IGAC): Aplicación, desarrollada por la IGAE, que extrae datos del SIC para facilitar información elaborada a los departamentos gestores del gasto.


SOROLLA: Aplicaciones informáticas para el apoyo a las unidades gestoras a través de sus módulos como DOCUMENTA, DOCUCONTA o JUSTIFICANTES DE GASTO, originadas en un convenio entre el Ministerio de Economía y Hacienda y la Oficina de Cooperación Universitaria.


� La normativa reguladora de la “ Responsabilidad contable”, es la que a continuación se cita:


Constitución Española. Artículo 136


L.O. 2/1982 de 12 de mayo del Tribunal de Cuentas.


Ley 7/1988 de 5 de abril de funcionamiento del Tribunal de Cuentas.


Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria (arts:127,128,129,130,140,141,142,144,145)


Ley de Finanzas 7/1984, de la Comunidad Autónoma de Cantabria (arts.91,92,93,94,95)


Real Decreto 700/1988, de 1 de julio, expedientes administrativos de responsabilidad contable.








� De acuerdo con la vigente redacción del Estatuto, artículos 7 y 34, el concepto Comunidad Autónoma de Cantabria absorbe al de Diputación Regional de Cantabria como conjunto de instituciones con personalidad jurídica única, dejando de utilizarse esta última denominación. Por lo tanto, en la Ley de Finanzas, “Diputación Regional de Cantabria” debe entenderse como “Comunidad Autónoma de Cantabria” y “Diputación Regional ” debe entenderse como “Comunidad Autónoma”
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� Leyes de Cantabria,





LEY�
FECHA�
TITULO�
�
L.C. 1/1982�
29/09/82�
Reguladora del Consejo Asesor de Radiotelevisión Española en Cantabria.�
�
L.C. 2/1982�
04/10/82�
Del Régimen Jurídico del Estatuto personal, atribuciones y organización del Presidente de la Diputación Regional de Cantabria y de su Consejo de Gobierno.�
�
L.C. 3/1982�
04/10/82�
De Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para 1982.�
�
L.C. 1/1983�
04/02/83�
De Estructura Orgánica de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria.�
�
L.C. 2/1983�
04/02/83�
De adscripción del personal de la extinguida Diputación Provincial de Santander a la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, y del que se incorpore de la Administración del Estado.�
�
L.C. 3/1983�
19/02/83�
De Presupuesto Extraordinario para la adquisición de patrimonio de la Diputación Regional, por importe de 29 millones de pesetas.�
�
L.C. 4/1983�
07/03/83�
Sobre concesión de un crédito extraordinario para atender obras urgentes con motivo del temporal padecido por Cantabria en febrero de 1983.�
�
L.C. 5/1983�
07/03/83�
Sobre aportación de los Ayuntamientos al Plan de Electrificación Rural.�
�
L.C. 6/1983�
04/07/83�
Sobre procedimiento para la designación de Senador en representación de la Comunidad Autónoma de Cantabria.�
�
L.C. 7/1983�
15/10/83�
De Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para 1983.�
�
L.C. 1/1984�
27/02/84�
Reguladora del Consejo Asesor de Radiotelevisión Española en Cantabria.�
�
L.C. 2/1984�
27/02/84�
De adscripción del personal de la extinguida Diputación Provincial de Santander a la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, y del que se incorpore de la Administración del Estado.�
�
L.C. 3/1984�
26/04/84�
De Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria.�
�
L.C. 4/1984�
10/09/84�
De Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1984.�
�
L.C. 5/1984�
18/10/84�
De Incompatibilidades de Altos Cargos.�
�
L.C. 6/1984�
29/10/84�
Sobre Protección y Fomento de las especies forestales autóctonas.�
�
L.C. 7/1984�
21/12/84�
De Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria.�
�
L.C. 8/1984�
22/12/84�
Del Escudo de la Comunidad Autónoma de Cantabria.�
�
L.C. 9/1984�
22/12/84�
De la Bandera de la Comunidad Autónoma de Cantabria.�
�
L.C. 1/1985�
25/03/85�
De Comunidades montañesas o cántabras asentadas fuera de Cantabria.�
�
L.C. 2/1985�
02/04/85�
De Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria.�
�
L.C. 3/1985�
17/05/85�
De Creación del Consejo de la Juventud de Cantabria.�
�
L.C. 4/1985�
30/05/85�
De concesión de un suplemento de crédito para la financiación de la construcción de 218 viviendas de promoción pública en Cantabria, dentro del convenio marco del AES.�
�
L.C. 5/1985�
05/07/85�
De concesión de un aval por importe de doscientos cincuenta millones de pesetas a la empresa Gestión de Magefesa en Cantabria S. A. (GEMACASA).�
�
L.C. 6/1985�
05/07/85�
De Iniciativa Legislativa Popular.�
�
L.C. 7/1985�
10/07/85�
De Crédito Extraordinario para financiar el Plan de Obras por compensación de la supresión del impuesto sobre el producto minero.�
�
L.C. 8/1985�
08/10/85�
De concesión de un aval por importe de doscientos cincuenta millones de pesetas a la empresa Nueva Montaña Quijano. S. A.�
�
L.C. 9/1985�
04/12/85�
De concesión de un aval por importe de ciento noventa y cinco millones de pesetas a la empresa Astilleros del Atlántico. S. A.�
�
L.C. 10/1985�
16/12/85�
De Protección y Modernización de la empresa familiar agraria.�
�
L.C. 1/1986�
12/03/86�
De concesión de un aval por importe de doscientos cincuenta millones de pesetas a la empresa Gestión de Magefesa en Cantabria, S. A. (GEMACASA).�
�
L.C. 2/1986�
03/04/86�
Sobre incremento provisional de retribuciones del personal.�
�
L.C. 3/1986�
18/05/86�
De Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1986.�
�
L.C. 4/1986�
07/07/86�
De la Función Pública de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria.�
�
L.C. 5/1986�
07/07/86�
Del Centro de Estudios de la Administración Pública Regional de Cantabria.�
�
L.C. 6/1986�
21/11/86�
De Concesión de un aval por importe de doscientos sesenta y dos millones de pesetas a la empresa Gestión de Magefesa en Cantabria, S. A. (GEMACASA).�
�
L.C. 7/1986�
22/12/86�
De Patrimonio de la Diputación Regional de Cantabria.�
�
L.C. 8/1986�
22/12/86�
De Ordenación de las Ferias Comerciales en Cantabria.�
�
L.C. 1/1987�
18/02/87�
De concesión de una aval por importe de ochenta millones de pesetas a la Casa de Cantabria en Madrid.�
�
L.C. 2/1987�
06/03/87�
De honores, condecoraciones y distinciones de la Diputación Regional de Cantabria.�
�
L.C. 3/1987�
06/03/87�
Por la que se establece el Himno de Cantabria y se regula su uso.�
�
L.C. 4/1987�
27/03/87�
De uso conjunto de la Bandera y el Escudo de la Comunidad Autónoma de Cantabria.�
�
L.C. 5/1987�
27/03/87�
De Elecciones a la Asamblea Regional de Cantabria.�
�
L.C. 6/1987�
22/04/87�
De Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1987.�
�
L.C. 7/1987�
09/11/87�
De concesión de un Crédito Extraordinario para financiar el Plan de Obras de la Comarca de Acción Especial "Zona Sur" para el presente ejercicio.�
�
L.C. 8/1987�
02/12/87�
Por el cual se modifica el artículo 37.1 de la Ley 3/1984, de 26 de abril, de Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria.�
�
L.C. 1/1988�
16/05/88�
De Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1988.�
�
L.C. 2/1988�
28/10/88�
De Fomento, ordenación y aprovechamiento de los Balnearios y de las Aguas Minero-Medicinales y/o Termales de Cantabria.�
�
L.C. 3/1988�
26/10/88�
De Tributación sobre juegos de suerte, envite y azar.�
�
L.C. 4/1988�
26/10/88�
Por la que se declara "Oyambre" Parque Natural.�
�
L.C. 5/1988�
28/11/88�
De Concesión de un Crédito Extraordinario para financiar el Plan de Obras de la Comarca de Acción Especial, "Zona Oeste" para el presente ejercicio.�
�
L.C. 1/1989�
09/03/89�
De Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1989.�
�
L.C. 2/1989�
20/03/89�
De Reforma Parcial de la Ley 3/1984 sobre Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria.�
�
L.C. 3/1989�
13/09/89�
De concesión de un Crédito Extraordinario para financiar el Plan de Obras y Servicios de la Comarca de Acción Especial "Zona Oeste" para el presente ejercicio.�
�
L.C. 4/1989�
13/09/89�
De concesión de un Crédito Extraordinario para financiar el Plan de Obras y Servicios de la Comarca de Acción Especial "Zona Sur" para el presente ejercicio.�
�
L.C. 5/1989�
10/11/89�
De Crédito Extraordinario para ayudas a la ganadería cántabra como consecuencia de la sequía.�
�
L.C. 1/1990�
12/03/90�
Por la que se regulan los Órganos Rectores de las Cajas de Ahorro con sede en la Comunidad Autónoma de Cantabria.�
�
L.C. 2/1990�
12/03/90�
Sobre incremento provisional de las retribuciones del personal al servicio de la Diputación Regional de Cantabria y concesión de una paga única con carácter excepcional.�
�
L.C. 3/1990�
21/03/90�
De Estadística de Cantabria.�
�
L.C. 4/1990�
23/03/90�
Sobre Concentración parcelaria, conservación de obras, unidades mínimas de cultivo y fomento de explotaciones rentables.�
�
L.C. 5/1990�
26/03/90�
De Pastos en los montes de Cantabria.�
�
L.C. 6/1990�
21/03/90�
De Capacitación Agraria.�
�
L.C. 7/1990�
30/03/90�
De Ordenación Territorial de Cantabria.�
�
L.C. 8/1990�
12/04/90�
Por la que se modifica el Artículo 7 de la Ley de Cantabria 2/1988, de 26 de octubre, de Fomento, ordenación y aprovechamiento de los Balnearios y de las Aguas Minero-Medicinales y/o Termales de Cantabria.�
�
L.C. 9/1990�
26/09/90�
Por la que se declara el interés social y la utilidad pública de la expropiación forzosa de la finca de Astilleros del Atlántico, al sitio de San Martín, barrio de Molnedo, en Santander, con el fin de destinarla a plaza pública y jardines.�
�
L.C. 10/1990�
04/10/90�
De Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1990.�
�
L.C. 11/1990�
29/12/90�
De concesión de un Crédito Extraordinario para financiar los planes de obras para 1990 de las comarcas de Acción Especial "Zona Sur" y "Zona Oeste" y red viaria local, por un importe global de cuatrocientos sesenta y seis millones cuatrocientas dos mil (466.402.000) pesetas.�
�
L.C. 1/1991�
31/01/91�
De Crédito Extraordinario para ayudas a las explotaciones afectadas por la perineumonía contagiosa bovina, por un importe de cien millones (100.000.000) de pesetas.�
�
L.C. 2/1991�
20/02/91�
De Crédito Extraordinario para ayudas a la ganadería de Cantabria como consecuencia de la sequía, por un importe de quinientos millones (500.000.000) de pesetas.�
�
L.C. 3/1991�
22/03/91�
De Crédito Extraordinario de regularización y financiación de insuficiencias por actuaciones anteriores al 14 de diciembre de 1990.�
�
L.C. 4/1991�
22/03/91�
Por la que se modifica la Ley 5/1987, de 27 de marzo, de elecciones a la Asamblea Regional.�
�
L.C. 5/1991�
27/03/91�
De Presupuestos de la Diputación Regional de Cantabria para 1991.�
�
L.C. 6/1991�
26/04/91�
De creación del Centro de Investigaciones del Medio Ambiente.�
�
L.C. 7/1991�
26/04/91�
Por la que se establece la Tasa de Inspección y Control sanitario de carnes frescas para el consumo.�
�
L.C. 8/1991�
28/11/91�
Por la que se modifica la Ley de Cantabria 1/1990, de 12 de marzo, por la que se regulan los Órganos Rectores de las Cajas de Ahorros con sede social en la Comunidad Autónoma de Cantabria.�
�
L.C. 1/1992�
11/02/92�
De Inspección y Régimen sancionador en materia de Turismo.�
�
L.C. 2/1992�
26/02/92�
Por la que se establece el recargo provincial sobre las cuotas mínimas del Impuesto sobre Actividades Económicas.�
�
L.C. 3/1992�
18/03/92�
De Protección de los animales.�
�
L.C. 4/1992�
24/03/92�
De Reservas regionales de suelo y otras actuaciones urbanísticas prioritarias.�
�
L.C. 5/1992�
27/05/92�
De Acción Social.�
�
L.C. 6/1992�
26/06/92�
De Creación del Consejo Económico y Social.�
�
L.C. 7/1992�
16/12/92�
Sobre incremento de retribuciones del personal al servicio de la Diputación Regional e Cantabria y concesión de una paga de compensación.�
�
L.C. 8/1992�
16/12/92�
Para la determinación de la capitalidad de los Partidos Judiciales de la Comunidad Autónoma de Cantabria.�
�
L.C. 9/1992�
18/12/92�
De Tasas y precios públicos de la Diputación Regional de Cantabria.�
�
L.C. 1/1993�
01/03/93�
Por la que se modifica la Ley 5/1984, de 18 de octubre, de Incompatibilidades de Altos Cargos.�
�
L.C. 2/1993�
01/03/93�
Por la que se modifica parcialmente en materia de contratación la ley 3/1984, de 26 de abril, de Régimen jurídico del Gobierno y de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria.�
�
L.C. 3/1993�
10/03/93�
De Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1992.�
�
L.C. 4/1993�
10/03/93�
De la Función Pública.�
�
L.C. 5/1993�
06/05/93�
De Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1993.�
�
L.C. 6/1993�
02/09/93�
De modificación de la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria.�
�
L.C. 7/1993�
16/09/93�
De concesión de aval a la empresa Sniace, S. A.�
�
L.C. 8/1993�
18/11/93�
Del Plan de Gestión de Residuos Sólidos Urbanos de Cantabria.�
�
L.C. 9/1993�
28/12/93�
De Modificación de las Leyes 5/ 1993, de 6 de mayo, de Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1993, y 7/ 1984, de 21 de diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional de Cantabria.�
�
L.C. 1/1994�
21/01/94�
De Modificación de la Ley 2/1992, de 26 de febrero, por la que se establece el recargo provincial sobre las cuotas mínimas del impuesto sobre actividades económicas.�
�
L.C. 2/1994�
27/01/94�
Reguladora de los programas operativos de la Comunidad Autónoma de Cantabria, dentro del marco comunitario de apoyo.�
�
L.C. 3/1994�
01/03/94�
De concesión de un Crédito Extraordinario para financiar la suscripción de acciones de la entidad Gran Casino del Sardinero, S.A., por un importe de 300.000.000 de pesetas.�
�
L.C. 4/1994�
01/03/94�
De concesión de un Crédito Extraordinario para financiar la suscripción de hasta 113.935 acciones de la Sociedad Anónima Deportiva Real Racing Club de Santander, S.A.D., por importe de 227.870.000 pesetas.�
�
L.C. 5/1994�
29/03/94�
De modificación presupuestaria de la Ley 5/ 1993 en aplicación de la Ley 9/ 1993 para financiar actuaciones pendientes de comprometer del objetivo número 2 en materia de carreteras y de abastecimientos y saneamientos, así como para financiar la conservación ordinaria de carreteras, vías y obras, servicio de puertos y servicio hidráulico, por un importe global de 1.187.175.387 pesetas.�
�
L.C. 6/1994�
19/05/94�
De Entidades Locales Menores de Cantabria.�
�
L.C. 7/1994�
19/05/94�
De Coordinación de Policías Locales.�
�
L.C. 8/1994�
28/06/94�
De modificación de determinados preceptos de la Ley de Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria y su adaptación a la Ley del Estado sobre Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.�
�
L.C. 9/1994�
29/09/94�
De usos del suelo en el medio rural.�
�
L.C. 10/1994�
06/10/94�
De Modificación de la Ley 8/94, de 28 de junio de modificación de determinados preceptos de la Ley de Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria y su adaptación a la Ley del Estado sobre Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.�
�
L.C. 1/1995�
09/02/95�
De concesión de Crédito Extraordinario para financiar las obras del Pabellón Polideportivo de Castro Urdiales, de rehabilitación del castillo de Argüeso y subvención a la sociedad deportiva TEKA, por un total de 260.000.000 de pesetas.�
�
L.C. 2/1995�
10/02/95�
De concesión de un Crédito Extraordinario para financiar el desembolso de dividendos pasivos por la Diputación Regional de Cantabria en la empresa pública regional Sociedad de Desarrollo Regional de Cantabria (SODERCAN).�
�
L.C. 3/1995�
10/02/95�
De concesión de Crédito Extraordinario para la financiación de compromisos pendientes por subsidiación de intereses a Pymes.�
�
L.C. 4/1995�
10/02/95�
De concesión de un Crédito Extraordinario para financiar ayudas a la reconversión de la flota e instalaciones de acuicultura como consecuencia de los Decretos 15/86, de 25 de marzo y 16/90, de 22 de febrero, por importe de 90.000.000 de pesetas.�
�
L.C. 5/1995�
13/03/95�
De Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1994.�
�
L.C. 6/1995�
03/04/95�
De concesión de Crédito Extraordinario para financiar los gastos electorales de las Elecciones Autonómicas a celebrar en el año 1995.�
�
L.C. 7/1995�
04/04/95�
De concesión de Crédito Extraordinario para financiar la regularización y disposición de subvenciones procedentes de la Unión Europea y del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.�
�
L.C. 8/1995�
04/04/95�
De concesión de Crédito Extraordinario para financiar las actividades de promoción del Año Jubilar Lebaniego, por un total de 225.000.000 de pesetas.�
�
L.C. 9/1995�
01/09/95�
De concesión de un Crédito Extraordinario por importe de 1.621.737.628 pesetas, destinado a financiar el Plan de Cooperación a las Obras y Servicios de competencia municipal de 1994, los Planes de Obras en la Red Viaria Local de 1993 y 1994, el Programa de Acción Especial "Zona Sur/ Oriental a desarrollar en el cuatrienio 1995/1998 en lo concerniente a su primera anualidad y actuaciones para la reparación de daños causados por las lluvias torrenciales e inundaciones en los servicios e instalaciones municipales.�
�
L.C. 10/1995�
06/11/95�
De Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1995.�
�
L.C. 11/1995�
22/12/95�
De Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1996.�
�
L.C. 1/1996�
14/05/96�
De Salud Mental de Cantabria�
�
L.C. 2/1996�
14/06/96�
De Modificación de la Ley 2/ 1992, de 26 de febrero, por la que se establece el recargo provincial sobre las cuotas mínimas del impuesto sobre actividades económicas.�
�
L.C. 3/1996�
24/09/96�
Sobre Accesibilidad y Supresión de Barreras Arquitectónicas, Urbanísticas y de la Comunicación.�
�
L.C. 4/1996�
24/09/96�
De Concesión de Crédito Extraordinario para Financiar la Cancelación Anticipada de Títulos de Deuda Pública de la Diputación Regional de Cantabria.�
�
L.C. 5/1996�
17/12/96�
De carreteras de Cantabria.�
�
L.C. 6/1996�
17/12/96�
De suplemento de Crédito.�
�
L.C. 7/1996�
17/12/96�
De concesión de Crédito Extraordinario para financiar el Acuerdo de Concertación Social.�
�
L.C. 1/1997�
25/04/97�
De medidas urgentes en materia de régimen del suelo y ordenación urbana.�
�
L.C. 2/1997�
28/04/97�
De Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Diputación Regional de Cantabria.�
�
L.C. 3/1997�
26/05/97�
De creación del Consejo de la Mujer de Cantabria.�
�
L.C. 4/1997�
07/08/97�
De crédito extraordinario para financiar obras declaradas de emergencia según acuerdo del Consejo de Gobierno de 9 de diciembre de 1996.�
�
L.C. 5/1997�
06/10/97�
De prevención, asistencia e incorporación social en materia de drogodependencias.�
�
L.C. 6/1997�
30/12/97�
De Presupuestos Generales de la Diputación Regional de Cantabria para 1998.�
�
L.C. 7/1997�
30/12/97�
De Medidas Fiscales y Administrativas.�
�
L.C. 8/1997�
30/12/97�
De modificación y adaptación de determinados preceptos de la Ley de Cantabria 3/1992, de 18 de marzo, de Protección de los Animales.�
�
L.C. 1/1998�
06/02/98�
Regularización del personal laboral e interino de la Administración�
�
L.C. 2/1998�
06/02/98�
Creación del Colegio Profesional de Protésicos Dentales.�
�
L.C. 3/1998�
02/03/98�
Regulación de la Cámara Agraria.�
�
L.C. 4/1998�
02/03/98�
Regula el juego.�
�
L.C. 5/1998�
15/05/98�
Ordenación de los Certámenes Feriales Oficiales.�
�
L.C. 6/1998�
15/05/98�
Estatuto del Consumidor y Usuario.�
�
L.C. 7/1998�
05/06/98�
Normas reguladoras de la artesanía.�
�
L.C. 8/1998�
12/06/98�
Creación del Colegio Profesional de Podólogos�
�
L.C. 9/1998�
12/06/98�
Creación del Colegio Profesional de Fisioterapeutas�
�
L.C. 10/1998�
21/09/98�
Regulación del Consejo Social de la Universidad de Cantabria.�
�
L.C. 11/1998�
13/10/98�
Patrimonio cultural.�
�
L.C. 12/1998�
23/12/98�
Presupuestos Generales de la Diputación Regional para 1999.�
�
L.C. 13/1998�
23/12/98�
Medidas Fiscales y Administrativas.�
�
L.C. 1/1999�
18/02/99�
Declaración de Parque Natural de Collados del Asón.�
�
L.C. 2/1999�
18/02/99�
Modifica la Ley 1/1990, de 12-3-1990 (RCL 1991\97), de regulación de los Organos rectores de las Cajas de Ahorro con sede social en Cantabria.�
�
L.C. 3/1999�
24/03/99�
Normas reguladoras de los consejos escolares�
�
L.C. 4/1999�
24/03/99�
Normas reguladoras de los Organismo Públicos.�
�
L.C. 5/1999�
24/03/99�
Ordenación del turismo�
�
L.C. 6/1999�
24/03/99�
Modifica la Ley 5/1987, de 27-3-1987 (RCL 1987\945), de elecciones.�
�
L.C. 7/1999�
28/04/99�
Protección de la Infancia y Adolescencia.�
�
L.C. 8/1999�
28/04/99�
Comarcas�
�
L.C. 9/1999�
28/04/99�
Modificación de determinados aspectos de la Ley 4/1998, de 2-3-1998 del Juego�
�
L.C. 10/1999�
27/12/99�
Presupuestos Generales de la Diputación Regional para 1999.�
�
L.C. 11/1999�
27/12/99�
Medidas Fiscales y Administrativas.�
�
L.C. 1/2000�
24/05/00�
De Modificación de la Ley 5/1987, de 27 de Marzo, de Elecciones al Parlamento de Cantabria.�
�
L.C. 2/2000�
03/07/00�
Del Deporte.�
�
L.C. 3/2000�
24/07/00�
Por la que se crea el Organismo Autónomo Oficina de Calidad Alimentaría (ODECA).�
�
L.C. 4/2000�
13/11/00�
De Modernización y Desarrollo Agrario.�
�
L.C. 5/2000�
15/12/00�
De Coordinación de las Policías Locales de Cantabria.�
�
L.C. 6/2000�
22/12/00�
De Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2001.�
�
L.C. 7/2000�
22/12/00�
De Medidas Fiscales y Administrativas.�
�
L.C. 1/2001�
16/03/01�
De Colegios Profesionales de Cantabria.�
�
L.C. 2/2001�
25/06/01�
De Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria.�
�
L.C. 2/2001�
25/06/01�
De Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria.�
�
L.C. 3/2001�
25/09/01�
De bibliotecas de Cantabria.�
�
L.C. 4/2001�
15/10/01�
Del Consejo de la Juventud de Cantabria.�
�
L.C. 5/2001�
19/11/01�
De Museos de Cantabria.�
�
L.C. 6/2001�
20/11/01�
Protección a las personas dependientes.�
�
L.C. 6/2001�
20/11/01�
Corrección de errores�
�
L.C. 7/2001�
19/12/01�
Ordenación Farmacéutica de Cantabria. �
�
L.C. 8/2001�
22/12/01�
Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2002.�
�
L.C. 9/2001�
22/12/01�
Medidas Fiscales y Administrativas de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el 2002.�
�
L.C. 10/2001�
28/12/01�
Creación del Servicio Cántabro de Salud.�
�
L.C. 11/2001�
28/12/01�
Organos rectores de las Cajas de Ahorros con sede en la Comunidad de Cantabria.�
�
L.C. 1/2002�
26/02/02�
Del Comercio de Cantabria.�
�
L.C. 2/2002�
29/04/02           �
De Saneamiento y Depuración de aguas residuales de la C.A. de Cantabria.�
�
L.C. 3/2002�
28/06/02�
De Archivos de Cantabria.�
�
L.C. 4/2002�
24/07/02�
De cajas de ahorrol.�
�
L.C. 5/2002�
24/07/02�
De establecimiento de medidas cautelares urbanísticas en el ámbito del litoral, de sometimiento de los instrumentos de planificación territorial y urbanística a evaluación ambientasl y de régimen urbanístico de los cementerios.�
�
L.C.6/2002�
10/12/02�
De Regimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de la C.A. de Cantabria.�
�
L.C. 7/2002�
10/12/02�
De Ordenación Sanitaria de Cantabria.�
�
L.C. 8/2002�
18/12/02�
De Crédito Extraordinario para financiar las medidas necesarias para paliar los efectos del vértido de fuel ocasionado por el accidente del buque “ Prestige”�
�
L.C.9/2002�
23/12/02�
De Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003.�
�
L.C. 10/2002�
23/12/02�
De Medidas Administrativas y Fiscales.(Corrección de errores: BOC de24 de enero de 2003)�
�
L.C. 11/2002�
23/12/02�
De Medidas Fiscales en materia de Tributos Cedidos por el Estado.�
�



� 


CAPÍTULOS/EPIGRAFES�
PRESUPUESTO  (EUROS sin céntimos)�
TIPO�
�
1. IMPUESTOS DIRECTOS Y COTIZACIONES SOCIALES�
214.713.005�
�
�
       - IRPF (TARIFA AUTONÓMICA)�
177.300.000�
TRIBUTO CEDIDO  (máx 33%)�
�
       - PATRIMONIO�
23.000.000�
TRIBUTO CEDIDO�
�
       - SUCESIONES Y DONACIONES�
14.000.000�
TRIBUTO CEDIDO�
�
       - COTIZACIONES SOCIALES�
                90.000    �
�
�
       - SOBRE ACTIVIDADES�
320.000�
�
�
       - IMPUESTOS SUPRIMIDOS�
3.005�
�
�
2. IMPUESTOS INDIRECTOS�
476.663.500�
�
�
       - TRANSMISIONES Y ADJ�
118.000.000�
TRIBUTO CEDIDO�
�
       - SOBRE EL VALOR AÑADIDO�
192.900.000�
TRIBUTO CEDIDO(limite del 35%)


�
�
       - SOBRE CONSUMOS ESPECIFICOS�
136.763.500�
TRIBUTO CEDIDO( en parte)


�
�
       - OTROS IMPUESTOS INDIRECTOS�
29.000.000�
TRIBUTO CEDIDO ( en parte)


�
�
3. TASAS , PRECIOS PUBLICOS Y OTROS INGRESOS�
40.528.496�
�
�
        - TASAS�
11.596.208�
TRIBUTO CEDIDO (juego) �
�
        - PRECIOS PUBLICOS�
7.007.800�
�
�
        - OTROS INGRESO POR PREST.SERV.�
7.116.000�
�
�
        - VENTA DE BIENES�
105.630�
�
�
        - REINTEGROS DE OPERACIONES    CORRIENTES�
9.062.784�
�
�
        - OTROS INGRESOS�
5.640.074�
�
�
4. TRANSFERENCIAS CORRIENTES�
583.476.652�
�
�
        - DE LA ADMINISTRACION DEL ESTADO�
532.280.412�
INGRESOS ESTADO�
�
       - DE ORGANISMOS AUTONOMOS�
28.253.106�
INGRESOS ESTADO�
�
       - DE EMPRESAS PRIVADAS�
360.744�
�
�
       - DEL EXTERIOR�
22.582.390�
UNION EUROPEA�
�
5. INGRESOS PATRIMONIALES�
5.939.205�
�
�
7. TRANSFERENCIAS DE CAPITAL�
258.262.314�
�
�
       - DE LA ADMINISTRACION DEL ESTADO�
120.685.222�
INGRESOS ESTADO�
�
       - DE CORPORACIONES LOCALES�
2.000.601�
�
�
       - DEL EXTERIOR�
135.576.491�
UNION EUROPEA�
�
8. ACTIVOS FINANCIEROS�
3.681.706�
�
�
9. PASIVOS FINANCIEROS�
37.504.000�
�
�
TOTAL�
1.620.768.878�
�
�



� 


NORMA�
TIPO�
NÚM.�
FECHA�
BOE�
TITULO�
�
L.P.G.E. 2003�
L�
52�
30/12/2002�
31/12/2002�
Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2003�
�
L.P.G.E. 2002�
L�
23�
27/12/2001�
31/12/2001�
Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2002�
�
L.P.G.E. 2001�
L�
13�
28/12/2000�
29/12/2000�
Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2001�
�
L.P.G.E. 2000�
L�
54�
29/12/1999�
30/12/1999�
Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2000�
�
L.P.G.E. 1999�
L�
54�
30/12/1998�
31/12/1998�
Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1999�
�
L.P.G.E. 1998�
L�
65�
30/12/1997�
31/12/1997�
Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1998�
�
L.P.G.E. 1997�
L�
12�
30/12/1996�
31/12/1996�
Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1997�
�
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� REAL DECRETO LEGISLATIVO 2/2000, 16-6-2000,  (B.O.E. 148, 21-6-2000), REAL DECRETO LEGISLATIVO 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.


VIGENCIA: La Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas, derogada por este Texto Refundido, contiene en el campo de Vigencia y Derogación las sucesivas modificaciones que ha sufrido en el transcurso de su tiempo de vigencia. 


 


REAL DECRETO 1098/2001 DE 12 DE OCTUBRE (HACIENDA) POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO GENERAL DE LA LEY DE CONTRATOS DE LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS ( BOE nº 257 de 26 de octubre de 2001)


Este Reglamento, supera el carácter parcial del Real Decreto 390/1996 de 1 de marzo y deroga


 el Reglamento Geneal del año 1975 y la mayor parte de las disposiciones reglamentarias vigentes, al haberse éstas incorporado en su mayor parte al presente reglamento. Contiene no obstane, una tabla de vigencias y de disposiciones que no se derogan. Este Reglamento entra en vigor a los seis meses de haber sido publicado en el BOE.





A continuación se relaciona la estructrura de la actual Ley de Contratos.


ESTRUCTURA 


ARTÍCULO ÚNICO


DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA


ANEXO





LIBRO I.- De los contratos de las Administraciones Públicas en general.





TÍTULO I.- Disposiciones Generales.


CAPÍTULO I.- Del ámbito de aplicación de la Ley (Arts. 1 a 9)


CAPÍTULO II.- De la Junta Consultiva de Contratación Administrativa (Art. 10)


CAPÍTULO III.- Disposiciones Comunes a los contratos de las Administraciones Públicas (Arts. 11 a 14)





TÍTULO II.- De los requisitos para contratar con la Administración.


CAPÍTULO I.- De la capacidad y solvencia de las empresas (Arts. 15 a 24)


CAPÍTULO II.- De la clasificación y registro de las empresas (Arts. 25 a 34)


Sección 1ª.- Disposiciones Generales.


Sección 2ª.- De la suspensión de las clasificaciones.


Sección 3ª.- Del Registro Oficial de Empresas Clasificadas


CAPÍTULO III.- De las garantías exigidas para los contratos con la Administración (Arts. 35 a 47)


Sección 1ª.- De la prestación de las garantías según las distintas clases de contratos.


Sección 2ª.- De la constitución y efectos de las garantías.





TÍTULO III.- De las actuaciones relativas a la contratación.


CAPÍTULO I.- De los pliegos de cláusulas administrativas y de prescripciones técnicas (Arts. 48 a 52)


CAPÍTULO II.- De la perfección y formalización de los contratos (Arts. 53 a 58)


CAPÍTULO III.- De las prerrogativas de la Administración (Arts. 59 y 60)


CAPÍTULO IV.- De la invalidez de los contratos (Arts. 61 a 66)


CAPÍTULO V.- De las actuaciones administrativas preparatorias de los contratos (Arts. 67 a 69)


CAPÍTULO VI.- De la tramitación de los expedientes de contratación (Arts. 70 a 72)


CAPÍTULO VII.- De la adjudicación de los contratos (Arts. 73 a 93)


Sección 1ª.- De los procedimientos y formas de adjudicación.


Sección 2ª.- Normas generales de procedimiento.


Sección 3ª.- Del procedimiento restringido.


Sección 4ª.- Del procedimiento negociado.


Sección 5ª.- De la notificación.


CAPÍTULO VIII.- De la ejecución y modificación de los contratos (Arts. 94 a 102)


Sección 1ª.- De la ejecución de los contratos.


Sección 2ª.- De la modificación de los contratos.





TÍTULO IV.- De la revisión de precios en los contratos de la Administración.


CAPÍTULO ÚNICO.- Disposiciones generales (Arts. 103 a 108)





TÍTULO V.- De la extinción de los contratos.


CAPÍTULO I.- Disposición general (Art. 109)


CAPÍTULO II.- Del cumplimiento de los contratos (Art. 110)


CAPÍTULO III.- De la resolución de los contratos (Arts. 111 a 113)





TÍTULO VI.- De la cesión de los contratos y de la subcontratación.


CAPÍTULO ÚNICO.- Disposiciones generales (Arts. 114 a 116)


Sección 1ª.- De la cesión de los contratos.


Sección 2ª.- De la subcontratación.





TÍTULO VII.- De la contratación en el extranjero.


CAPÍTULO ÚNICO.- Disposiciones generales (Art. 117)





TÍTULO VIII.- Del Registro Público de Contratos.


CAPÍTULO I.- Disposiciones generales (Arts. 118 y 119)





LIBRO II.- De los distintos tipos de contratos administrativos.





TÍTULO I.- Del contrato de obras.


CAPÍTULO I.- Disposiciones generales (Arts. 120 a 141)


Sección 1ª.- De la preparación del contrato de obras.


Sección 2ª.- Del contrato de concesión de Obras Públicas.


Sección 3ª.- De la publicidad dentro del ámbito de la Comunidad Europea y de los procedimientos de adjudicación del contrato de obras.


CAPÍTULO II.- De la ejecución y modificación del contrato de obras (Arts. 142 a 146)


Sección 1ª.- De la ejecución del contrato de obras.


Sección 2ª.- De la modificación del contrato de obras.


CAPÍTULO III.- De la extinción del contrato de obras (Arts. 147 a 151)


Sección 1ª.- Del cumplimiento del contrato de obras.


Sección 2ª.- De la resolución del contrato de obras.


CAPÍTULO IV.- De la ejecución de las obras por la propia Administración (Arts. 152 y 153)





TÍTULO II.- Del contrato de gestión de servicios públicos.


CAPÍTULO I.- Disposiciones generales (Arts. 154 a 157)


CAPÍTULO II.- De las actuaciones administrativas preparatorias del contrato de gestión de servicios públicos (Art. 158)


CAPÍTULO III.- De los procedimientos y formas de adjudicación del contrato de gestión de servicios públicos (Art. 159)


CAPÍTULO IV.- De la ejecución y modificación del contrato de gestión de los servicios públicos (Arts. 160 a 163)


Sección 1ª.- De la ejecución del contrato de gestión de servicios públicos.


Sección 2ª.- De la modificación del contrato de gestión de servicios públicos.


CAPÍTULO V.- De los efectos y extinción del contrato de gestión de servicios públicos (Arts. 164 a 169)


Sección 1ª.- Del cumplimiento y efectos del contrato de gestión de servicios públicos.


Sección 2ª.- De la resolución del contrato de gestión de servicios públicos.


CAPÍTULO VI.- De la subcontratación del contrato de gestión de servicios públicos (Art. 170)





TÍTULO III.- Del contrato de suministro.


CAPÍTULO I.- Disposiciones generales (Arts. 171 a 179)


Sección 1ª.- Normas generales para el contrato de suministro.


Sección 2ª.- De la publicidad dentro del ámbito de la Comunidad Europea del contrato de suministro.


CAPÍTULO II.- De los procedimientos y formas de adjudicación del contrato de suministro (Arts. 180 a 182)


Sección 1ª.- De las formas de adjudicación del contrato de suministro.


Sección 2ª.- Del procedimiento negociado en el contrato de suministro.


CAPÍTULO III.- De las normas especiales de contratación de suministro (Arts. 183 y 184)


CAPÍTULO IV.- De la ejecución y modificación del contrato de suministro (Arts. 185 a 189)


Sección 1ª.- De la ejecución del contrato de suministro.


Sección 2ª.- De la modificación del contrato de suministro.


CAPÍTULO V.- De la extinción del contrato de suministro (Arts. 190 a 193)


Sección 1ª.- Del cumplimiento del contrato de suministro.


Sección 2ª.- De la resolución del contrato de suministro.


CAPÍTULO VI.- De la fabricación de bienes muebles por parte de la Administración (Arts. 194 y 195)





TÍTULO IV.- De los contratos de consultoría y asistencia y de los servicios 


CAPÍTULO I.- Disposiciones generales (Arts. 196 a 201)


CAPÍTULO II.- De las actuaciones administrativas preparatorias de estos contratos (Art. 202)


CAPÍTULO III.- De la publicidad dentro del ámbito de la Comunidad Europea y del procedimiento y formas de adjudicación de estos contratos (Arts. 203 a 210)


Sección 1ª.- De la publicidad de estos contratos.


Sección 2ª.- De los procedimientos y formas de adjudicación.


CAPÍTULO IV.- De la ejecución y modificación de estos contratos (Arts. 211 y 212)


Sección 1ª.- De la ejecución de estos contratos.


Sección 2ª.- De la modificación de los contratos de servicios de mantenimiento.


CAPÍTULO V.- Del cumplimiento y de la resolución de estos contratos (Arts. 213 a 215)


Sección 1ª.- Del cumplimiento de los contratos de Consultoría y Asistencia y de los de Servicios


Sección 2ª.- De la resolución de los contratos de Consultoría y Asistencia y los de Servicios


CAPÍTULO VI.- De las especialidades del contrato de elaboración de proyectos (Arts. 216 a 219)


Sección 1ª.- De los concursos de proyectos con intervención de Jurado.


Sección 2ª.- De la subsanación de errores y responsabilidades en el contrato de elaboración de proyectos de obras.





DISPOSICIONES ADICIONALES (1 a 14)


DISPOSICIONES TRANSITORIAS (1 a 8)


DISPOSICIONES FINALES (1 a 4)


� Normativa:


Reglamento (CE) nº 1164/1994 del Consejo, de 16 de mayo de 1994, por el que se crea el Fondo de cohesión


Reglamento (CE) nº 1681/1994 de la Comisión, de 11 de julio de 1994, relativo a las irregularidades y a la recuperación de las sumas indebidamente abonadas en el marco de la financiación de las políticas estructurales, así como a la organización de un sistema de información en esta materia


Reglamento (CE) nº 1831/1994 de la Comisión, de 26 de julio de 1994, relativo a las irregularidades y a la recuperación de las sumas indebidamente abonadas en el marco de la financiación del Fondo de cohesión, así como a la organización de un sistema de información en este ámbito


Reglamento (CE) n° 1257/1999 del Consejo de 17 de mayo de 1999 sobre la ayuda al desarrollo rural a cargo del Fondo Europeo de Orientación y de Garantía Agrícola (FEOGA) y por el que se modifican y derogan determinados Reglamentos


Reglamento (CE) n° 1260/1999 del Consejo de 21 de junio de 1999 por el que se establecen disposiciones generales sobre los Fondos Estructurales


Reglamento (CE) no 1261/1999 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de junio de 1999, relativo al Fondo Europeo de Desarrollo Regional


Reglamento (CE) n° 1263/1999 del Consejo de 21 de junio de 1999 relativo al instrumento financiero de orientación de la pesca


Reglamento (CE) n° 1264/1999 del Consejo de 21 de junio de 1999 que modifica el Reglamento (CE) n° 1164/94 por el que se crea el Fondo de Cohesión


Reglamento (CE) n° 1265/1999 del Consejo de 21 de junio 1999 que modifica el anexo II del Reglamento (CE) n° 1164/94 por el que se crea el Fondo de Cohesión


Reglamento (CE) n° 1750/1999 de la Comisión de 23 de julio de 1999 por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) n° 1257/1999 del Consejo sobre la ayuda al desarrollo rural a cargo del Fondo Europeo de Orientación y de Garantía Agrícola (FEOGA)


Reglamento (CE) n° 1784/1999 del Parlamento europeo y del Consejo de 12 de julio de 1999 relativo al Fondo Social Europeo


Reglamento (CE) nº 2603/1999 de la Comisión, de 9 de diciembre de 1999, por el que se establecen disposiciones transitorias para la ayuda al desarrollo rural prevista por el Reglamento (CE) nº 1257/1999 del Consejo


Reglamento (CE) nº 643/2000 de la Comisión, de 28 de marzo de 2000, sobre las disposiciones relativas a la utilización del euro en la ejecución presupuestaria de los Fondos Estructurales


Reglamento (CE) nº 1159/2000 de la Comisión, de 30 de mayo de 2000, sobre las actividades de información y publicidad que deben llevar a cabo los Estados miembros en relación con las intervenciones de los Fondos Estructurales


Reglamento (CE) nº 1685/2000 de la Comisión, de 28 de julio de 2000, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) nº 1260/1999 del Consejo en lo relativo a la financiación de gastos de operaciones cofinanciadas por los Fondos Estructurales


Reglamento (CE) n° 438/2001 de la Comisión, de 2 de marzo de 2001, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) n° 1260/1999 del Consejo en relación con los sistemas de gestión y control de las ayudas otorgadas con cargo a los Fondos Estructurales


Reglamento (CE) n° 448/2001 de la Comisión, de 2 de marzo de 2001, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) n° 1260/1999 del Consejo en relación con el procedimiento para las correcciones financieras de las ayudas otorgadas con cargo a los Fondos Estructurales


Reglamento (CE, Euratom) nº1605/2002 del Consejo de 25 de junio de 2002 por el que se aprueba el Reglamento Financiero aplicable al presupuesto general de las Comunidades Europeas.


� Principios que regulan la aplicación de los Fondos Estructurales. Cinco principios regulan la aplicación de los Fondos Estructurales: 


Concentración : la mayor parte de las medidas comunitarias se concentran en las regiones y zonas más desfavorecidas de la Unión Europea.


Programación : la programación desemboca en programas de desarrollo plurianuales, fruto de un procedimiento que concluye con las decisiones adoptadas en cooperación con las autoridades nacionales, regionales y locales. Están previstas una serie de fases, al término de las cuales los actores de la vida socioeconómica llevan a cabo las acciones concretas. 


Cooperación : la cooperación implica una colaboración lo más estrecha posible entre la Comisión y las autoridades apropiadas a escala nacional, regional o local en cada Estado miembro, desde la fase preparatoria hasta la aplicación de las medidas.


Adicionalidad: la ayuda comunitaria debe completar las contribuciones de los Estados miembros y no sustituirlas. Salvo por razones especiales, los Estados miembros deben mantener, el gasto público para cada objetivo en el mismo nivel que durante el período de programación anterior.


Eficacia : El Estado miembro asume la responsabilidad general de la aplicación, seguimiento, control, evaluación y eficacia de las intervenciones estructurales. Se crea una reserva de eficacia para hacer más eficaces las intervenciones: el 4 % de la asignación inicial de cada Estado miembro se reserva para asignarlo antes del final de 2003 a los programas más eficaces en términos de realización de los objetivos, gestión y ejecución presupuestaria. 





� Fondos estructurales 2000-2006 : Gestión, seguimiento y control. El Estado miembro asume la responsabilidad general de la aplicación, el seguimiento, el control, la evaluación y la eficacia de las intervenciones estructurales. Cada programa es responsabilidad de una autoridad de gestión - de nivel nacional, regional o local - y de un comité de seguimiento en el que están representados los diferentes niveles de poder políticos, económicos, sociales, o de otro tipo. 


La normativa de los Fondos Estructurales para el período 2000-2006 clarifica responsabilidades, descentraliza la programación, mejora la transparencia, el seguimiento, la evaluación y el control financiero y refuerza la participación de los actores regionales y locales en la elaboración de la política estructural. Además, simplifica la gestión financiera haciendo automáticos los compromisos presupuestarios de la Comisión al comienzo de cada año y previendo la adopción de normas nacionales en materia de subvencionabilidad (salvo en los ámbitos en los que sea necesario establecer normas comunes). 





� 2000-2006: Objetivo n° 1, Regiones menos desarrolladas. Las regiones del objetivo n° 1, que representan algo más del 22% de la población total de la Unión (83,25 millones de habitantes) son : 


regiones cuyo PIB por habitante es inferior al 75% de la media comunitaria,


regiones finlandesas y suecas beneficiarias del antiguo objetivo n° 6 (desarrollo de zonas muy poco pobladas),


regiones ultraperiféricas (departamentos franceses de Ultramar, Islas Canarias, Azores y Madeira ). 


Los estados miembros y las regiones beneficiadas son:


Alemania: Brandeburgo, Mecklemburgo-Pomerania Occidental, Sajonia, Sajonia-Anhalt y Turingia = 14,153 millones de habitantes.


Grecia: Macedonia Oriental, Tracia, Macedonia Central, Macedonia Occidental, Tesalia, el Épiro, Islas Jónicas, Grecia Occidental, Grecia Continental, Peloponeso, el Ática, Egeo Septentrional, Egeo Meridional y Creta (es decir, todo el país) = 10,476 millones de habitantes.


España: Galicia, Principado de Asturias, Castilla y León, Castilla-La Mancha, Extremadura, Comunidad Valenciana, Andalucía, Región de Murcia, Ceuta y Melilla, Canarias = 23,219 millones de habitantes.


Francia: Guadalupe, Martinica, Guayana y La Réunion = 1,644 millones de habitantes.


Italia: Campania, Apulia, Basilicata, Calabria, Sicilia y Cerdeña = 19,302 millones de habitantes.


Irlanda: Border Midlands y Western = 965.000 habitantes.


Austria: Burgenland = 275.000 habitantes


Portugal: Norte, Centro, Alentejo, Algarve, Azores y Madeira = 6,616 millones de habitantes.


Finlandia: Itä-Suomi (Finlandia oriental), Väli-Suomi (Finlandia media) (en parte) y Pohjois-Suomi (Finlandia septentrional) (en parte) = 1,076 millones de habitantes.


Suecia: Norra Mellansverige (en parte), Mellersta Norrland (en parte), Övre Norrland (en parte) = 452.000 habitantes


Reino Unido: Yorkshire Meridional*, Gales Occidental & The Valleys*, Cornualles & Islas de Scilly*, Merseyside = 5,079 millones de habitantes. (* no subvencionables entre 1994 y 1999)


Ayuda transitoria. La normativa prevé un régimen de ayuda transitoria para las regiones que eran subvencionables en virtud del objetivo n° 1 durante el período 1994-1999, y que han dejado de serlo durante el período 2000-2006. Este sistema de ayudas decrecientes permite evitar la interrupción brusca de la ayuda europea y consolidar los logros obtenidos gracias a las intervenciones estructurales del período anterior.


En las zonas que en 1999 reunían los criterios de subvencionabilidad del objetivo n° 2, el FEDER intervendrá hasta 2006; en las demás, la ayuda del FEDER se interrumpirá a finales de 2005.


Alemania: Berlín Oriental


Bélgica: Henao 


España: Cantabria 


Francia: Córcega y las circunscripciones de Valenciennes, Douai y Avesnes 


Italia: Molise 


Irlanda: Sur, Este 


Países Bajos: Flevoland 


Portugal: Lisboa y Valle del Tajo 


Reino Unido: Irlanda del Norte, Highlands e Islands 





Programas especiales. Mediante los recursos financieros asignados al objetivo n° 1 se financian también dos programas especiales:


el programa PEACE de apoyo al proceso de paz en Irlanda del Norte y en las regiones fronterizas de Irlanda (período 2000-2004) ;


el programa especial de asistencia a las regiones suecas de nivel NUTS II que cumplen los criterios de escasa densidad de población previstos en el Protocolo n° 6 anejo al Acta de adhesión de Suecia (período 2000-2006). 


� 2000-2006: Objetivo 2: Regiones industriales en declive. El objetivo n° 2 se centra en la reconversión económica y social de cuatro tipos de zona : industrial, rural, urbana y dependiente de la pesca. El conjunto del objetivo n° 2 abarca al 18% de la población europea. Cada tipo de zona responde a una serie de criterios: 


Zonas industriales. Las zonas subvencionables de nivel NUTS III reúnen las tres condiciones siguientes:


un índice de desempleo superior a la media comunitaria, 


un porcentaje de empleo industrial superior a la media comunitaria, 


un declive del empleo industrial. 


Zonas rurales.Las zonas subvencionables de nivel NUTS III cumplen dos de los cuatro criterios emparejados siguientes :


una densidad de población inferior a 100 habitantes por Km² o un índice de empleo agrario igual o superior al doble de la media comunitaria, 


un índice de desempleo superior a la media comunitaria o una disminución de su población. 


Zonas urbanas. Las zonas subvencionables satisfacen uno de los cinco criterios siguientes:


un índice de desempleo de larga duración superior a la media comunitaria, 


un nivel alto de pobreza, 


un medio ambiente especialmente degradado, 


un alto índice de criminalidad, 


un bajo nivel de educación. 


Zonas dependientes de la pesca. Las zonas subvencionables deben tener al mismo tiempo un índice de empleo importante en el sector de la pesca y un descenso significativo del empleo en este sector.


Otras zonas (máximo 50% en cada Estado )


La subvencionabilidad del objetivo n° 2 se extiende a : 


determinadas zonas colindantes de regiones subvencionables dentro del objetivo n° 1 o a las zonas industriales y rurales incluidas en el objetivo n° 2, 


zonas rurales afectadas por un envejecimiento significativo de la población o una disminución importante de la población agraria, 


zonas confrontadas a problemas estructurales graves o a un índice de desempleo alto a raíz de la reestructuración de una o varias actividades determinantes en los sectores agrícola, industrial o terciario. 


Ayuda transitoria. Como para el objetivo n° 1, se ha previsto un sistema de ayuda transitoria para las zonas que eran subvencionables en virtud de los objetivos nos 2 y 5 b) entre 1994 y 1999, pero que ya no lo son en virtud del objetivo n° 2 durante el período 2000-2006.


La finalidad de estas ayudas transitorias decrecientes es consolidar los logros obtenidos gracias a las intervenciones estructurales durante el período de programación anterior. Las zonas que ya no son subvencionables en virtud del objetivo n° 2 en 2000 reciben una ayuda transitoria del FEDER hasta 2005. Por otra parte, el FSE, la Sección de Garantía del FEOGA y el IFOP pueden asignar otras ayudas, respectivamente, en virtud del objetivo n° 3, en el contexto de las medidas de desarrollo rural y en el marco de las medidas de acompañamiento de la política pesquera. 





� 2000-2006 : Objetivo n° 3. Desarrollo de los recursos humanos


El objetivo n° 3 sirve de marco de referencia para el conjunto de las acciones desarrolladas en favor de los recursos humanos en los Estados miembros. Este objetivo tiene en cuenta el Título sobre el empleo que figura en el Tratado de Amsterdam y la nueva Estrategia Europea para el Empleo. 


La normativa toma en consideración todas las políticas, prácticas y necesidades de los Estados miembros en función de su Plan Nacional para el Empleo. Durante el período 2000-2006, el objetivo n° 3 abarca, pues, una amplia gama de intervenciones encaminadas a: 


impulsar políticas activas del mercado laboral para combatir el desempleo, 


promover la accesibilidad al mercado laboral con una atención especial a las personas amenazadas por la exclusión social,


reforzar la empleabilidad gracias a los sistemas de educación y formación continua, 


promover medidas para anticipar y facilitar la adaptación a los cambios económicos y sociales,


promover la igualdad de oportunidades para hombres y mujeres. 


Las medidas del objetivo n° 3 abarcan todo el territorio europeo y en las regiones del objetivo n° 1 se integran en la programación con las restantes medidas de desarrollo y ajuste estructurales. 





� Créditos disponibles 


El presupuesto total de los Fondos Estructurales para 2000-2006 asciende a 195 millardos de euros a precios de 1999.�Este importe representa aproximadamente un tercio del presupuesto total de la Unión Europea, es decir, el 1,27 % del PIB de la UE (cifras de 1999). 


Desglose por Estado miembro 


La distribución de la asignación de los Fondos Estructurales entre Estados miembros se ha calculado utilizando criterios estadísticos: 


Para los objetivos n° 1 y n° 2, la Comisión reparte los créditos en función de los criterios de población subvencionable, prosperidad nacional, prosperidad regional y gravedad relativa de los problemas estructurales, incluido el desempleo.


Para el objetico nº 3, el reparto ha sido efectuado por la Comisión en función de la población subvencionable, la situación del empleo, la gravedad de la exclusión social, los niveles de educación y formación, así como la participación de las mujeres en el mercado del trabajo. 
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Reserva de eficacia


El 4% de los créditos previstos en cada reparto nacional se destinaron a una reserva en 2000. A mitad del período esta reserva será asignada por la Comisión, en estrecha colaboración con los Estados miembros, a los programas que obtengan mejores resultados. El rendimiento se evaluará en función de la eficacia, la gestión y la ejecución financiera, así como de los resultados obtenidos hasta ese momento en relación con los objetivos nacionales. 


�Desglose por objetivos prioritarios


El desglose de los recursos presupuestarios por objetivo se realizó con el fin de concentrarlos de manera significativa en favor de las regiones subvencionables en virtud del objetivo n° 1. Éste recibe 135,9 millardos de euros, es decir, cerca del 70 % del presupuesto de los Fondos Estructurales.�Los objetivos regionalizados (objetivos n° 1 y n° 2) concentran más del 81 % de la dotación global. El 20 % restante se dedica al objetivo n° 3, a las medidas de acompañamiento de la pesca fuera del objetivo n° 1, a las iniciativas comunitarias y a las medidas innovadoras.
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� Funcionamiento   


Los recursos de los Fondos Estructurales se asignan sobre la base de períodos de programación: el último comprendía de 1994 a 1999 y el actual va de 2000 a 2006. La ayuda financiera se concede en forma de subvenciones no reembolsables de tres formas diferentes: 


los programas de los objetivos prioritarios (94%).


los programas de las iniciativas comunitarias (5,35%).


las medidas innovadoras (0,65%). 


Los programas son gestionados por autoridades designadas en los Estados miembros, mientras que las medidas innovadoras son gestionadas por la propia Comisión. 


A) Los programas de los objetivos prioritarios. El término "programa" corresponde generalmente a los documentos únicos de programación (DOCUP) y a los programas operativos (PO) preparados por las autoridades nacionales y regionales y aprobados por la Comisión. Sin embargo, un PO sólo es posible en relación con un marco comunitario de apoyo (MCA). He aquí brevemente los dos sistemas de programación: 


Los MCA y los PO se refieren generalmente a un país, o a un grupo de regiones de un país, subvencionable en virtud del objetivo n° 1. El MCA describe el contexto socioeconómico del país o de las regiones beneficiarias de los Fondos Estructurales, presenta prioridades de desarrollo y objetivos que deben alcanzarse, y establece sistemas de gestión financiera, seguimiento, evaluación y control. Los PO detallan las diferentes prioridades del MCA en una región concreta, o de un eje de desarrollo particular (transporte, formación, apoyo a las empresas, etc.). 


Los DOCUP contienen a la vez los elementos de un MCA y los de un PO; en general se refieren a intervenciones cofinanciadas por los Fondos Estructurales con menos de un millardo de euros en una región del objetivo n° 1, intervenciones en una región del objetivo n° 2 o intervenciones nacionales del objetivo n° 3 y de pesca. 


Desde la reforma de 1999, un documento suplementario, la "programación complementaria", expone con detalle las medidas y proyectos financiados en cada programa. Este documento es elaborado por los responsables de los programas (o autoridades de gestión) que seleccionan los proyectos. Por consiguiente, a ellos deben dirigirse los actores económicos y sociales que desean beneficiarse de la ayuda de los Fondos Estructurales.


Las autoridades de gestión deben, asimismo, llevar a cabo acciones de información y publicidad acerca de los programas de los que son responsables. 


Por otra parte, los comités de seguimiento, compuestos por representantes de las regiones, el Estado miembro, los organismos responsables y la Comisión, supervisan la ejecución de las medidas y proyectos. Estos comités evalúan periódicamente la aplicación de los programas sobre una base regular y proponen, cuando procede, adaptaciones de la intervención. 


B) Los programas de las iniciativas comunitarias. Estos programas son preparados por los Estados miembros a partir de las orientaciones elaboradas por la Comisión Europea. 


Las iniciativas comunitarias poseen tres particularidades que constituyen su "valor añadido" respecto a las demás medidas financiadas por los Fondos Estructurales: 


el método "ascendente" de realización;


el fomento de la cooperación transnacional, transfronteriza e interregional; 


el énfasis puesto en los objetivos y prioridades comunitarios. 


Cada Estado miembro designa a una autoridad responsable de la ejecución de cada iniciativa. Los responsables de los proyectos deben contactar a estas autoridades para informarse del avance de los programas que les conciernen o para integrar en ellos las medidas que proponen. 


C) Medidas innovadoras. Las medidas innovadoras reciben el 0,51% del presupuesto global asignado a los Fondos Estructurales. 


Dichas medidas constituyen la única excepción al principio de programación y permiten que la Comisión financie, por propia iniciativa, proyectos piloto o estrategias innovadoras que impulsan la cooperación y el intercambio de experiencias entre los actores del desarrollo local y regional. 


La propia Comisión organiza las convocatorias y la selección de los proyectos. 


 


� Normativa


Reglamento (CEE) nº 2052/1969 del Consejo, de 17 de octubre de 1969, relativo a la financiación comunitaria de los gastos resultantes de la ejecución del Convenio relativo a la ayuda alimentaria


Reglamento (CEE) nº 1703/1972 del Consejo, de 3 de agosto de 1972, por el que se modifica el Reglamento (CEE) nº 2052/1969 en lo que se refiere a la financiación comunitaria de los gastos que se derivan de la ejecución de la Convención de ayuda alimentaria de 1967 y se fijan las normas relativas a la financiación comunitaria de los gastos que se derivan de la ejecución de la Convención de ayuda alimentaria de 1971


Reglamento (CEE) nº 2681/1974 del Consejo, de 21 de octubre de 1974, relativo a la financiación comunitaria de los gastos derivados del suministro de productos agrícolas en concepto de ayuda alimentaria


Reglamento (CEE) nº 1883/1978 del Consejo, de 2 de agosto de 1978, relativo a las normas generales sobre la financiación de las intervenciones por el Fondo Europeo de Orientación y de Garantía Agrícola, sección «Garantía»


Reglamento (CEE) nº 3730/1987 del Consejo de 10 de diciembre de 1987 por el que se establecen las normas generales aplicables al suministro a determinadas organizaciones de alimentos procedentes de existencias de intervención y destinados a ser distribuidos a las personas más necesitadas de la Comunidad


Reglamento (CEE) nº 411/1988 de la Comisión de 12 de febrero de 1988 relativo al método y a los tipos de interés que deben aplicarse para el cálculo de los gastos de financiación de las intervenciones consistentes en compras, almacenamiento y comercialización


Reglamento (CEE) nº 1643/1989 de la Comisión, de 12 de junio de 1989, por el que se definen los importes a tanto alzado que sirven para financiar las operaciones materiales que resultan del almacenamiento público de los productos agrícolas


Reglamento (CEE) nº 2734/1989 de la Comisión, de 8 de septiembre de 1989, por el que se establecen los elementos que se habrán de tomar en consideración para determinar los gastos derivados de la aplicación del apartado 2 del artículo 37 del Reglamento (CEE) nº 822/87 del Consejo y que se deberán financiar por el FEOGA sección «Garantía»


Reglamento (CEE) nº 4045/1989 del Consejo, de 21 de diciembre de 1989, relativo a los controles, por los Estados miembros, de las operaciones comprendidas en el sistema de financiación por el Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agraria, sección Garantía, y por el que se deroga la Directiva 77/19435/19CEE


Reglamento (CEE) nº 1863/1990 de la Comisión, de 29 de junio de 1990, por el que se establecen las disposiciones de aplicación del Reglamento (CEE) nº 4045/89 del Consejo relativo a los controles, por los Estados miembros, de las operaciones comprendidas en el sistema de financiación por el Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agraria, sección Garantía, y por el que se deroga la Directiva 77/435/CEE


Reglamento (CEE) nº 3151/1990 del Consejo, de 29 de octubre de 1990, relativo a la intensificación, en Portugal, del control de los gastos a cargo del Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agraria, sección Garantía


Reglamento (CEE) nº 3492/1990 del Consejo, de 27 de noviembre de 1990, por el que se fijan los elementos que deben tomarse en consideración en las cuentas anuales para la financiación de las medidas de intervención en forma de almacenamiento público, por el Fondo Europeo de Orientación y de Garantía Agraria, sección «Garantía»


Reglamento (CEE) nº 3597/1990 de la Comisión, de 12 de diciembre de 1990, relativo a las normas de contabilización de las medidas de intervención que supongan la compra, el almacenamiento y la venta de productos agrícolas por parte de los organismos de intervención


Reglamento (CEE) nº 147/1991 de la Comisión, de 22 de enero de 1991, por el que se definen y fijan los límites de tolerancia aplicables a las pérdidas de cantidades de productos agrícolas almacenados en régimen de intervención pública


Reglamento (CEE) nº 3378/1991 de la Comisión, de 20 de noviembre de 1991, relativo al procedimiento de venta de las existencias de intervención de mantequilla destinada a la exportación y por el que se modifica el Reglamento (CEE) nº 569/88


Reglamento (CEE) nº 3149/1992 de la Comisión, de 29 de octubre de 1992, por el que se establecen las disposiciones de aplicación para el suministro de alimentos procedentes de las existencias de intervención en beneficio de las personas más necesitadas de la Comunidad


Reglamento (CE) nº 1469/1995 del Consejo, de 22 de junio de 1995, relativo a las medidas que deben adoptarse en relación con determinados beneficiarios de operaciones financiadas por la sección de Garantía del FEOGA


Reglamento (CE) nº 1663/1995 de la Comisión, de 7 de julio de 1995, por el que se establecen las disposiciones de aplicación del Reglamento (CEE) nº 729/70 del Consejo en lo que concierne al procedimiento de liquidación de cuentas de la sección de Garantía del FEOGA


Reglamento (CE) nº 296/1996 de la Comisión, de 16 de febrero de 1996, relativo a los datos que deberán transmitir los Estados miembros a los efectos de contabilización de los gastos financiados con cargo a la sección «Garantía» del Fondo Europeo de Orientación y de Garantía Agraria (FEOGA) y que deroga el Reglamento (CEE) nº 2776/88


Reglamento (CE) nº 745/1996 de la Comisión, de 24 de abril de 1996, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) nº 1469/1995 del Consejo relativo a las medidas que deben adoptarse en relación con determinados beneficiarios de operaciones financiadas por la sección de Garantía del FEOGA


Reglamento (CE) nº 723/1997 del Consejo de 22 de abril de 1997 sobre la realización de programas de medidas de los Estados miembros en el ámbito del control de los gastos de la sección de Garantía del FEOGA


Reglamento (CE) nº 1780/1997 de la Comisión de 15 de septiembre de 1997 por el que se establecen las disposiciones detalladas de aplicación del Reglamento (CE) nº 723/1997 del Consejo sobre la realización de programas de medidas de los Estados miembros en el ámbito del control de los gastos de la sección de Garantía del FEOGA


Reglamento (CE) nº 2436/1997 de la Comisión de 9 de diciembre de 1997 sobre el importe máximo de la participación financiera comunitaria que se pagará a los Estados miembros interesados de conformidad con el Reglamento (CE) nº 723/1997 del Consejo


Reglamento (CE) nº 1442/1998 de la Comisión de 6 de julio de 1998 sobre el importe máximo de la participación financiera comunitaria que se pagará a los Estados miembros interesados de conformidad con el Reglamento (CE) nº 723/1997 del Consejo


Reglamento (CE) nº 1524/1998 de la Comisión de 16 de julio de 1998 por el que se establecen las disposiciones de aplicación relativas a las medidas específicas adoptadas en favor de los departamentos franceses de Ultramar en los sectores de las frutas y hortalizas, las plantas y las flores


Reglamento (CE) nº 583/1999 de la Comisión de 17 de marzo de 1999 sobre el importe máximo de la participación financiera comunitaria que se pagará a los Estados miembros interesados de conformidad con el Reglamento (CE) nº 723/97 del Consejo


Reglamento (CE) n° 1251/1999 del Consejo de 17 de mayo de 1999 por el que se establece un régimen de apoyo a los productores de determinados cultivos herbáceos


Reglamento (CE) n° 1259/1999 del Consejo de 17 de mayo de 1999 por el que se establecen las disposiciones comunes aplicables a los regímenes de ayuda directa en el marco de la política agrícola común


Reglamento (CE) nº 2390/1999 de la Comisión, de 25 de octubre de 1999, por el que se establecen las disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) nº 1663/95 relativas a la forma y el contenido de la información contable que los Estados miembros deben mantener a disposición de la Comisión con vistas a la liquidación de cuentas de la sección de Garantía del FEOGA


Reglamento (CE) nº 2461/1999 de la Comisión, de 19 de noviembre de 1999, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) nº 1251/1999 del Consejo en lo que respecta a la utilización de las tierras retiradas de la producción con vistas a la obtención de materias primas para la fabricación en la Comunidad de productos que no se destinen directamente al consumo humano o animal


Reglamento (CE) nº 814/2000 del Consejo, de 17 de abril de 2000, sobre las medidas de información en el ámbito de la política agrícola común


Reglamento (CE) nº 1390/2000 de la Comisión, de 29 de junio de 2000, por el que se establecen las disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) nº 814/2000 del Consejo sobre las medidas de información en el ámbito de la política agrícola común


Reglamento (CE) nº 1673/2000 del Consejo, de 27 de julio de 2000, por el que se establece la organización común de mercados en el sector del lino y el cáñamo destinados a la producción de fibras


Reglamento (CE) nº 2234/2000 de la Comisión, de 9 de octubre de 2000, por el que se establecen los coeficientes de depreciación que se habrán de aplicar a la compra de productos agrícolas de intervención para el ejercicio 2001


Reglamento (CE) nº 2311/2000 de la Comisión, de 18 de octubre de 2000, por el que se establece la lista de medidas a las que no se aplica el Reglamento (CEE) nº 4045/89 del Consejo y se deroga la Decisión 96/284/CE


Reglamento (CE) nº 2477/2000 de la Comisión, de 10 de noviembre de 2000, por el que se fijan los tipos de interés que habrán de aplicarse para calcular los gastos de financiación de las intervenciones consistentes en operaciones de compra, almacenamiento y salida


Reglamento (CE) n° 963/2001 de la Comisión, de 17 de mayo de 2001, sobre las disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) n° 1259/1999 del Consejo en lo relativo a la ayuda comunitaria adicional y a la transmisión de información a la Comisión





� Ley de Cantabria 9/2002, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2003.


ANEXO AL ARTÍCULO 11


Módulos económicos de distribución de fondos públicos para sostenimiento de Centros Concertados


Conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de esta Ley,


los importes anuales y desglose de los módulos económicos por unidad escolar en los Centros Concertados de los distintos niveles y modalidades educativas quedan establecidos, con efectos de 1 de enero y hasta el 31 de diciembre del año 2003 de la siguiente forma:


EDUCACIÓN INFANTIL Y EDUCACIÓN PRIMARIA


Relación Profesor/Unidad:1/1.


Euros


Salario de Personal docente, incluidas cargas sociales 27.380,03


Gastos variables 3.226,33


Otros Gastos (media)5.287,36


Importe total anual 35.993,72


UNIDADES DE INTEGRACION Y EDUCACION COMPENSATORIA EN LOS NIVELES DE EDUCACION OBLIGATORIA.


Relación Profesor/Unidad: 1/1


Salario de Personal Docente, incluidas cargas sociales 27.380,03


Gastos Variables 3.326,33


Otros gastos (media) 5.639,72


Importe total anual 33.506,36


EDUCACIÓN ESPECIAL (NIVELES OBLIGATORIOS Y GRATUITOS)


I.Educación Básica/Primaria:


Relación Profesor/Unidad:1/1.


Salarios de Personal docente, incluidas cargas sociales 27.380,03


Gastos variables 3.326,33


Otros Gastos (media)5.639,72


Importe total anual 36.346,08


Personal Complementario (Logopedas,Fisioterapeutas,


Ayudantes Técnicos Educativos,Psicólogos –Pedagogos


y Trabajador Social),según deficiencias:


Psíquicos 17.710,68


Autistas o problemas graves de personalidad 14.366,09


Auditivos 16.479,09


Plurideficientes 20.452,90


II.Formación Profesional «Aprendizaje de Tareas »:


Relación Profesor/Unidad:2/1.


Salarios de Personal docente, incluidas cargas sociales 54.760,05


Gastos variables 4.364,42


Otros Gastos (media)8.034,58


Importe total anual 67.159,05


Personal Complementario (Logopedas,Fisioterapeutas,


Ayudantes Técnicos Educativos,Psicólogos –Pedagogos


y Trabajador Social),según deficiencias:


Psíquicos 28.277,54


Autistas o problemas graves de personalidad 25.292,47


Auditivos 21.909,49


Plurideficientes 31.444,28


EDUCACION SECUNDARIA OBLIGATORIA:


Primer Ciclo.


Relación Profesor/Unidad:1,20/1.


Salarios de Personal docente, incluidas cargas sociales 32.916,05


Gastos variables 3.913,17


Otros Gastos (media) 6.873,44


Importe total anual 43.702,66


Segundo Ciclo.


Relación Profesor/Unidad 1,36/1


Salario Personal Docente, incluídas cargas sociales 43.149,52


Gastos variables 7.935,31


Otros Gastos (media) 7.642,93


Importe total anual 61.231,70


CICLOS FORMATIVOS 


I.Salarios de Personal Docenten incluídas cargas sociales.


Grupo 1. Ciclos formativos de grado medio de 1.300 a 1.700 horas


Primer curso 48.354,93


Segundo curso 0,00


Grupo 2. Ciclos formativos de grado medio de 2.000 horas


Primer curso 48.354,93


Segundo curso 48.354,93


Grupo 3. Ciclos formativos de grado superior de 1.300 a 1.700 horas


Primer curso 44.683,21


Segundo curso 0,00


Grupo 4. Ciclos formativos de grado superior de 1.300 a 1.700 horas


Primer curso. 44.683,21


Segundo curso 0,00


II. Gastos variables.


Grupo 1. Ciclos formativos de grado medio de 1.300 a 1.700 horas


Primer curso. 5.901,82


Segundo curso 0,00


Grupo 2. Ciclos  formativos de grado medio de 2.000 horas


Primer curso. 5.901,82


Segundo curso. 5.901,82


Grupo 3. Ciclos formativos de grado superior de 1.300 a 1.700 hoas.


Primer curso. 5.863,64


Segundo curso.0,00


Grupo 4. Ciclos formativos de grado superior de 2.000 horas.


Primer curso. 5.863,64


Segundo curso. 5.863,64


III. Otros gastos.


Grupo 1. Ciclos formativos de:


Conducción de actividades físico deportivas en el medio natural.


Pastelería y Panadería.


Servicios de restaurante y bar.


Animación Turística.


 Estética personal decorativa.


Química ambiental.


Farmacia.


Higiene bucodental





Primer curso. 7063,10


Segundo curos. 2026,53


Ciclos formativos de:


2.1


Buceo a media profundidad.


Laboratorio de imagen.


Alojamiento.


Elaboración de aceites en su jugo.


Elaboración de productos lácteos.


Elaboración de vinos y otras bebidas.


Matadero y carnicería-charcutería.


Molinería e industrias cerealistas.


Panificación y reposteria.


Laboratorio.


Fabricación de productos farmaceúticos y afines.


Curtidos.


Patronaje.


Procesos de ennoblecimiento textil.


Secretariado.


Gestión comercial y marketing.


Servicios al consumidor.


Agencias de viaje.


Información y comercialización turística.


Documentación sanitaria.





Primer curso. 8.370,48


Segundo curso 2026,53





2.2


Cuidados auxiliares de enfermería


Primer curso: 8.698,15


Segundo curso. 2.107,80





Grupo 3. Ciclos formativos de:


Conservería Vegetal,Cárnica y de Pescado.


Transformación de madera y corcho.


Operaciones de fabricación de productos farmaceúticos.


Operaciones de proceso y pasta de papel.


Operaciones de proceso de planta química.


Operaciones de transformación de Plásticos y caucho.


Industrias de Proceso de pasta y papel.


Industrias de Proceso químico.


Plástico y caucho.





Primer curso. 9.013,46


Segundo curso. 2.026,53  





Grupo 4. Ciclos formativos de.


Encuadernados y manipulados de papel y cartón.


Impresión en artes gráficas.


Fundición.


Tratamientos superficiales y técnicos


Fabricación industrial de carpintería y mueble.


Calzado y marroquinería.


Producción de Hilatura y Tejeduría de cadala.


Producción de tejidos de punto.


Procesos de confección industrial.


Procesos textiles de hiladura y tejeduría de cadala.


Procesos textiles de Tejedería de Punto.


Operaciones de fabricación de productos cárnicos.


Operaciones de fabricación de vidrio y transformados.


Fabricación y Transformación de productos de vidrio.





Primer curso. 9.916,23


Segunod curso.2026,53





Grupo5. Ciclos formativos de:


Realización y planes de obra


Asesoría de imagen personal


Radioterapia


Animación Sociocultural


Integración social.





Primer curso. 7.063,10


Segundo curso. 3.277.12





Grupo 6. Ciclos formativos de:


Operaciones de cultivo acuícola





Primer curso.9.013,46


Segundo curso. 3.277,12





Grupo 7. Ciclos formativos de.


Explotaciones ganaderas.


Jardinería


Trabajos forestales y de conservación de medio natural


Gestión y organización de empresa agropecuarias


Gestión y organización de Recursos naturales paisajísticos


Administración y finanazas.


Pesca y Transporte marítimo.


Producción de audiovisuales, radio y espectáculos.


Comercio internacional.


Gestión del transporte.


Obras de albañilería


Obras de hormigón.


Operación y mantenimiento de maquinaria de construcción.


Desarrollo y aplicación de proyectos de la construcción.


Desarrollo de proyectos urbanísticos y operaciones topográficas


Optica de anteojería.


Caracterización.


Estética.


Administración de servicios informáticos.


Desarrollo de aplicaciones informáticas.


Desarrollo de productos de carpinteria y mueble.


Anatomía Patológica y citología.


Salud ambiental.


Audioprotesis.


Dietética. 


Imagen para el diagnóstico.


Laboratorio de diaganóstico clínico.


Ortoprotésica.


Educación infantil.


Interpretación de la lengua de signos.





Primer curso. 7.603,10


Segundo curso. 8.003,33


Grupo 8. Ciclos formativos de:


Explotaciones agrarias extensivas.


Explotaciones agrarias intensivas.


Operación, control y mantenimiento de maquinaria e instalaciones de buque.


Supervisión y control  de maquinas e instalaciones de buque.


Desarrollo de productos electrónicos.


Instalaciones electrotécnicas.


Sistemas de regulación y control automáticos.


Acabados de construcción.


Cocina.


Restauración.


Mantenimiento de aviónica.


Analisis y control.


Prótesis dentales.





Primer curso. 8.143,55


Segundo curso.8.589,63


 


Grupo 9. Ciclos formativos de:


Animación de actividades físicas y deportivas.


Diseño y producción editorial.


Producción en industrias de artes gráficas.


Imagen.


Realización de audiovisuales y espectáculos.


Sonido.


Sistemas de telecomunicación e informáticos.


Desarrollo de proyectos de Instalaciones de Frio , climatización y producción de calor.


Producción por fundición y pulvimetarlugia.


Producción por mecanizado.


Producción de madera y mueble.


Montaje y mantenimiento de instalaciones de frio, climatización y producción de calor.


Desarrollo de proyectos de instalaciones de fluidos, térmicas y de manutención.


Mantenimiento y montaje de instalaciones de edificios y procesos.


Automoción.


Mantenimiento automecánico.





Primer curso. 9.024,76


Segundo curso.9.496,36





Grupo 10.Ciclos formativos de:


Producción acuícola.


Preimpresión en artes gráficas.


Industria alimentaria.


Mecanizado.


Soldadura y calderería.


Construcciones mecánicas.


Instalación y mantenimiento electromecánico de maquinaria y conducción de líneas.


Mantenimiento ferroviario.


Mantenimiento de equipo industrial.


Desarrollo y fabricación de productos cerámicos.





Primer curso. 9.260,23


Segundo curso.9.575,01





Grupo 11. Ciclos formativos de:


Confección.


Primer curso. 12.902,25


Segundo curso.2.026,53





Grupo 12.Ciclos formativos de:


Gestión administrativa


Comercio.


Primer curso. 14.279,16


Segundo curso.2.107,19


 


Grupo 13. Ciclos formativos de.


Peluquería.


Primer curso. 10.084,22


Segundo curso. 11.188,50





Grupo 14. Ciclos formativos de:


14.1


Fabricación a medida e instalaciones de Madera y Mueble.





Primer curso.10.389,35


Segundo curso.11.188,50





14.2


Carrocería





Primer curso. 10.802,89


Segundo curso.11.631,72





Grupo 15. Ciclos formativos de.


Equipos e instalaciones electrotécnicas.





Primer curso. 12.261,63


Segundo curso.13.277,97





Grupo 16.Ciclos formativos de.


Electromecánica de vehículos.





Primer curso. 12.883,36


Segundo curso.13.844,73





Grupo 17. Ciclos formativos de.


Equipos electrotécnicos de consumo.


 


Primer curso. 13.664,73


Segundo curso.14.666,77





PROGRAMAS DE GARANTIA SOCIAL


Salarios de personal docente, incluidas cargas sociales. 48.354,93


Gastos variables.5.901,82





Grupo1. Familias profesionales de:	6.210,06


Administración


Comercio y marketing


Hostelería y Turismo.


Imagen personal.


Sanidad.


Servicios socioculturales y a la comunidad.





Grupo2. Familias profesionales de:	7.099,97


Actividades agrarias.


Artes Gráficas.


Comunicación, imagen y sonido.


Edificación y obra civil.


Electricidad y electrónica.


Fabricación mecánica.


Industrias alimentarias.


Madera y mueble.


Mantenimiento de vehículos autopropulsados.


Manenimiento y servicios a la producción.


Textil, confección y piel.





La administración educativa podrá adecuar los módulos de personal complementario d educación especial a las exigencias derivadas de la normativa aplicable en la Comunidad Autónoma de Cantabria.”.











� Resolución de 23 de mayo de 2001, por la que se ordena la publicación del Acuerdo de Consejo de Gobierno por el que se da aplicación a la previsión del artículo 24 de la Ley de Cantabria 6/2000, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2001, respecto del establecimiento de un régimen especial de fiscalización.


El Consejo de Gobierno, en su reunión de 17 de mayo de 2001, aprobó el siguiente acuerdo:


«La Ley de Cantabria 6/2000, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el ejercicio económico de 2001, recoge en el artículo 24 la posibilidad de que el Gobierno de Cantabria, acuerde el establecimiento de un régimen especial de fiscalización, respecto al general regulado en los artículos 19 y siguientes del mismo precepto legal, así como en la Ley 7/1984, de 21 de diciembre de Finanzas.


Este régimen especial, limita las comprobaciones a efectuar en los expedientes de gasto, por los Interventores respectivos en el ejercicio de la función fiscalizadora y se instrumenta mediante Acuerdo del Consejo de Gobierno, que debe ser publicado en el B.O.C. El objetivo que se pretende alcanzar con esta modalidad de control, es aunar seguridad con eficiencia y eficacia en la gestión interventora, por lo que se hace necesario preestablecer en que expedientes de gasto se considera precisa, así como los requisitos imprescindibles para alcanzar el objetivo citado.


Los antecedentes inmediatos al Acuerdo que se publica, son, por un lado el vigente en la Administración General del Estado de 4 de julio de 1997 y por otro, el de esta Comunidad Autónoma de 20 de marzo de 1997.


Por otra parte, la experiencia acumulada durante el período de vigencia del anterior acuerdo, así como las modificaciones legislativas producidas en este tiempo, que afectan sustancialmente a la materia objeto de regulación, en especial la Ley 53/1999 de 28 de diciembre, y el Real Decreto 2/2000, ambas sobre contratación pública, hace aconsejable la publicación de un nuevo acuerdo.


Por lo anteriormente expuesto se adopta a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda, previo informe de la Intervención General, el siguiente acuerdo:


Primero.- Comprobaciones esenciales.


La fiscalización previa de obligaciones o gastos incluidos en el presente Acuerdo, en cada una de las Consejerías, centros, dependencias u organismos, se realizará mediante la comprobación de los siguientes extremos:


a) La existencia de crédito presupuestario y que el propuesto es el adecuado a la naturaleza del gasto u obligación que se proponga contraer.


En los casos en que se trate de contraer compromisos de gastos de carácter plurianual se comprobará, además, si se cumple lo establecido en el artículo 36 de la Ley 7/1984, de 21 de diciembre, de Finanzas y en la ley de Presupuestos Generales del Gobierno de Cantabria vigente en cada momento, así como la exigencia contenida en la Disposición Adicional Decimocuarta del Real Decreto 2/2000 por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.


b) Que las obligaciones o gastos se generan por órgano competente.


c) Aquellos extremos adicionales que, atendiendo a la naturaleza de los distintos actos, documentos o expedientes, se contienen en el presente Acuerdo. 


Segundo.- Otras comprobaciones.


Para todo tipo de expedientes habrán de efectuarse, en su caso, además de las comprobaciones esenciales señaladas en el punto anterior y las previstas en los apartados siguientes, las que a continuación se señalan:


1.- La competencia del órgano para resolver el expediente, cuando dicho órgano no tenga atribuida la facultad para la aprobación de los gastos de que se trate.


2.- Cuando de los informes preceptivos, a los que se hace referencia en los diferentes apartados de este Acuerdo, se dedujera que se han omitido requisitos o trámites que sean esenciales o que la continuación de la gestión administrativa pudiera causar quebrantos económicos a la Hacienda Regional o a un tercero, se procederá al examen exhaustivo del documento o documentos objeto del informe y si, a juicio del Interventor, se dan las mencionadas circunstancias, habrá de actuar conforme a lo preceptuado en los artículos 72 y 73 de la Ley 7/1984.


3.- En los expedientes de reconocimiento de obligaciones deberá comprobarse que responden a gastos aprobados y fiscalizados favorablemente.


4.- La existencia de autorización del Consejo de Gobierno en los supuestos que, esté legalmente establecido.


5.- La existencia de autorización del titular de la Consejería, en los supuestos que legalmente lo requieran.


Tercero.- Extremos adicionales a comprobar en la contratación de personal laboral.


En los expedientes de contratación de personal laboral, los extremos adicionales a que se refiere el apartado primero c) del presente Acuerdo, serán los siguientes:


1. Propuesta de contratación de personal laboral fijo:


a) Certificado acreditativo, expedido por la Dirección General de Función Pública, de que los puestos a cubrir figuran detallados en las respectivas relaciones o catálogos de puestos de trabajo y están vacantes.


b) Haber sido cumplimentado el requisito de publicidad de las correspondientes convocatorias en el Boletín Oficial de Cantabria, en los términos establecidos en el artículo 41.1 de la Ley de Cantabria 4/1993, de 10 de marzo, de la Función Pública.


c) Acreditación de los resultados del proceso selectivo expedida por el órgano competente.


d) Adecuación del contrato que se formaliza con lo dispuesto en la normativa vigente.


e) Que las retribuciones que se señalen en el contrato se ajusten al Convenio Colectivo que resulte de aplicación.


2. Propuesta de contratación de personal laboral temporal:


a) En su caso, acreditación de los resultados del proceso selectivo expedida por el órgano competente.


b) Adecuación del contrato que se formaliza con lo dispuesto en la normativa vigente.


c) En el supuesto de contratación de personal con cargo a los créditos de inversiones, se verificará la existencia del informe de la Dirección General del Servicio Jurídico, sobre la modalidad de contratación temporal utilizada sobre la observancia, en las cláusulas del contrato, de los requisitos y formalidades exigidos por la legislación laboral.


d)_Que las retribuciones que se señalen en el contrato se ajusten al Convenio Colectivo que resulte de aplicación.


e) Acreditación de que se han cumplido las exigencias normativas, en cuanto a la autorización de este tipo de contratos.


Se excluyen de la aplicación del presente Acuerdo las sustituciones que afectan al personal adscrito a puestos de trabajo de Sanitario Local (Médicos, ATS y Matronas), así como las sustituciones de personal como consecuencia de incapacidades transitorias, en los términos establecidos por el Acuerdo de Consejo de Gobierno de 20 de junio de 1997 (BOC número 123, de 20 de junio), u otros casos imprevisibles de fuerza mayor.


3. Propuesta de prórroga de contratos laborales:


Estarán sujetos a fiscalización limitada previa, verificándose en ellos, además de los requisitos a) y b) del apartado primero de este Acuerdo, que la duración del contrato no supera el plazo previsto en la legislación vigente.


Cuarto.- Extremos adicionales a comprobar en nóminas de personal.


En las nóminas de retribuciones del personal al servicio de la Administración de la Comunidad de Cantabria y sus organismos autónomos, los extremos adicionales a que se refiere el apartado primero c) del presente Acuerdo serán los siguientes:


a) Que las nóminas estén firmadas por el órgano responsable de su formación y se proponen para su autorización al órgano competente.


b) Comprobación aritmética de la nómina, que se realizará efectuando él cuadre del total de la misma con el que resulte del mes anterior, más la suma algebraica de las variaciones incluidas en la nómina del mes de que se trate.


c) Justificación documental limitada a los siguientes supuestos de alta y variación en nómina, con el alcance que para cada uno de ellos se indica:


c.1) Altos Cargos: Copia del acuerdo de nombramiento o documento en el que se indique la fecha de su publicación oficial, diligencia de la correspondiente toma de posesión y verificación de las retribuciones.


c.2) Personal funcionario de nuevo ingreso: Acuerdo de nombramiento, diligencia de la correspondiente toma de posesión y verificación de que las retribuciones están de acuerdo con el grupo y puesto de trabajo. A estos efectos, en la nómina del personal docente no universitario, los acuerdos de nombramiento y tomas de posesión, podrán aportarse mediante relaciones firmadas por el órgano competente, que contengan los datos de dichos documentos.


c.3) Personal laboral de nuevo ingreso. Copia del contrato sobre el que fue ejercida la fiscalización previa del gasto.


c.4) El resto de las obligaciones reflejadas en la nómina, así como los actos que las generen, serán objeto de comprobación posterior, excepto las derivadas del reconocimiento de servicios previos, que estará sometido a fiscalización previa plena.


Quinto.- Extremos adicionales a comprobar en la cuota patronal a la Seguridad Social.


En los expedientes de aprobación y reconocimiento de la cuota patronal a la Seguridad Social se comprobarán los extremos previstos en las letras a) y b) del apartado primero y en su caso segundo de presente Acuerdo.


Sexto. Extremos adicionales a comprobar en los contratos de obras.


1. Obra nueva:


A) Aprobación del gasto:


a) Que existe proyecto, informado si procede, por un técnico competente en la materia, de la Comunidad Autónoma de Cantabria, distinto del autor. En caso de crearse, sería informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos.


b) Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares y está informado por el Servicio Jurídico de la Consejería correspondiente.


c) Cuando se utilice pliego-tipo de cláusulas administrativas, verificar que el contrato a celebrar es de naturaleza análoga al informado por la Dirección General del Servicio Jurídico.


d) Que existe acta de replanteo previo, firmada por el Jefe del Servicio correspondiente.


e) Cuando se proponga como forma de adjudicación el concurso, comprobación de que el pliego de cláusulas administrativas particulares, establece criterios objetivos para la adjudicación del contrato. Del orden de los que con carácter orientativo señala el artículo 86 del Real Decreto 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (TRLCAP).


f) Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el negociado, comprobar que concurren las circunstancias previstas en los artículos, 92.1, 140 y 141 del TRLCAP.


g) Que está justificado en el expediente la elección del procedimiento y forma de contratación, de acuerdo con el contenido del artículo 75.2 del TRLCAP. 


B) Disposición del gasto:


a) Examen del acta y propuesta de adjudicación del contrato que eleva la Mesa de Contratación.


b) Cuando la propuesta de adjudicación no se ajuste a la formulada por la Mesa de Contratación, que existe decisión motivada del órgano de contratación.


c) Cuando el empresario propuesto como adjudicatario no hubiera presentado en la licitación la certificación de estar al corriente de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social, según lo establecido en el artículo 9.3 del Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo, o ésta hubiera caducado según el artículo 10.3 del mismo precepto legal, comprobar que el mismo se encuentra al corriente de dichas obligaciones.


2. Modificados:


a) Verificación de la propuesta del director de la obra con los documentos que justifican, describen y valoran la modificación.


b) Que existe proyecto, informado si procede, por un técnico competente en la materia, de la Comunidad Autónoma de Cantabria, distinto del autor. En caso de crearse, sería informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos.


c) Que existe informe del Servicio Jurídico de la Consejería correspondiente y, en su caso, dictamen del Consejo de Estado (artículo 84.4 Ley de Cantabria 2/97 y artículo 59.3 del TRLCAP).


d) Que existe acta de replanteo previo, firmada por el Jefe del Servicio correspondiente.


e) Acreditación por el autor del proyecto del modificado, de que no concurre el supuesto contemplado en el artículo 149.e) del TRLCAP


f) Verificación de que se ha dado audiencia al contratista.


3. Obras accesorias o complementarias:


a) Que existe propuesta de órgano competente, justificativa de la conveniencia de ejecutar tales obras. 


b) Que existe proyecto, informado si procede, por un técnico competente en la materia, de la Comunidad Autónoma de Cantabria, distinto del autor. En caso de crearse, sería informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos.


c) En el caso de que la obra accesoria o complementaria supere el porcentaje fijado en la ley, del precio primitivo del contrato, o, sin superarlo, se adjudique a contratista diferente del de la obra principal, el expediente deberá cumplir los requisitos previstos para la obra nueva.


d) Que existe acta de replanteo previo, firmada por el Jefe del Servicio correspondiente.


4. Revisiones de precios (aprobación del gasto):


Que cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.1 del TRLCAP y que no está expresamente excluida la posibilidad de revisión en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


5. Certificaciones de obra:


a) Que existe certificación, autorizada por el facultativo Director de la obra y, en su caso, con la conformidad del inspector de la obra.


b) Para la primera certificación, acreditación de que la garantía definitiva ha sido constituida.


c) En el caso de efectuarse anticipos, de los previstos en el artículo 145.2 del TRLCAP, comprobar que se ha prestado la garantía exigida y se aporta documento acreditativo del cumplimiento de los requisitos legales, expedido por el director de la obra y en su caso con la conformidad del inspector de la misma.


d) Que se aporte factura por la empresa adjudicataria, de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 2.402/1985, de 18 de diciembre, sobre obligación de expedir factura por empresarios y profesionales, y sus modificaciones posteriores, salvo que la certificación sea por importe de cero pesetas.


e) Cuando la certificación de obra incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.1 del TRLCAP y que no está expresamente excluida la posibilidad de revisión en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


f) En todo caso, acreditación de haberse abonado la tasa por dirección o inspección de obra.


6. Proyecto de Certificación Final:


a) Que existe informe, si procede, de un técnico competente en la materia, de la Comunidad Autónoma de Cantabria, distinto del autor. En caso de crearse, sería informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos


b) Que se acompaña certificación o acta de conformidad de la recepción de la obra.


c) Cuando se incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.1 del TRLCAP y que no está expresamente excluida la posibilidad de revisión en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


d) Que se aporte factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 2.402/1985, de 18 de diciembre, sobre obligación de expedir factura por empresarios y profesionales, y sus modificaciones posteriores, salvo que la certificación sea por importe de cero pesetas.


7. Indemnizaciones a favor del contratista:


a) Que existe informe del Servicio Jurídico de la Consejería correspondiente.


b) Que existe informe del facultativo Director de la obra y, en su caso, con la conformidad del inspector de la obra.


8. Ejecución de obras por la propia Administración:


a) Que existe proyecto si procede, informado en su caso, por un técnico competente en la materia, de la Comunidad Autónoma de Cantabria, distinto del autor. En caso de crearse, sería informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos.


b) Que existe acta de replanteo previo firmada por el autor del proyecto con la firmada por el Jefe del Servicio correspondiente.


Séptimo.- Extremos adicionales a comprobar en los contratos de suministros.


En los expedientes de contratos de suministros, los extremos adicionales a que se refiere el apartado primero c) del presente Acuerdo serán los siguientes:


1. Suministros en general.


1.1.Expediente inicial:


A) Aprobación del gasto:


a) Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares informado por el Servicio Jurídico de la Consejería correspondiente y en su caso, pliego de prescripciones técnicas del suministro.


b) Cuando se utilice pliego-tipo de cláusulas administrativas particulares, verificar que el contrato a celebrar es de naturaleza análoga al informado por la Dirección General del Servicio Jurídico.


c) Cuando se proponga como forma de adjudicación el concurso, comprobación de que el pliego de cláusulas administrativas particulares establece criterios objetivos para la adjudicación del contrato, del orden de los que con carácter orientativo establece el artículo 86 del TRLCAP.


d) Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el negociado, comprobar que concurren las circunstancias previstas en los artículos 92.1, 181 y 182.3 del TRLCAP.


e) Que está justificada en el expediente, la elección del procedimiento y forma de contratación, de acuerdo con el contenido del artículo 75.2 del TRLCAP.


B) Disposición del gasto:


a) Examen del acta y propuesta de adjudicación del contrato, que eleva la Mesa de Contratación. 


b) Cuando la propuesta de adjudicación no se ajuste a la formulada por la Mesa de Contratación, que existe decisión motivada del órgano de contratación.


c) Cuando el empresario propuesto como adjudicatario no hubiera presentado en la licitación la certificación de estar al corriente de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social, según lo establecido en el artículo 9.3 del Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo, o ésta hubiera caducado según el artículo 10.3, comprobar que el mismo se encuentre al corriente de dichas obligaciones.


1.2. Revisión de precios (aprobación del gasto):


Que se cumplen los requisitos exigidos en el artículo 103.1 del TRLCAP y que no está expresamente excluida la posibilidad de revisión en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


1.3. Modificación del contrato:


Que existe informe del Servicio Jurídico de la Consejería correspondiente y en su caso, que la modificación ha sido autorizada por el órgano de contratación.


1.4. Abonos al contratista.


1.4.1. Abonos a cuenta:


a) En el primer abono a cuenta, acreditación de que la garantía definitiva ha sido constituida.


b) Que existe la conformidad de los servicios competentes con el suministro realizado o fabricado.


c) Que se aporta factura por la empresa adjudicataria, de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 2.402/1985, de 18 de diciembre, sobre obligación de expedir factura por empresarios y profesionales.


d) Cuando en el abono se incluya revisión de precios, comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.1 del TRLCAP y que no está expresamente excluida la posibilidad de revisión de precios en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


1.4.2. Abono total o pago de la liquidación si existieran abonos a cuenta.


a) Que se acompaña certificación o acta de conformidad de la recepción del suministro.


b) Que se aporta factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 2.402/1985, de 18 de diciembre, sobre obligación de expedir factura por empresarios y profesionales.


c) Cuando se incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.1 del TRLCAP y que, no está expresamente excluida la posibilidad de revisión de precios en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


1.5 Indemnizaciones a favor del contratista:


a) Que existe informe del Servicio Jurídico de la Consejería correspondiente.


b) Que existe informe técnico.


2. Contratación de equipos y sistemas para el tratamiento de la información


Además de los extremos previstos con carácter general en el apartado primero y, en su caso, segundo del presente Acuerdo, se comprobará la existencia de los informes técnicos emitidos cuando proceda, por la Comisión de Informática.


3. Contrato de fabricación


En el supuesto de que el pliego de cláusulas administrativas particulares determine la aplicación directa de las normas del contrato de obras, se comprobaran los extremos previstos para dicho tipo de contrato en el apartado sexto de este Acuerdo. En otro caso, dichos extremos serán los ya especificados para suministros en general.


Octavo.- Extremos adicionales a comprobar en los contratos de consultoría y asistencia y de los de servicios.


En los expedientes de contratos de consultoría y asistencia y los de servicios, los extremos adicionales a que se refiere el apartado primero c) del presente Acuerdo serán los siguientes:


1. Expediente inicial:


A) Aprobación del gasto:


a) Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares informado por el Servicio Jurídico de la Consejería correspondiente y en su caso, pliego de prescripciones técnicas.


b) Cuando se utilice pliego-tipo de cláusulas administrativas, verificar que el contrato a celebrar es de naturaleza análoga al informado por la Dirección General del Servicio Jurídico.


c) Que el objeto del contrato está perfectamente definido, de manera que permita la comprobación del exacto cumplimiento de las obligaciones por parte del contratista.


d) Informe emitido por el servicio interesado en la celebración del contrato, en el que se justifiquen debidamente los extremos recogidos en el artículo 202.1 del TRLCAP.


e) Cuando se proponga como forma de adjudicación el concurso, comprobación de que el pliego de cláusulas administrativas particulares, establece criterios objetivos para la adjudicación del contrato, del orden de los que con carácter orientativo establece el artículo 86 de. TRLCAP.


f) Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el negociado, comprobar que concurren las circunstancias previstas en los artículos 92.1, 209 y 210 del TRLCAP.


g) Que se justifica en el expediente la elección del procedimiento y forma de contratación, de acuerdo con el contenido del artículo 75.2 del TRLCAP.


B) Disposición del gasto:


a) Examen del acta y propuesta de adjudicación del contrato que eleva la mesa de Contratación. Cuando la propuesta de adjudicación no se ajuste a la formulada por la Mesa de Contratación, que existe decisión motivada del órgano de contratación.


b) Cuando el empresario propuesto como adjudicatario no hubiera presentado en la licitación la certificación de estar al corriente de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social, según lo establecido en el artículo 9.3 del Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo, o ésta hubiera caducado según el artículo 10.3, comprobar que el mismo se encuentre al corriente de dichas obligaciones.


2. Modificación del contrato:


Que existe informe del Servicio Jurídico de la Consejería correspondiente y en su caso, que la modificación ha sido autorizada por el órgano de contratación.


3. Revisión de precios (aprobación del gasto):


Que se cumplen los requisitos exigidos en el artículo 103.1 y 2 del TRLCAP. y que no está expresamente excluida la posibilidad de revisión en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


4. Prórroga de contratos de consultoría, asistencia y de los de servicios:


a) Memoria justificativa del gasto.


b) Conformidad de las partes a la prórroga del contrato.


c) Propuesta de gasto del Consejero correspondiente.


d) Verificación de que en el pliego de cláusulas administrativas del contrato, está prevista la prorroga y la duración de la misma.


5. Abonos a cuenta:


a) En el primer abono a cuenta, acreditación de que la garantía definitiva ha sido constituida, salvo que se instrumente en forma de retención del precio.


b) Que existe certificado del órgano correspondiente valorando el trabajo parcial ejecutado.


c) Que se aporte factura por la empresa adjudicataria, de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 2.402/1985, de 18 de diciembre, sobre obligación de expedir factura por empresarios y profesionales.


d) Cuando en el abono se incluya revisión de precios, comprobar que se cumplen los requisitos del artículo 103.1 y 2 del TRLCAP. y que no está expresamente excluida la posibilidad de revisión en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


e) En el caso de efectuarse anticipos, de los previstos en el artículo 99.3 del TRLCAP. comprobar que se ha prestado la garantía exigida.


6. Abono total o pago de la liquidación si existieran abonos a cuenta:


a) Que se acompaña certificación o acta de conformidad, de la recepción de los trabajos.


b) Que se aporte factura por la empresa adjudicataria, de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 2402/1985, de 18 de diciembre, sobre obligación de expedir factura por empresarios y profesionales.


c) Cuando se incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.1 del TRLCAP. y que no está expresamente excluida la posibilidad de revisión de precios en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


7. Expedientes relativos a servicios informáticos


a) Que existe informe técnico de la Comisión de Informática, regulada por Decreto 36/1990 de 20 de junio.


Noveno.- Extremos adicionales a comprobar en los expedientes sobre convenios de colaboración:


En los expedientes de colaboración que celebre la Administración General del Gobierno de Cantabria y sus organismos autónomos, con entidades de derecho público o con personas físicas o jurídicas sujetas a derecho privado, los extremos adicionales a que se refiere el apartado primero c) del presente Acuerdo, serán los siguientes:


1. Convenios de colaboración con la Administración General del Estado y sus organismos autónomos y otros entes de derecho público.


1.1. Suscripción:


a) Que existe informe de la Dirección General del Servicio Jurídico.


1.2. Modificaciones:


a) Que existe informe de la Dirección General del servicio Jurídico.


1.3. Prórroga:


a) Que la prórroga esté prevista en el convenio.


b) Que exista informe de la Dirección General del Servicio Jurídico, en su caso.


2. Convenios de colaboración con personas físicas o jurídicas sujetas al derecho privado


Además de lo recogido en el apartado anterior, se verificará que:


a) Comprobación de que el objeto del convenio no esté comprendido en los contratos regulados en el TRLCAP. o en normas administrativas especiales (artículo 3.1.d TRLCAP) .


b) En el caso de que conlleven subvenciones, verificación de los requisitos establecidos en el apartado décimo del presente Acuerdo.


Décimo.- Extremos adicionales a comprobar en los expedientes de subvenciones y ayudas públicas:


En los expedientes de subvenciones y ayudas públicas, los extremos adicionales a que se refiere el apartado c) del presente Acuerdo, serán los siguientes:


1. Autorización del gasto y acuerdo de concesión:


Que en su caso, las bases reguladoras de la concesión han sido informadas por el Servicio Jurídico y la Intervención Delegada y publicadas en el Boletín Oficial de Cantabria y que la propuesta de concesión, se ajusta a la correspondiente orden convocante de la subvención o ayuda.


2. Reconocimiento de obligaciones:


a) En el caso de que las normas reguladoras de la subvención prevean la exigencia de garantías, que se acredita su existencia.


b) En el caso de subvenciones ex-post, certificación expedida por el órgano competente, acreditativa del cumplimiento de los fines que justifican la concesión de la subvención.


c) En su caso, acreditación por parte del beneficiario, de estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social.


3. Justificación posterior al pago.


En el caso de subvenciones cuya justificación sea posterior al pago, certificado del órgano gestor, aprobando la correspondiente documentación justificativa, la cual quedará en poder de dicho órgano gestor, a disposición de la Intervención General, para su comprobación mediante control financiero. En dicho certificado deberá constar como mínimo la fecha de presentación de la documentación, el importe justificado y manifestación expresa sobre el cumplimiento de las condiciones generales y particulares que motivaron la concesión de dicha subvención.


Decimoprimero.- Extremos adicionales a comprobar en prestaciones sociales.


Los expedientes de reconocimiento e inclusión en nómina de las prestaciones sociales, se justificarán mediante certificado del responsable de la unidad correspondiente, acreditativo de que el beneficiario, ha aportado la documentación exigida, y reúne los requisitos señalados en la normativa vigente, para ser considerado perceptor de dichas ayudas.


Decimosegundo.- Contratos menores.


En los expedientes de gasto, relativos a los denominados «contratos menores», que recoge el TRLCAP, la fiscalización se realizará, mediante la comprobación de los extremos recogidos en los puntos a) y b) del apartado primero del presente acuerdo.


Decimotercero.- Intervención plena.


En los expedientes de contratos patrimoniales, así como en cualquier acto de contenido económico no recogido expresamente en el presente acuerdo, la función interventora se ejercerá con carácter de plena.


Decimocuarto.- Publicación y entrada en vigor.


Este Acuerdo tendrá efecto desde la fecha de su publicación en el BOC, momento a partir del cual quedará sin vigencia el anterior Acuerdo regulador del ejercicio de la fiscalización esencial previa, en el ámbito de la Administración del Gobierno de Cantabria y sus organismos autónomos.»


Publíquese el acuerdo en el BOC.–Santander, 23 de mayo de 2001.–El consejero de Economía y Hacienda, Federico Santamaría Velasco.
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 Redacción anterior dada por Ley Orgánica 8/1981, de 30 de Diciembre: Artículo 7.

 1. Los poderes de la Comunidad Autónoma de Cantabria se ejercerán a través de la Diputación Regional, la cual está integrada por la Asamblea Regional, el Consejo de Gobierno y el Presidente.

Redacción vigente dada por Ley Orgánica 11/1998, de 30 de Diciembre: Artículo 7. 

1. Los poderes de la Comunidad Autónoma de Cantabria se ejercerán a través de sus instituciones de autogobierno, que son el Parlamento, el Gobierno y el Presidente.

Estatuto de Autonomía de Cantabria, Artículo 7, numero 1: Instituciones
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 Redacción anterior dada por Ley Orgánica 8/1981, de 30 de Diciembre: Artículo 34.

La Diputación Regional de Cantabria, como ente de Derecho público, tiene personalidad jurídica. Su responsabilidad, y la de sus autoridades y funcionarios, procederá y se exigirá en los mismos términos y casos que establezca la legislación del Estado en la materia. 

Redacción vigente dada por Ley Orgánica 11/1998, de 30 de Diciembre: Artículo 34. 

La Comunidad Autónoma de Cantabria, como ente de Derecho público, tiene personalidad jurídica. Su responsabilidad, y la de sus autoridades y personal funcionario, procederá y se exigirá en los mismos términos y casos que establezca la legislación del Estado en la materia.

Estatuto de Autonomía de Cantabria, Artículo 34: Personalidad
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